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Licenciada 
Silvia Navarro Romanini
Secretaría General de la Corte


Estimada señora:

En relación con el oficio 1095-2020 de la Secretaría General de la Corte, en el que se comunica el acuerdo tomado por Corte Plena en sesión 02-2020, celebrada el 13 de enero de 2020, artículo XXXII, donde se conoció el informe 1995-PLA-PE-2019, relacionado con la propuesta para implementar la metodología para la confección y aprobación de Políticas Institucionales y en el cual se dispuso:

“1.) Aprobar el “Modelo de Gestión (formulación, implementación, seguimiento y evaluación) de Políticas Institucionales” en los términos señalados en el apartado III del citado informe y con las observaciones señaladas por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de ese despacho.

2.) Aprobar el “Proceso de Gestión Estratégica de Políticas Institucionales (Alineación Estratégica)”, contenido en el apartado IV de este informe, que incluye la elaboración de un informe semestral de seguimiento y evaluación de los resultados obtenidos de la gestión de las políticas institucionales, a cargo del Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación, con el fin de que sea conocido por esta Corte para la toma de decisiones correspondiente.”.

Le informo que, en cumplimiento del acuerdo, se procede a realizar el seguimiento a las Políticas Institucionales del Poder Judicial del 2025 con corte al 30 de junio del 2025 y como resultado se tiene que el cumplimiento de las Políticas Institucionales 55,74% contra un 44,26% que continuaba pendiente o en proceso de ser cumplido o ejecutado. 

Con el fin de que se manifestaran al respecto, mediante oficio inicial 1353-PLA-EV-2025, fue puesto en conocimiento a las Instancias Rectoras de cada política, Comisión de Acceso a la Justicia, Comisión de la Jurisdicción Penal Juvenil,  Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, Comisión Hostigamiento Sexual, Comisión de Género, Oficina de Justicia Restaurativa y Alternativa, Secretaría Técnica de Ética y Valores, Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia, Programa Hacia Cero Papel, Oficina de Cumplimiento,  Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, Unidad de Acceso a la Justicia, Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones, Defensa Pública, Contraloría de Servicios del Poder Judicial, Unidad de Acceso a la Justicia, Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia y Subproceso Planificación Estratégica.

Como respuesta al informe preliminar (1353-PLA-EV-2025), se recibió las siguientes respuestas:

Oficio 3362-DE-2025 del 20 de noviembre del 2025 de doña Maribel Araya Valverde, Jefa de la Sección de Análisis y Ejecución.
Oficio CSJ-838-2025 del 21 de noviembre del 2025 de don Erick Alfaro Romero, Contralor de Servicios a.i.
Oficio 113-OC-2025 del 25 de noviembre del 2025 de doña Fabiola Quesada Jiménez, Jefa de la Oficina de Cumplimiento.
Oficio JEFDP-367-2025 del 26 de noviembre del 2025 del Máster Juan Carlos Pérez Murillo, Director de la Defensa Pública.
Oficio 330-ORJR-25 del 27 de noviembre del 2025, de don Gerardo Rubén Alfaro Vargas, Magistrado de la Sala Tercera de Casación Penal.

Las observaciones se consideraron en lo pertinente, en el informe que se presenta. Se adjuntan las respuestas recibidas (ver anexos 16 al 20).

Este informe lo suscribe la Inga. Elena Gabriela Picado González, Jefa a.i. del Subproceso de Evaluación y fue elaborado por el Lic. Andrey Rojas Monge, Profesional 2 del Subproceso de Evaluación de esta Dirección.  


Atentamente,



Máster Erick Antonio Mora Leiva, Subdirector
Proceso Planeación y Evaluación
Dirección de Planificación
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[bookmark: _Toc145063547][bookmark: _Toc216358209]Resumen Ejecutivo.

La Dirección de Planificación presenta el siguiente informe de Seguimiento semestral de las Políticas Institucionales del Poder Judicial 2025 al primer semestre 2025, con fecha de corte al 30 de junio del 2025, en donde se obtiene la siguiente información:

[bookmark: _Toc199850736][bookmark: _Toc207864001][bookmark: _Toc216358210] Requerimiento del estudio.

El seguimiento a las Políticas Institucionales del Poder Judicial 2025 se fundamenta en la información contenida en los planes de acción debidamente vinculados a la estrategia, se tiene un control detallado del cumplimiento de estos, debido a que el sistema permite por medio de objetivos operativos del PAO dar cumplimiento y registrar los porcentajes de avance de cada plan de acción de una determinada política. 

El objetivo del informe es analizar las acciones realizadas durante el primer semestre del 2025, por cada Política Institucional que tiene vinculada metas estratégicas y metas operativas, lo cual permite conocer el porcentaje de avance y así tomar las acciones necesarias, para su cumplimiento al finalizar el 2025; así como, realizar un seguimiento que permita medir el cumplimiento de los objetivos de las distintas políticas institucionales vigentes, en el marco estratégico y operativo, mediante los indicadores de efectos diseñados por cada Instancia Rectora para tal efecto.

Cabe señalar que el seguimiento a las Políticas Institucionales del Poder Judicial pertenece a uno de los eslabones del Modelo de Gestión Estratégica.

Figura 1
Modelo de Gestión Estratégica Judicial para la implementación del Plan Estratégico Institucional (PEI) 2025-2030.
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Fuente: Subproceso de Planificación Estratégica. 

Se destaca que, para este informe, el enfoque es en el punto e, denominado “Gestión de Políticas Institucionales”:

Cuadro de Mando Integral (con base en el mapa estratégico institucional). 
Gestión del Portafolio Institucional de Proyectos Estratégicos (PPE).
Planes Anuales Operativos (PAO).
Presupuesto orientado a resultados. 
Gestión de Políticas Institucionales. 
Gestión de Innovación. 
Gestión de riesgos institucionales.

Por lo anterior la Dirección de Planificación presenta el siguiente informe de seguimiento a las Políticas Institucionales del Poder Judicial del 2025, con corte al 30 de junio del 2025.

Adicionalmente, es importante mencionar que la Corte Plena, en sesión 02-20 celebrada el 13 de enero de 2020, artículo LXX, conoció el informe relacionado con la propuesta para implementar la metodología para la confección y aprobación de Políticas Institucionales, en donde acordó lo siguiente:


“Acoger el informe N° 1995-PLA-PE-2019, por ende: 1.) Aprobar el “Modelo de Gestión (formulación, implementación, seguimiento y evaluación) de Políticas Institucionales” en los términos señalados en el apartado III del citado informe y con las observaciones señaladas por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de ese despacho. 3.) Aprobar el “Proceso de Gestión Estratégica de Políticas Institucionales (Alineación Estratégica)”, contenido en el apartado IV de este informe, que incluye la elaboración de un informe semestral de seguimiento y evaluación de los resultados obtenidos de la gestión de las políticas institucionales, a cargo del Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación, con el fin de que sea conocido por esta Corte para la toma de decisiones correspondiente”.

[bookmark: _Toc199850737][bookmark: _Toc207864002][bookmark: _Toc216358211] Alcances del estudio

El proceso de implementación del Modelo de Gestión de Políticas Institucionales en el Poder Judicial inicia en el periodo 2020, con la aprobación del informe 1995-PLA-PE-2019. A raíz de esta aprobación, la Dirección de Planificación por medio del Subproceso de Planificación Estratégica, asume la función de ente técnico asesor, para el alineamiento al modelo tanto de las políticas institucionales existentes, así como de las iniciativas de nuevas políticas. 

[bookmark: _Hlk102029684]En dicho informe, se realizó una revisión, análisis y depuración de las Políticas Institucionales vigentes (31 instrumentos que fueron considerados en su oportunidad como Políticas Institucionales del Poder Judicial y 6 propuestas de iniciativas de políticas en las que se prevé su creación, que provienen del Plan Estratégico Institucional 2019-2024) con el fin de identificar si cumplen con el criterio de políticas de índole institucional y/o social orientadas a la sociedad y personas usuarias. De esta forma, se obtendría la lista de Políticas Institucionales a las que se considera podrían adaptarse al modelo aprobado, por lo cual se identificó que solo 12 Políticas Institucionales cumplían con el criterio aprobado.

Por otra parte, para el seguimiento de las Políticas Institucionales 2023, Corte Plena en sesión 20-2022, celebrada el 03 de mayo del 2022, artículos XIII y XV, aprueba  la incorporación de la Política Institucional denominada “Política para la Simplificación y Celeridad de Trámites Judiciales” y en sesión 59-2022, celebrada el 21 de noviembre del 2022, artículo XXIV, Corte Plena aprueba la Política Institucional denominada “Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial de Costa Rica”. Ambas Políticas Institucionales se incorporan al Plan Estratégico Institucional 2023. 

Así mismo, para el seguimiento de las Políticas Institucionales 2025, Corte Plena en sesión 17-2025, celebrada el 7 de abril de 2025, artículo XVI, aprueba la política institucional denominada “Política Integral de Comunicación del Poder Judicial”, la cual se incorporará al Plan Estratégico Institucional 2025, para un total de 15 Políticas Institucionales que cumplen con el criterio aprobado.

A continuación, se enlistan las políticas que cumplen con el criterio de impacto institucional y/o social orientadas a la sociedad y personas usuarias:

Figura 2
Políticas Institucionales incorporadas en el sistema PEI durante el Periodo 2025

[image: Diagrama

Descripción generada automáticamente]
Fuente: Elaboración propia.


Según se muestra en la figura anterior, se identifican 15 políticas institucionales catalogadas como políticas de impacto institucional y/o social. A cada una de estas políticas, en coordinación con las instancias rectoras, se procedió con la formulación y adaptación de sus planes de acción a lo establecido en el modelo y debidamente vinculados a las metas estratégicas.

El seguimiento del plan de acción se efectúa mediante las acciones y compromisos asumidos por los responsables de las estrategias, los cuales fueron vinculados en el Plan Anual Operativo. El grado de avance y, por ende, el logro de las diferentes estrategias y la consecución del marco estratégico definido en el Plan Estratégico Institucional (PEI), depende de la ejecución de estas acciones. 

Asimismo, la instancia rectora de la política verificará la información proporcionada y tomará las medidas necesarias para que se lleve a cabo la efectiva implementación de la política institucional, por medio del Sistema de Gestión Estratégica del Poder Judicial (SGE-PJ), que permitirá llevar a cabo el seguimiento en periodos estratégicos de las políticas institucionales, y determinar el nivel de avance de una política de acuerdo con sus metas asociadas.

A su vez, se desagrega cada una de las políticas institucionales y determina quiénes son responsables en el cumplimiento, cuáles actividades están asociadas, cuántas metas reportan avances, así como su cumplimiento porcentual, entre otros.

Por otro lado, se destaca que se generaron reportes por medio del Sistema de Gestión Estratégica del Poder Judicial (SGE-PJ) de cada una de las oficinas y despachos responsables de brindar la información de cada meta operativa, esto con el fin de recopilar y analizar las evidencias sobre las actuaciones realizadas durante el período de ejecución de las metas vinculadas a las políticas institucionales del Poder Judicial, en el primer semestre del 2025. 

El alcance del seguimiento de políticas institucionales en el primer semestre del 2025 está basado en el análisis de 13 políticas institucionales, las cuales están conformadas por 53 metas estratégicas y 357 metas operativas, utilizando como insumo la información reportada y registrada en el Sistema de Gestión Estratégica del Poder Judicial (SGE-PJ), además, se consideró los resultados de 33 indicadores de efectos de las 13 políticas institucionales.

Es importante mencionar que la Política para la Simplificación y Celeridad de Trámites Judiciales y la Política de Comunicación Integral del Poder Judicial, no fueron contempladas en este seguimiento debido a que los planes de acción se incorporaron en el mes de julio; sin embargo, si van a estar contempladas en el informe de evaluación a las políticas institucionales 2025, programado a realizarse en el primer semestre del 2026. 

Adicionalmente, se comenta la clasificación del cumplimiento de cada meta se estableció de la siguiente manera: 

Cuadro 1
Definición de parámetros y rangos de cumplimiento en el Seguimiento de las Políticas Institucionales 2024
	Detalle de color
	Estado
	Rango del parámetro

	Rojo 
	Atención/Alerta
	0%-25,99%

	Amarillo 
	En proceso
	26,00-74,99%

	Verde 
	Óptimo /Completado
	75,00-100%


Fuente: Elaboración propia con base en los lineamientos técnicos sobre el presupuesto de la República, Ministerio de Hacienda. 

Cabe manifestar que dicho seguimiento también se ajusta a la metodología de evaluación por resultados para temas estratégicos, según se aprobó por el Consejo Superior en sesión 11-2022 celebrada el 08 de febrero de 2022, artículo V.

Para la estructuración del seguimiento de los resultados de los indicadores de efecto, la Dirección de Planificación solicita a la Instancia Rectora de cada Política Institucional lo realizado por cada indicador en los primeros seis meses del 2025, esto con el fin de reafirmar el seguimiento de los indicadores; por lo anterior, se consideran aspectos relevantes atribuibles a cada política. Una vez remitido lo realizado en el primer semestre, se compara lo programado a realizarse en el 2025 con lo que se alcanzó al finalizar los primeros seis meses del 2025, con el fin de verificar si los efectos esperados en la población beneficiaria se estarían logrando y si tienen relación directa con el objetivo general y el propósito de la política al finalizar el primer semestre.

Cuadro 2
Matriz de Seguimiento de indicadores de efecto  
	Actividad especifica (Efecto esperado)
	Oficina Responsable 
	Indicador
	Meta
	Indicador línea anual
	Indicador semestral
	Resultado al 30 de junio 2025
	Porcentaje de variación
	Fuente 

	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	 
	 
	


   Fuente: Elaboración propia.



Así mismo se indica el grado de avance de los indicadores de efecto la Dirección de Planificación, se utilizó la siguiente escala de avance: 

Cuadro 3
Escala de avance en la evaluación de indicadores de efecto
	Criterio 
	Categoría 
	Parámetro 

	Cuando el avance del indicador 
está de acuerdo con la meta esperada

	Avance 
Satisfactorio
	Se logra el cumplimiento total de la meta

	Cuando el avance del indicador cuenta con una mejora con respecto a la meta esperada pero no se logra en su totalidad cumplir con lo esperado

	Avance Intermedio
	A pesar de que existe un aumento o disminución en la meta establecida para el indicador, no se logra cumplir en su totalidad.

	Cuando no existe avance de cumplimiento en el indicador

	Sin 
Avance
	El dato es menor a la meta establecida


Fuente: Elaboración propia con base en las metodologías aplicadas por la CGR y MIDEPLAN


Es importante destacar que parte de la dirección funcional que brinda la Dirección de Planificación en el tema de Políticas Institucionales, específicamente en sus etapas de implementación, seguimiento y evaluación, el 09 de setiembre se llevó a cabo un primer taller por parte del Subproceso de Planificación Estratégica, en el que participaron las instancias rectoras de las Políticas vigentes, cuyo objetivo fue orientar a las oficinas rectoras, en la importancia de la ejecución de los planes de acción que impactan el cumplimiento de los Planes Anuales Operativos 2026 y 2027 de las oficinas responsables operativas vinculadas a esas políticas.

De forma complementaria y para profundizar en la etapa de seguimiento y evaluación, el pasado 23 de setiembre a través del Subproceso de Evaluación, se llevó a cabo un segundo taller con el objetivo de brindar la dirección funcional de la metodología de evaluación por resultados a las instancias rectoras de las Políticas Institucionales del Poder Judicial. Así mismo, se trabajó en la verificación de los indicadores de efecto que actualmente desarrollan cada una de las instancias rectoras. Estas actividades han fortalecido la comprensión de la metodología y fomentado su adopción en diversas oficinas y despachos. 

Es importante indicar que el Modelo de Gestión de las Políticas Institucionales está conformado por las siguientes 4 fases:




[bookmark: _Hlk10193100]Figura 3
Modelo de Gestión de Políticas Institucionales
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Fuente: Informe 1995-PLA-PE-2019


El Subproceso de Evaluación desarrolla la Fase número 4 denominada Seguimiento y Evaluación, velando por el cumplimiento a las directrices institucionales sobre el seguimiento y evaluación a los PAOS.

Asimismo, la instancia rectora de la Política verificará la información proporcionada y tomará las medidas necesarias para que se lleve a cabo la efectiva implementación de la Política Institucional, por medio del Sistema de Gestión Estratégica del Poder Judicial (SGE-PJ), se lleva a cabo el seguimiento en periodos estratégicos de las políticas institucionales, donde se determinar el nivel de avance de una Política de acuerdo con sus metas asociadas y a su vez, se desagrega cada una de las políticas institucionales y determina quiénes son responsables en el cumplimiento, cuáles actividades están asociadas, cuántas metas reportan avances, así como su cumplimiento porcentual, entre otros.

La instancia rectora de la política debe definir la periodicidad y la frecuencia de las evaluaciones a realizar para medir los efectos e impactos esperados producto de la implementación de la Política Institucional y como resultado de las evaluaciones, la instancia rectora de la política deberá emitir las recomendaciones correspondientes en cuanto a la implementación de esta, hasta el cierre o cumplimiento total de sus objetivos. No obstante, deberá presentar un informe de seguimiento y evaluación semestral a la Dirección de Planificación, en el plazo que lo indique esta instancia, con el fin de velar por la rendición de cuentas y alineamiento con el Plan Estratégico Institucional de las Políticas Institucionales vigentes. 



[bookmark: _Toc199850738][bookmark: _Toc207864003][bookmark: _Toc216358212] Principales hallazgos

Del análisis efectuado al seguimiento al Plan Anual Operativo 2025, se detectan 18 hallazgos y acciones de mejora, según se enlistan en el apartado 7 del presente informe, en donde se obtienen Instancias Rectoras de las Políticas y responsables operativas con un cumplimiento inferior al 26% al finalizar el primer semestre del 2025.

[bookmark: _Toc199850739][bookmark: _Toc207864004][bookmark: _Toc216358213] Recomendaciones

Del estudio realizado al seguimiento a las Políticas Institucionales 2025, se obtiene un total de 11 recomendaciones según se enlistan en el apartado 12 del presente informe, en donde se solicita al Consejo Superior aprobar el presente informe, hallazgos y acciones de mejora propuesto en el apartado 7.

Adicionalmente, se le reitera a las Instancias Rectoras y oficinas y despachos judiciales sobre el seguimiento y actividades que deben de realizar para registrar los avances de las metas operativas en el sistema, esto con el fin de garantizar su efectivo alcance.

Finalmente, se le recomienda al Subproceso de Planificación Estratégica y Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones, establecer un plan de mejora continua que contemple la estabilización del sistema y la validación de calidad de los reportes; así como, establecer un mecanismo sistemático de retroalimentación con las oficinas usuarias.


[bookmark: _Toc216358214]Antecedentes

En sesión 55-2024 del 16 de diciembre de 2024, artículo XIV, aprobó el Plan Estratégico Institucional (PEI) 2025-2030. Para la implementación del PEI, que comprende la ejecución de los planes estratégicos, tácticos y operativos, el Poder Judicial y cuenta con un nuevo sistema llamado Sistema de Gestión Estratégica del Poder Judicial. Se destaca en el anexo 18 Matriz del Plan Estratégico Institucional, Versión 2, aprobada en sesión de Corte Plena 06-2025 del 10 de febrero 2025, artículo VI.

El Consejo Superior conoció en sesión 04-25, del 16 de enero de 2025, artículo LXXV el informe 38-PLA-PE-2025, en el cual entre otras cosas menciona: 

“Con el propósito de mejorar la gestión del Plan Estratégico del Poder Judicial para el próximo periodo; el Consejo Superior en sesión 83-17 del 12 de setiembre de 2017, artículo LXIV y la Corte Plena en sesión 32-17 del 02 de octubre de 2017, artículo XII, aprobaron el Plan y Modelo de Gestión para la formulación del Plan Estratégico Institucional del Poder Judicial para el periodo 2019-2024.   

Debido a lo anterior, se iniciaron las coordinaciones pertinentes para la formulación del Plan Estratégico Institucional 2019-2024, que estaría conformado por las siguientes fases:  
Fase I: Diagnóstico Situacional.  
Fase II: Elaboración del Plan Estratégico Institucional.  
Fase III: Implementación del Plan Estratégico Institucional.  
Fase IV: Seguimiento y Evaluación.  
Para llevar a cabo lo que se pretendía, se requirió el desarrollo de un Sistema Electrónico de Planificación Estratégica, el cual estaría alineado al Sistema de Formulación y Seguimiento de Planes Anuales Operativos (PAO), así como lograr su integración con las políticas institucionales, el portafolio de proyectos y el presupuesto.   
La creación del sistema nace como una herramienta tecnológica para dar soporte al Plan Estratégico y llevar un control del PEI. La Dirección de Planificación realiza la propuesta y el Organismo de Investigación Judicial brinda el apoyo informático para la construcción del sistema.  
Para el año 2021 el Organismo de Investigación Judicial indica que no se iba a continuar con el permiso con goce de salario del profesional 2 en informática de la Oficina de Planes y Operaciones, debido a que se iba a desarrollar el proyecto informático “SUPERCOP”, para lo cual se requería de este recurso informático.  
En virtud de lo anterior, se procedió a poner en conocimiento al Comité de Planeación Estratégica sobre lo señalado por parte del Organismo de Investigación Judicial, dado el riesgo a nivel de la sostenibilidad del sistema.
Debido a la importancia estratégica de estos dos sistemas a nivel institucional; el Comité de Planeación Estratégica en sesión 03-CPE-2020, del 02 de junio de 2020, acordó:   
“El Comité de Planeación Estratégica aprueba que se transfiera del Organismo de Investigación Judicial a la Dirección de Tecnología de la Información, el Sistema Informático PEI-PAO y su hoja de ruta para la integración con el SIGMA, Riesgos, Continuidad, Corrupción, Políticas, Proyectos e Indicadores de Gestión en aras de asegurar la sostenibilidad del sistema. Para ello la Dirección de Planificación y la Dirección de Tecnología de la Información realizarán el planteamiento al Consejo Superior de solicitar el recurso informático para la DTI para su aprobación.”.
Posteriormente, mediante reunión entre la Dirección de Tecnología de la Información y la Dirección de Planificación el 01 de marzo del 2021, donde la Unidad de Sistemas Administrativos de la DTIC, encargada del desarrollo técnico del proyecto, realizó un análisis y revisión de las condiciones actuales del Sistema PEI y el Sistema PAO, producto de esto desarrollaron una propuesta de migración y rediseño del PEI y PAO. Dentro de este análisis la DTIC determinó una serie de hallazgos de las funcionalidades actuales de los sistemas PEI-PAO y se planteó la siguiente propuesta por parte de la DTIC: 
“Propuesta
Se realiza la propuesta de Integrar y migrar los sistemas, así como la unificación de las bases de datos en una sola, adicionalmente se propone utilizar la tecnología de BizTalk para la integración de los sistemas externos actuales (SIGMA y SIGAPJ) y que quede disponible para las integraciones futuras.
La propuesta de integración y migración sería para utilizar un único sistema en donde se realicen los distintos planeamientos del PEI y PAO para lo cual se mostrarán las pantallas y reportes dependiendo de los perfiles asignados a los usuarios”.
Producto de estos hallazgos y las limitaciones de recursos humanos expuestas por la DTIC, la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones recomendó coordinar la asignación del presupuesto para darle contenido a la subcontratación de una empresa externa que diseñe e implemente un nuevo Sistema PEI-PAO. 
En virtud de estos aspectos se procedió a incluir en el cronograma del proyecto del sistema PEI-PAO las fases V, VI y VII. 
Estas fases son: 
FASE V: Mejoras prioritarias previo a la migración de la nueva versión del sistema.
FASE VI: Actualización de la plataforma del sistema actual. 
FASE VII: Etapa 1. Diseño y desarrollo de nuevo sistema [con 1 desarrollador]. 
Es importante mencionar que, según lo indicado en párrafos anteriores, se evidencia que dicho proyecto ha tenido modificaciones en su alcance, a través del desarrollo de las diferentes fases.
Para solventar el riesgo de obsolescencia del sistema actual del Plan Estratégico Institucional y Plan Anual Operativo indicado por la DTIC,  se está desarrollando la Fase VII del proyecto, que consiste en la construcción del nuevo sistema de Gestión Estratégica del Poder Judicial (SGE-PJ); este sistema integra los sistemas del PEI y PAO, con la finalidad de implementar una serie de mejoras que permitan agilizar los procesos de toma de decisiones, contribuir con la transparencia institucional y con el modelo de gestión para resultados, el cual estaría implementándose para el próximo PEI del período 2025-2030.
El desarrollo de este sistema se ha venido construyendo bajo la metodología de proyectos institucionales y en la actualidad está identificado como proyecto 0110-PLA-P07 -Sistema de Gestión del Plan Estratégico Institucional del Poder Judicial, el cual, se espera que para el 2025 sustituya los sistemas actuales del Plan Estratégico Institucional y Plan Anual Operativo. 
La construcción de este proyecto ha sido gracias a la asignación de recursos por medio de los permisos con goce de salario; sin embargo, estos permisos no se permitieron continuar por razones presupuestarios y así dispuesto por el Consejo Superior en el programa 926; por lo que no se pudo dar continuidad al proyecto por medio del permiso asignado.
En este acuerdo el Consejo Superior decide no extender los permisos con goce de salario tanto del profesional 2 de Subproceso de Planificación Estratégica como del profesional en informática de la Dirección de Tecnología de Información. 
Posteriormente mediante oficio 790-PLA-PP-2024  la Dirección de Planificación se indicó lo siguiente:  “Según coordinación entre la Dirección Ejecutiva que tendría asignado el recurso y la Dirección de Planificación, se determinó la necesidad imperiosa y al ser de interés institucional el poder contar con el nuevo plan estratégico sistematizado, se requiere disponer de un apoyo de profesional en informática 2 para atender los requerimientos del proyecto “Sistema de Gestión del Plan Estratégico Institucional”. 
También en el oficio 790-PLA-PP-2024 la Dirección de Planificación se solicitó lo siguiente:  “Se procede a solicitar al estimable Consejo Superior el cambio de proyecto de un permiso con goce de salario aprobado para la plaza 367677 y asignado al Proyecto “Sistema de Inventario y Materiales de la Proveeduría” y se requiere hacer el cambio para que el permiso sea asignado al proyecto “Sistema de Gestión del Plan Estratégico Institucional” por un plazo máximo de 3 meses (julio a 30 setiembre), con el número de plaza 367667.
Durante el último trimestre del 2024, tanto la Dirección de Planificación como la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones, sumaron esfuerzos para retomar el proyecto como un recargo de las funciones ordinarias, donde a pesar de los esfuerzos realizados por las dos partes, se logró desarrollar las pantallas necesarias para que el sistema pueda entrar en producción a partir del periodo 2025, con la aclaración de que no se pudo finalizar la totalidad de las pantallas para una completa funcionabilidad del sistema en su fase 1. 
Por lo indicado anteriormente, durante el mes de diciembre 2024 la Dirección de Planificación y la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones realizaron una serie reuniones para determinar los aspectos a considerar para poner en producción el nuevo sistema y producto de estas reuniones se lograron entre ambas direcciones los siguientes acuerdos: 
Debido a los problemas de capacidad operativa y limitaciones de recursos de la DTIC se estará valorando la posibilidad de utilizar los actuales sistemas PEI-PAO en los procesos de reformulación 2025 y formulación 2026 de los Planes Anuales Operativos. Para llevar a cabo esto se hicieron las pruebas respectivas en el mes de diciembre del 2024.
La reformulación 2025 y formulación 2026 de los Planes Anuales Operativos se llevará a cabo en los meses de enero-febrero 2025.
Una vez finalizado la reformulación 2025 y formulación 2026 de los Planes Anuales Operativos en el mes de marzo se hará la migración de la información de los sistemas actuales al sistema SGE-PJ por parte de la DTIC. Por tanto, durante el mes de marzo los sistemas estarán dados de baja, por tanto, se realizarán las comunicaciones y divulgaciones correspondientes. 
En el caso de los reportes se indicó por parte de DTIC, que de manera temporal se pueden utilizar algunas opciones como consultas de Power BI, a la espera que le asignen los recursos para continuar con el desarrollo de los demás módulos del SGE-PJ y su sostenibilidad. 
Dentro de las recomendaciones aprobadas por el Consejo Superior se tiene: 
La Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones en coordinación con la Dirección de Planificación procederá a continuar realizando las mejoras para disponer el nuevo Sistema SGE-PJ en producción a partir de abril de 2025, lo que conlleva que en el mes de marzo tanto los sistemas PEI y PAO actuales así como el nuevo sistema no estarían disponibles para las oficinas y despachos judiciales (se darían de baja en ese mes, por la migración de los datos que tiene que realizar la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones). 

Corte Plena en sesión 27-2025, celebrada el 2 de junio de 2025, artículo II, dispuso: “Eliminar las subcomisiones existentes y disponer que todas las que tienen que ver con tema de acceso a la justicia pasan a la Comisión de Acceso a la Justicia.”.

 El Consejo Superior en la sesión 90-25, celebrada el 02 de octubre de 2025, artículo XLIII, conoció el informe 1084-PLA-MNP-EV-MPL-OI-2025, relacionado con el escenario real que enfrenta la Dirección de Planificación, con las metas que se han visto impactadas por la carga de trabajo, la dinámica institucional y nacional que obligan a priorizar nuevas necesidades y las limitaciones de capacidad instalada, donde se acordó: “Tener por conocido el informe presentado por el máster Allan Pow Hing Cordero, director de Planificación, mediante el oficio No. 1084-PLA-MNP-EV-MPL- OI-2025 del 23 de setiembre de 2025”.

Finalmente, el Consejo Superior en la sesión 101-25, celebrada el 4 de noviembre del 2025, artículo XLIII, conoció el informe 1081-PLA-EV-2025, relacionado con la Evaluación a las Políticas Institucionales del Poder Judicial 2024, donde se acordó: “1.) Tener por conocido el oficio N° 1081-PLA-EV-2025 de la Dirección de Planificación relacionado con el seguimiento y evaluación a las Políticas Institucionales del Poder Judicial del 2024. 2.) Aprobar parcialmente el presente informe y sus recomendaciones, correspondiente a la Evaluación a las Políticas Institucionales 2024 (con corte para registrar avances al 31 de enero del 2025).”.
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Avance del cumplimiento de las Políticas Institucionales al primer semestre 2025.

En relación con el seguimiento a las Políticas Institucionales en el período 2025, cabe señalar que se llevó a cabo un proceso de revisión de las 53 metas estratégicas y 357 metas operativas que se encuentran en proceso de ejecución para este 2025, mediante el avance de cumplimiento de los objetivos y metas operativas del PAO.

El seguimiento se fundamenta en la información contenida en el Sistema de Gestión Estratégica del Poder Judicial (SGE-PJ) y como resultado, se obtiene el grado de avance de cada componente; lo anterior, a través de la valoración directa del grado de cumplimiento de la meta estratégica y al avance reportado por la oficina u oficinas responsables por medio de las metas operativas vinculadas al Plan Anual Operativo. 

Gráfico 1
Porcentaje de avance del cumplimiento de las Políticas Institucionales
Primer Semestre 2025

Fuente: Sistema de Gestión Estratégica del Poder Judicial al 30 de junio 2025.

Del gráfico anterior se indica que, en términos porcentuales, el avance de cumplimiento de las Políticas Institucionales al 30 de junio del 2025 es de un 55,74% contra un 44,26% que continua pendiente o en proceso de ser cumplido o ejecutado. 

Para ser un porcentaje que equivale a todas las labores actuadas al mes de junio podría constituirse como un valor aceptable, esto demuestra una mayor aceptación y adecuación al sistema y la cultura de planificar las metas y actividades, lo que refleja un esfuerzo importante de las oficinas en realizar avances de manera oportuna.

A continuación, se desglosa el porcentaje de avance de cumplimiento por Política Institucional de los primeros seis meses del 2025: 

Cuadro 4
Porcentaje de cumplimiento por Política Institucional Enero a Junio del 2025
	N°
	POLÍTICA INSTITUCIONAL DEL PODER JUDICIAL
	CANTIDAD DE META ESTRATÉGICA
	CANTIDAD DE META OPERATIVA
	PORCENTAJE

	1
	Política Institucional para el acceso de la justicia de personas afrodescendientes.
	1
	18
	70,56%

	2
	Políticas del derecho al acceso a la justicia para personas menores en condiciones de vulnerabilidad sometidos al proceso penal juvenil en Costa Rica.
	1
	16
	70,00%

	3
	Política de igualdad para las personas con discapacidad en el Poder Judicial
	1
	17
	68,82%

	4
	Políticas para Garantizar el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor 
	1
	17
	66,47%

	5
	Política institucional para el acceso a la justicia de niños, niñas y adolescentes
	1
	16
	65,63%

	6
	Política pública de Justicia Juvenil Restaurativa en Costa Rica.
	1
	38
	54,88%

	7
	Política Institucional contra el hostigamiento sexual.
	1
	3
	53,33%

	8
	Política institucional para el acceso a la justicia por parte de la población migrante y refugiada. 
	1
	41
	50,68%

	9
	Política de Igualdad de Género del Poder Judicial. 
	18
	84
	49,61%

	10
	Política Axiológica del Poder Judicial.
	18
	38
	49,21%

	11
	Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial.
	4
	23
	47,00%

	12
	Política de Justicia Abierta para el Poder Judicial de Costa Rica.
	4
	23
	47,00%

	13
	Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial de Costa Rica
	1
	23
	31,48%


Fuente: Sistema de Gestión Estratégica al 30 de junio del 2025.

Del total de las 13 Políticas Institucionales, se tiene un 100% de las políticas institucionales con porcentajes de avances de cumplimiento del 26% al 74,99%, lo que refleja que el grado de cumplimiento está en proceso.

Adicionalmente es importante mencionar que la Política para la Simplificación y Celeridad de Trámites Judiciales y la Política de Comunicación Integral del Poder Judicial, no fueron contempladas en este seguimiento debido a que los planes de acción se incorporaron en el mes de julio; sin embargo, serán considerados en el informe de evaluación a las políticas institucionales 2025, programado a realizarse en el primer trimestre del 2026. 




Avance del cumplimiento de las metas estratégicas y metas operativas vinculadas a las Políticas Institucionales 2025.

A continuación, se detalla el desglose del avance de cumplimiento de las 13 Políticas Institucionales del Poder Judicial durante el primer semestre del 2025.        
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	Cuadro 5
Seguimiento a las Políticas Institucionales 2025 

	Seguimiento 2025

	Política
	Porcentaje de avance del cumplimiento de la Política Institucional para el primer semestre 2025
	Cantidad de metas estratégicas y metas operativas que contiene la Política Institucional
	    Número de TR que se solicitó información
	Seguimiento de las Políticas Institucionales
	Matriz de seguimiento de indicadores de
efecto 2025

	Política Institucional para el Acceso de la Justicia de Personas Afrodescendientes
	70,56%
	Una meta estratégica y dieciocho metas operativas
	4026-PLA-EV-TR-2025
	

	


	Política del derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica
	70,00%
	Una meta estratégica y dieciséis metas operativas
	4026-PLA-EV-TR-2025
	

	


	Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial
	68,82%
	Una meta estratégica y diecisiete metas operativas
	4026-PLA-EV-TR-2025
	


	


	Políticas para Garantizar el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor
	66,47%
	Una meta estratégica y diecisiete metas operativas
	4026-PLA-EV-TR-2025
	


	


	Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Niños, Niñas y Adolescentes
	65,63%
	Una meta estratégica y dieciséis metas operativas
	4026-PLA-EV-TR-2025
	

	


	Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa en Costa Rica
	54,88%
	Una meta estratégica y treinta y ocho metas operativas
	4026-PLA-EV-TR-2025
	

	


	Política Institucional contra el Hostigamiento Sexual
	53,33%
	Una meta estratégica y tres metas operativas
	4026-PLA-EV-TR-2025
	

	


	Política Institucional para el Acceso a la Justicia por parte de la Población Migrante y Refugiada
	50,68%
	Una meta estratégica y cuarenta y uno metas operativas
	4026-PLA-EV-TR-2025
	

	


	Política de Igualdad de Género del Poder Judicial
	49,61%
	Dieciocho metas estratégicas y ochenta y cuatro metas operativas
	4026-PLA-EV-TR-2025
	

	


	Política Axiológica del Poder Judicial
	49,21%
	Dieciocho metas estratégicas y treinta y ocho metas operativas
	4026-PLA-EV-TR-2025
	


	


	Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial
	47,00%
	Cuatro metas estratégicas y veintitrés metas operativas
	4026-PLA-EV-TR-2025
	

	


	Política de Justicia Abierta para el Poder Judicial de Costa Rica
	47,00%
	Cuatro metas estratégicas y veintitrés metas operativas
	4026-PLA-EV-TR-2025
	
 
	


	Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial de Costa Rica
	31,48%
	Una meta estratégica y veintitrés metas operativas
	4026-PLA-EV-TR-2025
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En este apartado se informa los aspectos presentados con la implementación y producción del Sistema de Gestión Estratégica (SGE), el cual es utilizado en la obtención de información para los informes de Seguimiento del Plan Anual Operativo, Plan Estratégico Institucional, Políticas Institucionales del Poder Judicial y Proyectos Institucionales.

La Corte Plena, en la sesión 55-2024 del 16 de diciembre de 2024, artículo XIV, aprobó el Plan Estratégico Institucional (PEI) 2025-2030. Para la implementación del PEI, que comprende la ejecución de los planes estratégicos, tácticos y operativos, el Poder Judicial contaba con dos sistemas: el Sistema del Plan Estratégico Institucional (Sistema PEI) y el Sistema de Formulación y Seguimiento del Plan Anual Operativo (Sistema PAO).

No obstante, según criterio técnico emitido por la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones (DTIC), ambos sistemas presentaban una infraestructura tecnológica obsoleta. Por esta razón, desde 2021 se inició el desarrollo de un nuevo sistema integrado para gestionar tanto el PEI como el PAO, en coordinación con la Dirección de Planificación. Este proyecto se impulsó principalmente mediante recursos extraordinarios, utilizando la figura de permisos con goce de salario (LOPJ 44), el permiso estuvo registrado en el proyecto 0110-PLA-P07 llamado “Sistema de Gestión del Plan Estratégico Institucional “. 

A partir del segundo semestre de 2024, se suspendieron estos permisos. En respuesta, se coordinó con la Dirección Ejecutiva, la cual facilitó temporalmente una plaza de Profesional 2 en Informática hasta septiembre de 2024. Sin embargo, debido a limitaciones operativas, la DTIC solo ha podido atender los requerimientos necesarios para completar la primera fase del nuevo sistema, dentro de las capacidades que permiten los recursos ordinarios.

Dado que no fue posible concluir completamente el sistema, las direcciones de Planificación y DTIC elaboraron un plan de respuesta para mitigar los riesgos asociados. Durante el último trimestre de 2024, ambas direcciones retomaron el proyecto como parte de sus funciones ordinarias. Gracias a estos esfuerzos, se logró avanzar en el desarrollo de las principales pantallas del sistema, lo que permitió su entrada en producción en 2025, aunque sin contar aún con todas las funcionalidades previstas para la primera fase.

A pesar de estas limitaciones, se decidió poner en marcha el sistema con las pantallas de Catálogos Operativos, Formulación Operativa y Avances. Paralelamente, se han continuado los trabajos para garantizar su sostenibilidad, desarrollando nuevas pantallas, corrigiendo errores, implementando mejoras y atendiendo historias de usuario que fortalezcan su funcionamiento integral, lo anterior con la aprobación del Consejo Superior en sesión 04-25, del 16 de enero de 2025, artículo LXXV en el informe 38-PLA-PE-2025.

Como es habitual en la implementación de nuevos sistemas, durante su puesta en producción el 23 de abril de 2025 se detectaron diversas inconsistencias no identificadas en fases previas, las cuales han sido abordadas progresivamente para minimizar su impacto en las oficinas usuarias. Esta atención prioritaria ha generado una lista de espera para el desarrollo de nuevos componentes, que se gestiona en función de las necesidades más urgentes de los usuarios.

En este contexto, la DTIC, con el acompañamiento de la Dirección de Planificación, ha trabajado en el desarrollo de reportes preliminares que faciliten las tareas tanto de los perfiles de Administrador como de Encargado de Oficina. Aunque estos reportes aún no son definitivos, se prevé que próximamente puedan ser liberados a producción. El desarrollo de estos reportes ha implicado un proceso de revisión desde el punto de vista de calidad de los datos que es normal pero que se ha tenido que hacer con el sistema ya en funcionamiento lo cual implica un mayor tiempo para generar los mismos.

Uno de los mayores retos ha sido la migración de datos del antiguo sistema PAO al nuevo Sistema de Gestión Estratégica. Debido a la incompatibilidad entre las plataformas y bases de datos, fue necesario realizar esfuerzos adicionales para asegurar una migración precisa, particularmente considerando que la formulación de los periodos 2025 y 2026 se realizó en el sistema anterior. Esto ocasionó ciertas afectaciones, tanto durante la migración como en el uso de funcionalidades, lo que provocó retrasos en los procesos de formulación, reprogramación, seguimiento y evaluación, según los cronogramas establecidos.

Actualmente, la sostenibilidad y el desarrollo continuo del sistema requieren una alta participación tanto de la DTIC como de la Dirección de Planificación, con el objetivo de avanzar en su estabilización y en la incorporación de nuevas funcionalidades. Este sistema se proyecta como una herramienta integral para la gestión de los Planes Anuales Operativos, Políticas Institucionales, Proyectos, Presupuestos Plurianuales, Gestión de Riesgos, entre otros.

Es importante mencionar que, aunque la DTIC no cuenta con los permisos de con goce de salario que como se indicó anteriormente han sido eliminados, ha tenido que asumir el trabajo de este sistema con recursos ordinarios.

Importante indicar que pese a la limitación presupuestaria para la asignación de recursos profesionales para atender los requerimientos del Sistema de Gestión Estratégica (SGE), la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicación se ha programado para atender lo correspondiente en producción con el recurso ordinario y así garantizar la continuidad del uso del sistema.

Sin embargo, se presentan demoras en la atención de reportería; lo cual, tiene como efecto un atraso en el plazo de entrega de este informe de Seguimiento al Plan Anual operativo, a cargo de la Dirección de Planificación; de manera que y según se indicó en oficio 1084-PLA-MNP-EV-MPL-OI-2025 aprobado en sesión del Consejo Superior 90-2025 celebrada el 02 de octubre de 2025, artículo XLIII, que literalmente indica:

“Tener por conocido el informe presentado por el máster Allan Pow Hing Cordero, director de Planificación, mediante el oficio No. 1084-PLA-MNP-EV-MPL- OI-2025 del 23 de setiembre de 2025, en el cual hace de conocimiento de este órgano, el escenario real que enfrenta la Dirección de Planificación, con las metas que se han visto impactadas por la carga de trabajo, la dinámica institucional y nacional que obligan a priorizar nuevas necesidades y las limitaciones de capacidad instalada.”.

Se remitiría este informe de conocimiento del órgano superior en el mes de noviembre de 2025, según capacidad instalada y los cronogramas actuales del profesional a cargo.

[bookmark: _Toc216358217]Respuesta a Magistrada Dra. Patricia Vargas González, Magistrada Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción Penal Juvenil, oficio 29-Mag.PVG.CJPJ-2025

En este apartado se da respuesta a la consulta realizada por la Magistrada Dra. Patricia Vargas González, Magistrada Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción Penal Juvenil, en donde realizó la siguiente observación al informe de Evaluación a las Políticas Institucionales 2024 (1081-PLA-EV-2025) bajo el oficio 29-Mag.PVG.CJPJ-2025 del 1° de octubre del 2025 (ver anexo 15) lo siguiente:

 “…Sirva la presente para saludarle y a la vez pronunciarme sobre el oficio N° 1081-PLA-EV- 2025, mediante el cual se pone en conocimiento de la Comisión de la Jurisdicción Penal Juvenil, el informe suscrito por el máster Erick Antonio Mora Leiva, en el que se analizan “las Políticas Institucionales del Poder Judicial del 2024 con corte al 31 de enero de 2025”. Por medio de este se recomienda  a la “Comisión de Acceso de Justicia y Subcomisión de Penal Juvenil verificar la línea base de los indicadores “Cantidad de capacitaciones coordinadas desde la Comisión de Acceso y Subproceso de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana (curso virtual nuevo” y “Cantidad de capacitaciones, conversatorios, actividades conmemorativas coordinadas por la Subcomisión Penal Juvenil” y realizar un análisis histórico para revisar el comportamiento del indicador, así como proponer ajustes cuando correspondan” (página 50).	
Antecedentes de interés: 
1) Por medio del acuerdo adoptado por Corte Plena en la sesión N° 27-2025, celebrada el 02 de junio de 2025, la Subcomisión Penal Juvenil pasó a ostentar el rango de comisión jurisdiccional, la cual se denomina actualmente Comisión de la Jurisdicción Penal Juvenil.
	2) Conforme al estudio realizado por la Dirección de Planificación, Subproceso de Planeación y Evaluación, según lo expuesto en el oficio antes citado, se determinó que: “La Política Institucional denominada “Política del Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”, logró un cumplimiento del 100% y tiene como instancia rectora a la Comisión de Acceso a la Justicia y a la Subcomisión de Penal Juvenil, compuesta por una meta estratégica y cuatro metas operativas. Esta Política tiene como objetivo sensibilizar a las y los funcionarios judiciales en cuanto a la necesidad de garantizar los derechos fundamentales de las personas menores de edad víctimas y victimarios en el campo Penal Juvenil; así mismo, tiene como logros capacitación, información y sensibilización Funcionarios Judiciales, formación Educativa y preventiva en Escuelas y Colegios, visitas Carcelarias para atención de población Penal Juvenil, estrategias de comunicación e información y articulación intra e interinstitucional” (el destacado no es del original, cfr. punto 13.14, página 39).
Sobre la recomendación:
	A partir de lo anterior, le comunico que la Comisión de la Jurisdicción Penal Juvenil se encuentra en un proceso de restructuración de su equipo de trabajo, con el fin de realizar los ajustes correspondientes conforme al reglamento institucional. Asimismo, se gestionó la creación de un código presupuestario para la incorporación del plan de trabajo en el Sistema PAO, de conformidad con lo dispuesto en la circular N° 82-2023 “Incorporación de los Planes de trabajo de las Comisiones del Poder Judicial en los Planes Anuales Operativos PAO”. En consecuencia, ya no existe vinculación administrativa con la Comisión de la Unidad de Acceso a la Justicia. No obstante, se toma nota de la recomendación planteada en relación con la inclusión del tema de capacitación a las personas funcionarias que laboran en la materia penal juvenil dentro del plan de trabajo, con el propósito de continuar fortaleciendo los procesos de concientización, sensibilización y promover una formación especializada.”.

En respuesta a lo anterior, la Dirección de Planificación procede a detallar lo siguiente:

El informe de Evaluación a las Políticas Institucionales del Poder Judicial 2024, tiene corte al 31 de enero de 2025.

La Política Institucional denominada “Política del Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”, logró un cumplimiento del 100% al finalizar el periodo. 

Una vez analizado el cumplimiento y los indicadores de efecto de la “Política del Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica”, se genera la recomendación “14.2  A la instancia rectora Comisión de Acceso de Justicia y Subcomisión de Penal Juvenil deberán verificar la línea base de los indicadores “Cantidad de capacitaciones coordinadas desde la Comisión de Acceso y Subproceso de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana (curso virtual nuevo” y “Cantidad de capacitaciones, conversatorios, actividades conmemorativas coordinadas por la Subcomisión Penal Juvenil” y realizar un análisis histórico para revisar el comportamiento del indicador, así como proponer ajustes cuando correspondan.”, el cual se le dará seguimiento a estas acciones por parte del Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación en el informe de Evaluación anual a las Políticas Institucionales del Poder Judicial 2025.


Corte Plena en sesión 27-2025, celebrada el 02 de junio de 2025, se acordó que la Subcomisión Penal Juvenil pasó a ostentar el rango de Comisión Jurisdiccional, la cual se denomina actualmente Comisión de la Jurisdicción Penal Juvenil; por lo anterior, y para efectos del informe de Evaluación a las Políticas Institucionales 2024 (1081-PLA-EV-2025), se indica que no se modifica el contenido existente, ya que, el cambio del rango de Comisión Jurisdiccional se aprobó en el mes de junio del 2025.

Finalmente es importante indicar que se toma nota de lo acordado para Corte Plena en sesión 27-2025, celebrada el 02 de junio de 2025, correspondiente al rango de la Comisión Jurisdiccional en este informe de Seguimiento a las Políticas Institucionales 2025.

[bookmark: _Toc216358218]Hallazgos y acciones de mejora al seguimiento de las Políticas Institucionales del Poder Judicial 2025.

Del seguimiento realizado a las Políticas Institucionales del 2025, se determinó que la Política para la Simplificación y Celeridad de Trámites Judiciales y la Política Integral de Comunicación del Poder Judicial se le incorporó el plan de acción en el mes de julio; sin embargo, si van a estar contempladas en el informe de evaluación a las políticas institucionales 2025; por lo anterior, se le insta a las Instancias Rectoras coordinar con los responsables operativos la ejecución de las metas operativas propuestas en el plan de acción, con el fin de asegurarse el cumplimiento de las metas y con ello, su contribución al cumplimiento de las políticas institucionales al finalizar el 2025.

De la Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa en Costa Rica se determinó que la, Oficina Rectora de Justicia Restaurativa, tiene metas operativas con un rango inferior al 26% en estado “Atención/Alerta” al 30 de junio del 2025.

De la Política Institucional para el Acceso a la Justicia por parte de la Población Migrante y Refugiada, se determinó que la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia y la Contraloría de Servicios (Sede Central) tiene metas operativas con un rango inferior al 26% en estado “Atención /Alerta” al 30 de junio del 2025.

La Política de Igualdad de Género del Poder Judicial presentó al Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia y a la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones con metas operativas con un rango inferior al 26% en estado “Atención/Alerta” al 30 de junio del 2025.




De la Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial, se determinó que Jefatura Defensa Pública, Fiscalía General, Consejo Superior y la Dirección Ejecutiva presentan metas operativas con un rango inferior al 26% en estado “Atención/Alerta” al 30 de junio del 2025.

La Política de Justicia Abierta para el Poder Judicial de Costa Rica presentó la Jefatura Defensa Pública, Consejo Superior y Dirección Ejecutiva con metas operativas con un rango inferior al 26% en estado “Atención/Alerta” al 30 de junio del 2025.

La Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial presentó a la Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones y Secretaría Técnica de Ética y Valores con metas operativas con un rango inferior al 26% en estado “Atención/Alerta” al 30 de junio del 2025.

Con respecto a la Política Institucional para el Acceso a la Justicia por parte de la Justicia de Personas Afrodescendientes se tiene como hallazgo que la estructura de funcionamiento de la política cambió mediante acuerdo de Corte Plena, en sesión 27-2025, celebrada el 2 de junio del 2025, artículo II, en donde se disponen eliminar las Subcomisiones existentes y disponer que todas las que tienen que ver con el tema de acceso a la justicia pasan a ser atendidas por la Comisión de Acceso a la Justicia; se considera una acción de mejora, analizar los indicadores de efecto que mantiene la política para ver si se mantienen para el segundo semestre del 2025 y de no mantenerse deberán de construir indicadores de efecto nuevos los cuáles serán analizados en el informe de evaluación a las Políticas Institucionales 2025.

La Política del Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica tiene como hallazgo que la estructura de funcionamiento de la política cambió mediante acuerdo de Corte Plena, en sesión 27-2025, celebrada el 2 de junio del 2025, artículo II, en donde se disponen eliminar las Subcomisiones existentes y disponer que todas las que tienen que ver con el tema de acceso a la justicia pasan a ser atendidas por la Comisión de Penal Juvenil del Ámbito Jurisdiccional; se considera una acción de mejora, analizar los indicadores de efecto que mantiene la política para ver si se mantienen para el segundo semestre del 2025 y de no mantenerse deberán de construir indicadores de efecto nuevos los cuáles serán analizados en el informe de evaluación a las Políticas Institucionales 2025.

Con respecto a la Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial se tiene como hallazgo que la estructura de funcionamiento de la política cambió mediante acuerdo de Corte Plena, en sesión 27-2025, celebrada el 2 de junio del 2025, artículo II, en donde se disponen eliminar las Subcomisiones existentes y disponer que todas las que tienen que ver con el tema de acceso a la justicia pasan a ser atendidas por la Comisión de Acceso a la Justicia; se considera una acción de mejora, analizar los indicadores de efecto que mantiene la política para ver si se mantienen para el segundo semestre del 2025 y de no mantenerse deberán de construir indicadores de efecto nuevos los cuáles serán analizados en el informe de evaluación a las Políticas Institucionales 2025.

Con respecto a la Política para Garantizar el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor se tiene como hallazgo que la estructura de funcionamiento de la política cambió mediante acuerdo de Corte Plena, en sesión 27-2025, celebrada el 2 de junio del 2025, artículo II, en donde se disponen eliminar las Subcomisiones existentes y disponer que todas las que tienen que ver con el tema de acceso a la justicia pasan a ser atendidas por la Comisión de Acceso a la Justicia; se considera una acción de mejora, analizar los indicadores de efecto que mantiene la política para ver si se mantienen para el segundo semestre del 2025 y de no mantenerse deberán de construir indicadores de efecto nuevos los cuáles serán analizados en el informe de evaluación a las Políticas Institucionales 2025.

Con respecto a la Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Niños, Niñas y Adolescentes se tiene como hallazgo que la estructura de funcionamiento de la política cambió mediante acuerdo de Corte Plena, en sesión 27-2025, celebrada el 2 de junio del 2025, artículo II, en donde se disponen eliminar las Subcomisiones existentes y disponer que todas las que tienen que ver con el tema de acceso a la justicia pasan a ser atendidas por la Comisión de Acceso a la Justicia; se considera una acción de mejora, analizar los indicadores de efecto que mantiene la política para ver si se mantienen para el segundo semestre del 2025 y de no mantenerse deberán de construir indicadores de efecto nuevos los cuáles serán analizados en el informe de evaluación a las Políticas Institucionales 2025.

Del análisis a los indicadores de efecto de la Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial se obtiene como acción de mejora, prestar atención al indicador “Cantidad de quejas que ingresan por atención inadecuada en perjuicio de las personas con discapacidad” ya que al finalizar el primer semestre se tiene un 95% del valor esperado y si al finalizar el año sobrepasa el 100% no se lograría la disminución esperada. 

Del análisis a los indicadores de efecto de la Política Axiológica del Poder Judicial se obtiene como acción de mejora, prestar atención al indicador “Cantidad de causas de Incumplimiento de Deberes” ya que al finalizar el primer semestre se tiene un 72% del valor esperado y si al finalizar el año sobrepasa el 100% no se lograría la disminución esperada y al indicador “Cantidad de causas de la Inspección Judicial por Corrupción/Conducta irregular” ya que al finalizar el primer semestre se tiene un 98% del valor esperado y si al finalizar el año sobrepasa el 100% no se lograría la disminución esperada.

Del análisis a los Indicadores de efecto de la Política Institucional contra el Hostigamiento Sexual, se considera como acción de mejora, verificar la línea base y el valor esperado de la meta y adecuarlo a las realidades del indicador, según se observa están en capacidad de realizar más actividades de lo que fue planeado, dado que al primer semestre ya se logró cumplir con el 100% de dicha meta “Que al finalizar el año se haya incrementado en un 2% la cantidad de personas participantes en las charlas respecto al año anterior”.

Durante el proceso de implementación y puesta en producción del nuevo Sistema de Gestión Estratégica (SGE), se identificó que no se ha logrado avanzar en temas de desarrollo y sostenibilidad que se encuentran pendientes de realizar como por ejemplo el tema de los reportes preliminares para los perfiles de Administrador y Encargado de Oficina, esto debido a la suspensión de los permisos con goce de salario en el segundo semestre de 2024; sin embargo,  la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones y la Dirección de Planificación, han asumido el desarrollo y mantenimiento del sistema con recursos ordinarios , sin contar con apoyo extraordinario.
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Con el fin de que se manifestaran al respecto, mediante oficio inicial 1353-PLA-EV-2025 fue puesto en conocimiento a las Instancias Rectoras de cada política, Comisión de Acceso a la Justicia, Comisión de la Jurisdicción Penal Juvenil,  Secretaría Técnica de Género y Acceso a la Justicia, Comisión Hostigamiento Sexual, Comisión de Género, Oficina de Justicia Restaurativa y Alternativa, Secretaría Técnica de Ética y Valores, Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia, Programa Hacia Cero Papel, Oficina de Cumplimiento,  Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, Unidad de Acceso a la Justicia, Dirección Ejecutiva, Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones, Defensa Pública, Contraloría de Servicios del Poder Judicial, Unidad de Acceso a la Justicia, Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia y Subproceso Planificación Estratégica.

Al respecto se recibió una observación en la cual se indicó no tener comentarios al informe:
Oficio 3362-DE-2025 del 20 de noviembre del 2025 de doña Maribel Araya Valverde, Jefa de la Sección de Análisis y Ejecución.


Como respuesta se recibió el oficio CSJ-838-2025 del 21 de noviembre del 2025 de don Erick Alfaro Romero, Contralor de Servicios a.í., se detalla las observaciones indicadas:

	Observaciones
	Criterio de la Dirección de Planificación

	Considera esta Contraloría de Servicios que, si bien comprende que este informe no se realiza de forma más oportuna por las razones ampliamente expuestas en el mismo, lo cierto es que para el momento en que se emite, esta recomendación carece de interés actual. Estimamos que, para el caso particular, resulta innecesario que el Consejo Superior apruebe la recomendación, puesto que las metas a las que hace referencia se encuentran finalizadas en un 100%, información que puede ser verificada en el Sistema de Gestión Estratégica del Poder Judicial (SGE-PJ).
	De acuerdo con esta observación y se aclara que Corte Plena en sesión 02-2020, celebrada el 13 de enero de 2020, artículo XXXII, donde se conoció el informe 1995-PLA-PE-2019, relacionado con la propuesta para implementar la metodología para la confección y aprobación de Políticas Institucionales y en el cual se dispuso:

“1.) Aprobar el “Modelo de Gestión (formulación, implementación, seguimiento y evaluación) de Políticas Institucionales” en los términos señalados en el apartado III del citado informe y con las observaciones señaladas por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de ese despacho.

2.) Aprobar el “Proceso de Gestión Estratégica de Políticas Institucionales (Alineación Estratégica)”, contenido en el apartado IV de este informe, que incluye la elaboración de un informe semestral de seguimiento y evaluación de los resultados obtenidos de la gestión de las políticas institucionales, a cargo del Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación, con el fin de que sea conocido por esta Corte para la toma de decisiones correspondiente.”.

El objetivo del informe es analizar las acciones realizadas durante el primer semestre del 2025, por cada Política Institucional que tiene vinculada metas estratégicas y metas operativas, lo cual permite conocer el porcentaje de avance y así tomar las acciones necesarias, para su cumplimiento al finalizar el 2025; mediante el marco estratégico y operativo, mediante los indicadores de efectos diseñados por cada Instancia Rectora para tal efecto.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe, dado que la recomendación obedece a un acuerdo firme de Corte Plena.

	De igual forma que en el punto anterior (9.2.), se estima innecesaria la recomendación a la Instancia Rectora de la Política (CONAMAJ) puesto que ya que las metas a las que se hace referencia se encuentran finalizadas en un 100%, información que puede ser verificada en el Sistema de Gestión Estratégica del Poder Judicial (SGE-PJ). Esto fue debidamente comunicado a esa instancia en fecha 17 de octubre de 2025.
	Se toma nota de lo indicado y se clara que el seguimiento a las Políticas Institucionales del Poder Judicial analizó las acciones realizadas durante el primer semestre del 2025, por cada Política Institucional que tiene vinculada metas estratégicas y metas operativas; así mismo, se clasifico el cumplimiento de cada meta operativa según la base en los lineamientos técnicos sobre el presupuesto de la República, Ministerio de Hacienda.

	Detalle de color
	Estado
	Rango del parámetro

	Rojo 
	Atención/Alerta
	0%-25,99%

	Amarillo 
	En proceso
	26,00-74,99%

	Verde 
	Óptimo /Completado
	75,00-100%



Por lo anterior no modifica el contenido del informe, dado que las metas operativas fueron completadas en el mes de octubre y el seguimiento a las Políticas tiene un corte al 30 de junio del 2025. Lo indicado será considerado en el informe de evaluación del 2025 que se confeccionará el próximo año.



	En conclusión, consideramos que, aunque resulta valiosa la evaluación, las recomendaciones expuestas carecen de interés actual, por lo tanto, solicitamos respetuosamente valorar su emisión y solicitud de aprobación, esto para no generar acciones innecesarias.
	En respuesta a la observación indicada se le recuerda que Corte Plena en sesión 02-2020, celebrada el 13 de enero de 2020, artículo XXXII, donde se conoció el informe 1995-PLA-PE-2019, relacionado con la propuesta para implementar la metodología para la confección y aprobación de Políticas Institucionales y en el cual se dispuso:

“1.) Aprobar el “Modelo de Gestión (formulación, implementación, seguimiento y evaluación) de Políticas Institucionales” en los términos señalados en el apartado III del citado informe y con las observaciones señaladas por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de ese despacho.

2.) Aprobar el “Proceso de Gestión Estratégica de Políticas Institucionales (Alineación Estratégica)”, contenido en el apartado IV de este informe, que incluye la elaboración de un informe semestral de seguimiento y evaluación de los resultados obtenidos de la gestión de las políticas institucionales, a cargo del Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación, con el fin de que sea conocido por esta Corte para la toma de decisiones correspondiente.”.

Por lo anterior el Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación tiene que realizar un seguimiento con corte al 30 de junio de cada año, lo cual permite conocer el porcentaje de avance y así tomar las acciones necesarias, para su cumplimiento al finalizar el 2025.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe, dado que la recomendación obedece a un acuerdo firme de Corte Plena.





Como respuesta se recibió el oficio 113-OC-2025 del 25 de noviembre del 2025 de doña Fabiola Quesada Jiménez, Jefa de la Oficina de Cumplimiento, se detalla las observaciones indicadas:

	Observaciones
	Criterio de la Dirección de Planificación

	En atención al informe 1353-PLA-EV-2025 sobre el informe de seguimiento a las Políticas Institucionales del Poder Judicial del 2025, el cual entre otros puntos indica un porcentaje de avance de la Política de Integridad y Anticorrupción del 31,48% al 30 de junio de 2025, me permito indicar lo siguiente: 

La Oficina de Cumplimiento como oficina rectora de la Política de Integridad y Anticorrupción y de apoyo a la Comisión de Transparencia, mediante correo del 27 de junio de 2025 remitió a las oficinas responsables operativas, la solicitud de realizar los registros del seguimiento y avance del PAO a las metas estratégicas en el sistema PEI. En virtud de lo anterior, para este 25 de noviembre el avance de la Política es de 61,3%, de igual forma se está dando seguimiento a las oficinas que todavía presentan un porcentaje de avance bajo para que registren la información en el sistema PEI. 

En estos días se remite un correo recordatorio para todas las oficinas con objetivos y metas operativas asociados a la Política de Integridad y Anticorrupción.
	Se toma nota de lo indicado en cuanto al seguimiento que realiza la Instancia Rectora de la política a los responsables operativos; por lo cual se observa como avanzó de un 31,38 al 61,3%.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.



Como respuesta se recibió el oficio JEFDP-367-2025 del 26 de noviembre del 2025 del Máster Juan Carlos Pérez Murillo, Director de la Defensa Pública, se detalla la observación indicada:

	Observaciones
	Criterio de la Dirección de Planificación

	Por medio de la presente, reciba un cordial saludo.  En atención al correo de fecha 19 de los corrientes, en el que es puesto en conocimiento de la Defensa Pública el oficio número 1353-PLA-EV-2025, de fecha 18 de noviembre del presente año, en el cual se remite el informe suscrito por la Inga. Elena Gabriela Picado González, Jefa del Subproceso de Evaluación, relacionado con la propuesta para implementar la metodología para la confección y aprobación de Políticas Institucionales.
	Sobre el particular, desde la Defensa Pública se observa que la información que se utilizó para la realización del seguimiento utiliza un “corte” al 30 de junio.  Este dato es importante de valorar dado que, a la fecha, las metas operativas que posee este órgano auxiliar de justicia relacionadas con la Política de Participación Ciudadana y la Política de Justicia Abierta para el Poder Judicial se encuentran cumplidas, según la evidencia adjunta.  Al respecto y conforme figura en el sistema informático respectivo.
	De acuerdo con esta observación se toma nota de lo indicado y se aclara que Corte Plena en sesión 02-2020, celebrada el 13 de enero de 2020, artículo XXXII, donde se conoció el informe 1995-PLA-PE-2019, relacionado con la propuesta para implementar la metodología para la confección y aprobación de Políticas Institucionales y en el cual se dispuso:

“1.) Aprobar el “Modelo de Gestión (formulación, implementación, seguimiento y evaluación) de Políticas Institucionales” en los términos señalados en el apartado III del citado informe y con las observaciones señaladas por la licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora de ese despacho.

2.) Aprobar el “Proceso de Gestión Estratégica de Políticas Institucionales (Alineación Estratégica)”, contenido en el apartado IV de este informe, que incluye la elaboración de un informe semestral de seguimiento y evaluación de los resultados obtenidos de la gestión de las políticas institucionales, a cargo del Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación, con el fin de que sea conocido por esta Corte para la toma de decisiones correspondiente.”.

El objetivo del informe es analizar las acciones realizadas durante el primer semestre del 2025, por cada Política Institucional que tiene vinculada metas estratégicas y metas operativas, lo cual permite conocer el porcentaje de avance y así tomar las acciones necesarias, para su cumplimiento al finalizar el 2025,  mediante los indicadores de efectos diseñados por cada Instancia Rectora para tal efecto.

Adicionalmente, se agradece el esfuerzo realizado para completar al 100% las metas operativas vinculadas a las Políticas Institucionales del Poder Judicial.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe, dado que la recomendación obedece a un acuerdo firme de Corte Plena.






Como respuesta se recibió el oficio 330-ORJR-2025 del 27 de noviembre del 2025 de don Gerardo Rubén Alfaro Vargas, Magistrado de la Sala Tercera de Casación Penal, se detalla la observación indicada:

	Observaciones
	Criterio de la Dirección de Planificación

	Desde la oficina Rectora de Justicia Restaurativa en fecha 24 de noviembre de 2025, se ha enviado un correo con carácter de urgencia al Departamento de Trabajo Social y Psicología, a fin de que actualicen el avance de la meta que actualmente tienen en condición de alerta.
Adicionalmente también se ha remitido un correo electrónico a modo de recordatorio, para las demás oficinas que también tienen compromisos de metas operativas, actualicen el registro de avances realizado al mes de junio de 2025.
	De acuerdo con esta observación se toma nota de lo citado y se le agradece el seguimiento que realiza la Instancia Rectora de la política a los responsables operativos para lograr cumplir al 100% las metas operativas adscritas en el Plan de Acción 2025.

Lo anterior, no modifica el contenido del informe.

	Es importante aclarar, que muchas de las metas operativas cumplen su total de avance al finalizar el año. Actualmente de las 38 metas operativas que se registran, se tienen 13 en proceso las cuales se indican en el cuadro Anexo 1. 
	Se toma nota de lo indicado y se le comenta que el objetivo del informe de seguimiento es analizar las acciones realizadas durante el primer semestre del 2025, por cada Política Institucional que tiene vinculada metas estratégicas y metas operativas, lo cual permite conocer el porcentaje de avance y así tomar las acciones necesarias, para su cumplimiento al finalizar el 2025, en el marco estratégico y operativo, mediante los indicadores de efectos diseñados por cada Instancia Rectora para tal efecto.
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El alcance del seguimiento de Políticas Institucionales del primer semestre del 2025 está basado en el análisis de 13 Políticas Institucionales, las cuales están conformadas por 53 metas estratégicas y 357 metas operativas, utilizando como insumo la información reportada y registrada en el Sistema de Gestión Estratégica del Poder Judicial (SGE-PJ), además, se consideró los resultados de 33 indicadores de efectos de las 13 políticas institucionales.

La Política para la Simplificación y Celeridad de Trámites Judiciales y la Política de Comunicación Integral del Poder Judicial, no fueron contempladas en este seguimiento debido a que los planes de acción se incorporaron en el mes de julio; sin embargo, si van a estar contempladas en el informe de evaluación a las políticas institucionales 2025, programado a realizarse en el primer semestre del 2026. 

Como resultado se tiene que el avance de cumplimiento de las Políticas Institucionales con corte al 30 de junio de 2025 es de un 55,74% contra un 44,26% que continuaba pendiente o en proceso de ser cumplido o ejecutado. Para ser un porcentaje que equivale a todas las labores actuadas al mes de junio podría constituirse como un valor aceptable, esto demuestra una mayor aceptación y adecuación al sistema y la cultura de planificar las metas y actividades, lo que refleja un esfuerzo importante de las oficinas en realizar avances de manera oportuna.

Con respecto al avance del cumplimiento de las Políticas Institucionales, se tiene que el 100% de las políticas institucionales se localizan con porcentajes de avances de cumplimiento del 26% al 74,99%, lo que refleja el grado de cumplimiento está en proceso.

La Política Institucional para el Acceso de la Justicia de Personas Afrodescendientes, obtuvo un alcance del 70,56% al finalizar el primer semestre del 2025, compuesta por una meta estratégica y 18 metas operativas, localizando 8 metas operativas (44%) en estado Óptimo/Completado y 10 metas (56%) en estado En Proceso.

La Política del derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica obtuvo un alcance del 70% al finalizar el primer semestre del 2025, compuesta por una meta estratégica y 16 metas operativas localizando 7 metas (44%) estado Óptimo/Completado y 9 metas operativas en estado En Proceso.

La Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad en el Poder Judicial, obtuvo un alcance del 68,82% al finalizar el primer semestre del 2025, compuesta por una meta estratégica y 17 metas operativas; localizando 7 metas operativas (41%) en estado Óptimo/Completado y 10 metas operativas (59%) en estado En Proceso.

La Política para Garantizar el Adecuado Acceso a la Justicia de la Población Adulta Mayor, obtuvo un alcance del 66,47% al finalizar el primer semestre del 2025, compuesta por una meta estratégica y 18 metas operativas, localizando 6 metas operativas (35%) en estado Óptimo/Completado y 11 metas operativas (65%) en estado En Proceso.

La Política Institucional para el Acceso a la Justicia de Niños, Niñas y Adolescentes, obtuvo un cumplimiento del 65,63% al finalizar el primer semestre del 2025, compuesta por una meta estratégica y 16 metas operativas; localizando seis metas operativas (37%) en estado Óptimo/Completado y 10 metas operativas (63%) en estado En Proceso.

 La Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa en Costa Rica, obtuvo un cumplimiento del 54,88% al finalizar el primer semestre del 2025, compuesta por una meta estratégica y 38 metas operativas; localizando 14 metas operativas (37%) en estado Óptimo/Completado, 14 metas operativas (37%) en estado En Proceso y 10 metas operativas (26%) en estado Atención/Alerta.

 La Política Institucional contra el Hostigamiento Sexual, obtuvo un cumplimiento del 53,33% al finalizarlos el primer semestre del 2025, compuesta por una meta estratégica y 3 metas operativas, localizando una meta operativa (33,33%) en estado Completado/Óptimo, una meta operativa (33,34%) en estado En Proceso y una meta operativa (33,33%) en estado Atención/Alerta.

 La Política Institucional para el Acceso a la Justicia por parte de la Población Migrante y Refugiada, obtuvo un avance de cumplimiento del 50,68% al finalizar el primer semestre del 2025, compuesta por una meta estratégica y 41 metas operativas, localizando 17 metas operativas (41%) en estado Óptimo/Completado, 15 metas operativas (37%) en estado En Proceso y 9 metas (22%) en estado Atención/Alerta.

 La Política de Igualdad de Género del Poder Judicial, obtuvo un avance de cumplimiento del 49,61% al finalizar el primer semestre del 2025, compuesta por 18 metas estratégicas y 84 metas operativas, localizando 43 metas operativas (51%) se encuentran en estado En Proceso, 23 metas operativas en estado Óptimo/Completado y 18 metas operativas en estado Atención/Alerta.

 La Política Axiológica del Poder Judicial, obtuvo un avance de cumplimiento del 49,21% al finalizar el primer semestre del 2025, compuesta por 18 metas estratégicas y 38 metas operativas, localizando 17 metas operativas (44%) se encuentran en un estado En Proceso, 16 metas operativas (42%) se localizan en estado Óptimo/Completado y 5 metas operativas (14%) en estado Atención/Alerta.

 La Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial, obtuvo un 47% al finalizar el primer semestre del 2025, compuesta por 4 metas estratégicas y 23 metas operativas, localizando 9 metas operativas (39%) en estado En Proceso, 8 metas operativas (35%) en estado Atención/Alerta y 6 metas operativas (26%) en estado Óptimo/Completado. 

 La Política de Justicia Abierta para el Poder Judicial de Costa Rica, obtuvo un avance de cumplimiento del 47% al finalizar el primer semestre del 2025, compuesta por 4 metas estratégicas y 23 metas operativas localizando 9 metas operativas (39%) en estado En Proceso, 8 metas operativas (32%) en estado Atención/Alerta y 6 metas operativas (26%) en estado Óptimo/Completado.

 La Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial de Costa Rica, obtuvo un avance de cumplimiento del 31,48% al finalizar el primer semestre del 2025, compuesta por una meta estratégica y 23 metas operativas localizando 12 metas operativas (52%) en estado “Atención/Alerta, 7 metas operativas (30%) en estado En Proceso y 4 metas operativas en estado Óptimo/Completado.

 Se identifica que, al primer semestre del 2025, al corte del 30 de junio, solamente 9 oficinas mantienen metas operativas por debajo del 26%, sin su respectiva justificación, lo que permite concluir que aún se requieren mayores acciones para el cumplimiento y registro de dichas metas. 

Por lo anterior se enlistan las oficinas con oportunidades de mejora a revisar:

	POLÍTICA VINCULADA
	OFICINAS CON METAS OPERATIVAS CON PORCENTAJE INFERIOR AL 26%

	Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa en Costa Rica.
	Oficina Rectora de Justicia Restaurativa

	Política Institucional para el Acceso a la Justicia por parte de la Población Migrante y Refugiada
	Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia

	
	Contraloria de Servicios (Sede Central)

	Política de Igualdad de Género del Poder Judicial
	Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia

	
	Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones

	Política de Participación Ciudadana del Poder Judicial
	Jefatura Defensa Pública

	
	Consejo Superior

	
	Dirección Ejecutiva

	Política de Justicia Abierta para el Poder Judicial de Costa Rica
	Jefatura Defensa Pública

	
	Consejo Superior

	
	Dirección Ejecutiva

	Política de Integridad y Anticorrupción del Poder Judicial de Costa Rica
	Dirección de Tecnología de Información y Comunicaciones

	
	Secretaria Técnica de Ética y Valores


Fuente: Sistema de Gestión Estratégica del Poder Judicial al 30 de junio 2025.

Del seguimiento de las Políticas Institucionales 2025 se consideró los resultados de 33 indicadores de resultados de efectos de las 13 Políticas Institucionales, en donde solamente se generaron acciones de mejora a 3 indicadores correspondientes a la Política de Igualdad para las Personas con Discapacidad, Política Axiológica del Poder Judicial y Política Institucional contra el Hostigamiento Sexual.

 Los sistemas  (PEI y PAO) presentaron una infraestructura tecnológica obsoleta, según criterio tecnológico emitido por la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones, lo cual motivó el desarrollo el nuevo Sistema de Gestión Estratégico del Poder Judicial (SGE-PJ); por lo anterior, el nuevo sistema (SGE-PJ) fue puesto en producción en abril del 2025 con funcionalidades limitadas, específicamente las pantallas de Catálogos Operativos, Formulación Operativa y Avances; por lo cual, no se logró incluir todas las funcionalidades previstas, esto debido a la suspensión de los permisos con goce de salario en el segundo semestre de 2025; sin embargo,  la Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones y la Dirección de Planificación, han asumido el desarrollo y mantenimiento del sistema con recursos ordinarios , sin contar con apoyo extraordinario. 

 Producto del seguimiento a las Políticas Institucionales 2025, se detectan 16 hallazgos y acciones de mejoras, según se enlista en el apartado 7 del presente informe, a las cuales les dará seguimiento en la evaluación de las Políticas Institucionales 2025, con corte al 31 de diciembre del 2025. 
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Al Consejo Superior

Aprobar el presente informe y sus recomendaciones, correspondiente al seguimiento a las Políticas Instituciones del Poder Judicial 2025.

Hacer un atento recordatorio a las oficinas detalladas en el apartado 7 denominado “Hallazgos y acciones de mejora al seguimiento de las Políticas Institucionales del Poder Judicial 2025”, para que implementen acciones que les permitan que, al finalizar el año, se alcance un cumplimiento mínimo del 90% de las metas operativas a su cargo, vinculadas a las Políticas Institucionales, así como también se implementen acciones para el cumplimiento de los indicadores de efecto, aspectos que serán analizados y revisados con corte al 31 de diciembre del 2025 por parte del Subproceso de Evaluación de la Dirección de Planificación. 

A las Instancias Rectoras de Políticas Institucionales 

Se le recuerda a las Instancias Rectoras la importancia de coordinar con los responsables operativos la ejecución de las metas operativas propuestas, con el fin de asegurarse el cumplimiento de tales metas y con ello, su contribución al cumplimiento de las políticas institucionales. 

Dar seguimiento a los responsables operativos que registraron avances inferiores al 26% según se indica en el apartado 7 del presente informe denominado “Hallazgos y acciones de mejora al seguimiento de las Políticas Institucionales del Poder Judicial 2025”, con el fin de cumplir con la actualización del PAO para el periodo 2025. El incumplimiento se debe a que la meta operativa vinculada a la meta estratégica no alcanzó el cumplimiento esperado y por ende afectó el seguimiento de las Políticas Institucionales para el 2025. 




Dar seguimiento a los resultados de los indicadores de efecto sea que alcanzaron un cumplimiento de la meta esperada por año en tan solo los primeros seis meses del año.

Brindar un apoyo y acompañamiento a los responsables operativos que tiene metas operativas vinculadas a las Políticas Institucionales del Poder Judicial los integran. El seguimiento efectivo de la ejecución de las actividades programadas en la forma y plazo establecido, garantizando el avance de las metas y la efectiva distribución a lo largo del año.

A las oficinas y despachos judiciales

Registrar avances a las metas de los Planes Anuales Operativos de manera mensual, debido a la importancia que revisten esas metas al contribuir de manera directa con el cumplimiento de las Políticas Institucionales.

Reiterar a las jefaturas de oficinas y despachos judiciales que son las personas responsables de garantizar el cumplimiento de las metas operativas, lo cual contribuirá al logro de los objetivos propuestos en las Políticas Institucionales del 2025.  

Al Subproceso de Planificación Estratégica de la Dirección de Planificación

 Continuar con los esfuerzos para que como parte de la formulación y dirección funcional que se realiza a las Instancias Rectoras de las Políticas, tanto vigentes como en construcción, se logren incorporar desde su implementación, indicadores de resultados que permitan realizar una evaluación de los efectos o impacto en el quehacer institucional, conforme lo establecido en la normativa aplicable, en la Metodología de Evaluación de Resultados y en el Modelo de Gestión de Políticas Institucionales del Poder Judicial. 


Atentamente, 



Inga. Elena Gabriela Picado González, Jefa a.i.
Subproceso de Evaluación 
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		COD_TEMA_EST		TEMA_EST		COD_ACC_EST		ACC_EST		COD_IND_EST		IND_EST		COD_MET_EST		META_EST		COD_OBJ_OPE		OBJ_OPE		COD_MET_OPE				COD_OFICINA		OFICINA		ASOCIADO_ESTRATEGICO		TRIMESTRE_1		TRIMESTRE_2		TRIMESTRE_3		TRIMESTRE_4		ACTUAL

		TME-2		Gestión del Talento Humano( 2025-2030)		ACC-7.1.1		CAPACITACIÓN: Implementar estrategias de capacitación y formación para mejorar las habilidades y conocimientos del personal en el desempeño de sus funciones, acorde a las necesidades, valores y ejes transversales institucionales		IDE-7.1.1.10		% y tipo de estrategias de capacitación aplicadas 
		MTE-7.1.1.10.1		OE.1.1.10.1 - Que al finalizar el 2030 se haya cumplido las estrategias de capacitación diseñada para el Ministerio Público en busca de una mejora integral de la gestión y funciones del ente fiscal y del servicio público de justicia.		OBO-38526		Incorporar en el Plan Anual de Capacitación acciones de formación en el tema de educación moral con el fin de mejorar las competencias blandas del personal del Ministerio Público.		MTO-38526.1				716		UNIDAD DE CAPACITACION Y SUPERVISION (MINISTERIO PUBLICO)		SI		0		50.00		-		-		50

		TME-2		Gestión del Talento Humano( 2025-2030)		ACC-7.1.1		CAPACITACIÓN: Implementar estrategias de capacitación y formación para mejorar las habilidades y conocimientos del personal en el desempeño de sus funciones, acorde a las necesidades, valores y ejes transversales institucionales		IDE-7.1.1.10		% y tipo de estrategias de capacitación aplicadas 
		MTE-7.1.1.10.1		OE.1.1.10.1 - Que al finalizar el 2030 se haya cumplido las estrategias de capacitación diseñada para el Ministerio Público en busca de una mejora integral de la gestión y funciones del ente fiscal y del servicio público de justicia.		OBO-38504		Implementar los criterios establecidos en el manual de incorporación de indicadores sobre educación moral, mediante el desarrollo del Plan de Acción establecido, para el cumplimiento de la Política Axiológica.		MTO-38504.2				716		UNIDAD DE CAPACITACION Y SUPERVISION (MINISTERIO PUBLICO)		SI		0		100.00		-		-		100

		TME-2		Gestión del Talento Humano( 2025-2030)		ACC-7.1.1		CAPACITACIÓN: Implementar estrategias de capacitación y formación para mejorar las habilidades y conocimientos del personal en el desempeño de sus funciones, acorde a las necesidades, valores y ejes transversales institucionales		IDE-7.1.1.10		% y tipo de estrategias de capacitación aplicadas 
		MTE-7.1.1.10.1		OE.1.1.10.1 - Que al finalizar el 2030 se haya cumplido las estrategias de capacitación diseñada para el Ministerio Público en busca de una mejora integral de la gestión y funciones del ente fiscal y del servicio público de justicia.		OBO-38504		Implementar los criterios establecidos en el manual de incorporación de indicadores sobre educación moral, mediante el desarrollo del Plan de Acción establecido, para el cumplimiento de la Política Axiológica.		MTO-38504.1				716		UNIDAD DE CAPACITACION Y SUPERVISION (MINISTERIO PUBLICO)		SI		0		26.67		-		-		26.67

		TME-5		Planificación Institucional ( 2025-2030)		ACC-10.1.3		MODELO DE GESTIÓN ESTRATÉGICA INSTITUCIONAL: Gestionar el proceso de toma de decisiones conforme al contenido del plan estratégico con el fin de administrar los recursos presupuestarios en función de las prioridades institucionales, así como integrar elementos de control interno y riesgos, ejecución presupuestaria y compras y los demás elementos asociados con la planificación e integración del accionar judicial, orientado hacia un modelo de gestión para resultados. 		IDE-10.1.3.5		% de implementación del modelo de gestión estratégica		MTE-10.1.3.5.1		OE.1.4.5.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado el Modelo de Gestión para la Planificación Estratégica, que integre el modelo de innovación, el portafolio de proyectos estratégicos, el modelo de gestión de políticas Institucionales, los planes anuales operativos, el presupuesto y el modelo de riesgos estratégicos.		OBO-37351		Fortalecer y consolidar la gestión estratégica institucional a través de la alineación y actualización de los Planes Anuales Operativos (PAOs) con el Plan Estratégico Institucional (PEI), asegurando la transparencia y eficiencia en la ejecución de las acciones planificadas y la comunicación efectiva de los avances a los órganos de gobierno. (Política Axiológica del Poder Judicial)		MTO-37351.1				1799		SUBPROCESO PLANIFICACION ESTRATEGICA		SI		0		75.00		-		-		75

		TME-1		Modernización e innovación de los servicios judiciales ( 2025-2030)		ACC-6.1.5		INNOVACIÓN Y OPTIMIZACIÓN DE SERVICIOS Y PROCESOS JUDICIALES: Implementar modelos estándares para la gestión judicial, técnica y administrativa, que agilicen optimicen y faciliten el trámite de los asuntos con el fin de mejorar el servicio de justicia brindado, mediante la aplicación de buenas prácticas de gestión que contribuyan con la eficiencia y eficacia institucional. 

		IDE-6.1.5.17		% de avance de la aplicación de la metodología de reestructuración Administrativa. 		MTE-6.1.5.17.1		OE.1.5.17.1 - Que al finalizar el 2030, se haya aplicado la metodología de reestructuración administrativa en las oficinas del ámbito administrativa que así se disponga por la Corte Plena y Consejo Superior.		OBO-38025		Determinar la necesidad de recurso humano de las oficinas y despachos judiciales que así lo requieran, dentro de los lineamientos definidos por las instancias decisoras. (Política Axiológica del Poder Judicial)		MTO-38025.1				111		SUBPROCESO ORGANIZACION INSTITUCIONAL		SI		0		100.00		-		-		100

		TME-1		Modernización e innovación de los servicios judiciales ( 2025-2030)		ACC-6.1.5		INNOVACIÓN Y OPTIMIZACIÓN DE SERVICIOS Y PROCESOS JUDICIALES: Implementar modelos estándares para la gestión judicial, técnica y administrativa, que agilicen optimicen y faciliten el trámite de los asuntos con el fin de mejorar el servicio de justicia brindado, mediante la aplicación de buenas prácticas de gestión que contribuyan con la eficiencia y eficacia institucional. 

		IDE-6.1.5.12		% de avance del proyecto sobre el modelo de mejora integral del proceso penal.		MTE-6.1.5.12.1		OE.1.5.12.1 - Que al finalizar el 2030 se haya concluido la implementación del modelo de tramitación en la jurisdicción penal, a fin de identificar e implementar propuestas de solución que permitan contrarrestar el rezago judicial, así como revisión y ajuste de los indicadores de gestión implementados.		OBO-38093		Implementar el proyecto sobre el modelo de mejora integral del proceso penal. (Política Axiológica del Poder Judicial)		MTO-38093.1				519		SUBPROCESO DE MODERNIZACION PENAL		SI		0		38.00		-		-		38

		TME-1		Modernización e innovación de los servicios judiciales ( 2025-2030)		ACC-6.1.5		INNOVACIÓN Y OPTIMIZACIÓN DE SERVICIOS Y PROCESOS JUDICIALES: Implementar modelos estándares para la gestión judicial, técnica y administrativa, que agilicen optimicen y faciliten el trámite de los asuntos con el fin de mejorar el servicio de justicia brindado, mediante la aplicación de buenas prácticas de gestión que contribuyan con la eficiencia y eficacia institucional. 

		IDE-6.1.5.15		% de avance del Modelo de Tramitación de la materia de Tránsito.		MTE-6.1.5.15.1		OE.1.5.15.1 - Que al finalizar el 2030 se haya implementado el modelo de tramitación en la jurisdicción tránsito, a fin de identificar e implementar propuestas de solución que permitan contrarrestar el rezago judicial, así como revisión y ajuste de los indicadores de gestión implementados.		OBO-38176		Implementar el Modelo de Tramitación de la materia de Tránsito. (Política Axiológica del Poder Judicial)		MTO-38176.1				519		SUBPROCESO DE MODERNIZACION PENAL		SI		0		21.25		-		-		21.25

		TME-1		Modernización e innovación de los servicios judiciales ( 2025-2030)		ACC-6.1.5		INNOVACIÓN Y OPTIMIZACIÓN DE SERVICIOS Y PROCESOS JUDICIALES: Implementar modelos estándares para la gestión judicial, técnica y administrativa, que agilicen optimicen y faciliten el trámite de los asuntos con el fin de mejorar el servicio de justicia brindado, mediante la aplicación de buenas prácticas de gestión que contribuyan con la eficiencia y eficacia institucional. 

		IDE-6.1.5.14		% de avance del Modelo de Tramitación de la materia Penal Juvenil.		MTE-6.1.5.14.1		OE.1.5.14.1 - Que al finalizar el 2030 se haya dado diseñado e implementado el modelo de tramitación en la jurisdicción penal juvenil, a fin de  identificar e implementar propuestas de solución que permitan contrarrestar el rezago judicial, así como revisión y ajuste de los indicadores de gestión implementados.		OBO-38117		Diseñar e implementar el Modelo de Tramitación de la materia Penal Juvenil. (Política Axiológica del Poder Judicial)		MTO-38117.1				519		SUBPROCESO DE MODERNIZACION PENAL		SI		0		50.00		-		-		50

		TME-5		Planificación Institucional ( 2025-2030)		ACC-10.1.3		MODELO DE GESTIÓN ESTRATÉGICA INSTITUCIONAL: Gestionar el proceso de toma de decisiones conforme al contenido del plan estratégico con el fin de administrar los recursos presupuestarios en función de las prioridades institucionales, así como integrar elementos de control interno y riesgos, ejecución presupuestaria y compras y los demás elementos asociados con la planificación e integración del accionar judicial, orientado hacia un modelo de gestión para resultados. 		IDE-10.1.3.5		% de implementación del modelo de gestión estratégica		MTE-10.1.3.5.1		OE.1.4.5.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado el Modelo de Gestión para la Planificación Estratégica, que integre el modelo de innovación, el portafolio de proyectos estratégicos, el modelo de gestión de políticas Institucionales, los planes anuales operativos, el presupuesto y el modelo de riesgos estratégicos.		OBO-36436		Evaluar los elementos el Modelo de Gestión Estratégica que contribuya a guiar la toma de decisiones (Politicas Institucionales, Plan Estrategico Institucional, Planes Anuales Operativos, Proyectos Estratégicos y  Ejecución Presupuestaria). (Política Axiológica del Poder Judicial)		MTO-36436.3				115		SUBPROCESO EVALUACION		SI		0		100.00		-		-		100

		TME-1		Modernización e innovación de los servicios judiciales ( 2025-2030)		ACC-6.1.5		INNOVACIÓN Y OPTIMIZACIÓN DE SERVICIOS Y PROCESOS JUDICIALES: Implementar modelos estándares para la gestión judicial, técnica y administrativa, que agilicen optimicen y faciliten el trámite de los asuntos con el fin de mejorar el servicio de justicia brindado, mediante la aplicación de buenas prácticas de gestión que contribuyan con la eficiencia y eficacia institucional. 

		IDE-6.1.5.12		% de avance del proyecto sobre el modelo de mejora integral del proceso penal.		MTE-6.1.5.12.1		OE.1.5.12.1 - Que al finalizar el 2030 se haya concluido la implementación del modelo de tramitación en la jurisdicción penal, a fin de identificar e implementar propuestas de solución que permitan contrarrestar el rezago judicial, así como revisión y ajuste de los indicadores de gestión implementados.		OBO-38093		Implementar el proyecto sobre el modelo de mejora integral del proceso penal. (Política Axiológica del Poder Judicial)		MTO-38093.3				519		SUBPROCESO DE MODERNIZACION PENAL		SI		0		43.00		-		-		43

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.2		TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS:Fortalecer la implementación de los mecanismos para la comunicación, proyección, rendición de cuentas y transparencia institucional sobre la información, procesos con la inclusión de canales de denuncia que facilite la toma de decisiones de la institución; que permitan el derecho de acceso, control ciudadano y la comprensión de la información pública, sin mayores limitaciones que aquellas expresamente establecidas por las leyes.		IDE-9.1.2.11		% de avance de la estrategia de proyección institucional del Organismo de Investigación Judicial		MTE-9.1.2.11.1		OE.1.2.11.1 - Que al finalizar el 2030,  se haya implementado y dado seguimiento a la estrategia de proyección institucional del Organismo de Investigación Judicial.		OBO-38474		Implementar el concurso institucional en el que se estimule al personal a compartir las maneras en que aplican los valores en su trabajo diario y en su vida. (Política Axiológica)		MTO-38474.1				43		OFICINA DE INFORMACION Y PRENSA		SI		0		30.00		-		-		30

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.1		PROBIDAD Y ANTICORRUPCIÓN:Diseñar e implementar estrategias que permitan la prevención y abordaje de actos contrarios a la probidad y de corrupción en la gestión judicial.		IDE-9.1.1.1		% de avance del plan definido de la política axiológica. 
		MTE-9.1.1.1.1		OE.1.1.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado el plan de acción definido de la política axiológica.		OBO-38477		Ejecutar acciones que fomenten los valores institucionales, por medio de actividades organizadas a lo interno de la oficinas, con el fin de mejorar el el ambiente laboral, el desemepeño y el compañerismo y el trabajo equipo de la oficina. (Política Axiológica)		MTO-38477.1				7		SALA CONSTITUCIONAL		SI		0		50.00		-		-		50

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.1		PROBIDAD Y ANTICORRUPCIÓN:Diseñar e implementar estrategias que permitan la prevención y abordaje de actos contrarios a la probidad y de corrupción en la gestión judicial.		IDE-9.1.1.1		% de avance del plan definido de la política axiológica. 
		MTE-9.1.1.1.1		OE.1.1.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado el plan de acción definido de la política axiológica.		OBO-38502		Incorporar en las actividades de capacitación los lineamientos de educación moral establecidos.		MTO-38502.1				35		ESCUELA JUDICIAL		SI		0		100.00		-		-		100

		TME-2		Gestión del Talento Humano( 2025-2030)		ACC-7.1.2		CARRERA:Fortalecer la carrera y desarrollo del personal de los diferentes ámbitos, asegurando que los procesos de análisis de puestos, reclutamiento, selección y evaluación de desempeño y reconocimiento sean realizados con perspectiva de género, inclusiva y equitativa, promoviendo la igualdad de oportunidades y la no discriminación.		IDE-7.1.2.4		% de avance en el desarrollo, implementación y seguimiento del modelo de reclutamiento y selección conforme a los requerimientos de la LMEP  y las exigencias y necesidades del Poder Judicial.
		MTE-7.1.2.4.1		OE.1.2.4.1 - Que al finalizar el 2030, se haya desarrollado e implementado un modelo de reclutamiento y selección de personal según las exigencias y necesidades del Poder Judicial, conforme a los requerimientos de la Ley Marco de Empleo Público, con el fin de fortalecer la  atracción de personal idóneo bajo parámetros de integridad y anticorrupción.		OBO-38467		Realizar las evaluaciones de preempleo comparativas que permitan garantizar la contratación de personal idóneo. (Política Axiológica del Poder Judicial)		MTO-38467.1				842		SECCION DE ADMINISTRACION DE LA CARRERA JUDICIAL		SI		0		0.00		-		-		0

		TME-2		Gestión del Talento Humano( 2025-2030)		ACC-7.1.3		BIENESTAR Y SALUD: Mejorar el cumplimiento de los objetivos organizacionales, por medio de la conciliación de la vida personal, familiar y laboral del personal judicial, captación del personal y evitar fugaz del personal.		IDE-7.1.3.1		% de avance del proyecto sobre la política integral de bienestar y salud laboral. 		MTE-7.1.3.1.1		OE.1.3.1.1 - Que al finalizar el 2030 se haya implementado la Política Integral de Bienestar y Salud Laboral con los planes, programas y lineamientos, con el objetivo de lograr una conciliación entre la vida personal, familiar y laboral del personal judicial		OBO-38473		Aplicar el diagnóstico en salud a nivel nacional a la clase de puesto de Defensor Público (Política Axiológica del Poder Judicial)		MTO-38473.1				121		UNIDAD SERVICIO DE SALUD PARA EMPLEADOS I CIRCUITO JUDICIAL SAN JOSE		SI		0		50.00		-		-		50

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.5		PARTICIPACIÓN CIUDADANA: Desarrollar estrategias de participación ciudadana responsables, activas y sostenibles, que contribuya en la toma de decisiones del Poder Judicial y mejoramiento del servicio público.		IDE-9.1.5.1		% de avance en la ampliación de los espacios de participación ciudadana temporales o permanentes, regionales o nacionales. 
		MTE-9.1.5.1.1		OE.1.5.1.1 - Que al finalizar el 2030, se hayan ampliado los espacios de participación ciudadana temporales o permanentes, regionales o nacionales; que permitan el proceso de creación en la administración de proyectos de interés institucional y ciudadano.		OBO-38460		Brindar apoyo  para la ejecución del plan de inclusión de la participación ciudadana, mediante acciones, proyectos, herramientas informáticas y procesos de rendición de cuentas, con el fin de fortalecer la transparencia institucional y la corresponsabilidad en la gestión judicial. (Política Axiológica)		MTO-38460.2				655		COMISION NACIONAL PARA EL MEJORAMIENTO DE LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA		SI		0		66.67		-		-		66.67

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.1		PROBIDAD Y ANTICORRUPCIÓN:Diseñar e implementar estrategias que permitan la prevención y abordaje de actos contrarios a la probidad y de corrupción en la gestión judicial.		IDE-9.1.1.1		% de avance del plan definido de la política axiológica. 
		MTE-9.1.1.1.1		OE.1.1.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado el plan de acción definido de la política axiológica.		OBO-38480		Promover el reconocimiento y respeto de los derechos de las poblaciones vulnerables, por medio de estrategicas de comunicación con el fin de generar conciencia sobre  derechos de poblaciones vulnerables.  (Política Axiológica)		MTO-38480.1				7		SALA CONSTITUCIONAL		SI		0		100.00		-		-		100

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.1		PROBIDAD Y ANTICORRUPCIÓN:Diseñar e implementar estrategias que permitan la prevención y abordaje de actos contrarios a la probidad y de corrupción en la gestión judicial.		IDE-9.1.1.1		% de avance del plan definido de la política axiológica. 
		MTE-9.1.1.1.1		OE.1.1.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado el plan de acción definido de la política axiológica.		OBO-38481		Informar y educar sobre la labor de la Sala Constitucional y su contribución a la democracia, institucionalidad y libertad de las personas. (Política Axiológica)		MTO-38481.1				7		SALA CONSTITUCIONAL		SI		0		100.00		-		-		100

		TME-2		Gestión del Talento Humano( 2025-2030)		ACC-7.1.1		CAPACITACIÓN: Implementar estrategias de capacitación y formación para mejorar las habilidades y conocimientos del personal en el desempeño de sus funciones, acorde a las necesidades, valores y ejes transversales institucionales		IDE-7.1.1.7		% de avance en la implementación estratégica de capacitación y formación de la población judicial.
		MTE-7.1.1.7.1		OE.1.1.7.1 - Que al finalizar el 2030 se hayan implementado estrategias de capacitación y formación que permitan gestionar las competencias del personal para lograr un óptimo desarrollo en su desempeño.		OBO-38532		Facilitar el programa de Inducción al Poder Judicial sustentado en los requerimientos de la política axiológica y las exigencias del contexto actual.		MTO-38532.1				1065		SECCION GESTION DE LA CAPACITACION		SI		0		50.00		-		-		50

		TME-2		Gestión del Talento Humano( 2025-2030)		ACC-7.1.1		CAPACITACIÓN: Implementar estrategias de capacitación y formación para mejorar las habilidades y conocimientos del personal en el desempeño de sus funciones, acorde a las necesidades, valores y ejes transversales institucionales		IDE-7.1.1.7		% de avance en la implementación estratégica de capacitación y formación de la población judicial.
		MTE-7.1.1.7.1		OE.1.1.7.1 - Que al finalizar el 2030 se hayan implementado estrategias de capacitación y formación que permitan gestionar las competencias del personal para lograr un óptimo desarrollo en su desempeño.		OBO-38533		Promover la ética y probidad en el personal judicial mediante la acción formativa.		MTO-38533.1				1065		SECCION GESTION DE LA CAPACITACION		SI		0		100.00		-		-		100

		TME-2		Gestión del Talento Humano( 2025-2030)		ACC-7.1.1		CAPACITACIÓN: Implementar estrategias de capacitación y formación para mejorar las habilidades y conocimientos del personal en el desempeño de sus funciones, acorde a las necesidades, valores y ejes transversales institucionales		IDE-7.1.1.10		% y tipo de estrategias de capacitación aplicadas 
		MTE-7.1.1.10.1		OE.1.1.10.1 - Que al finalizar el 2030 se haya cumplido las estrategias de capacitación diseñada para el Ministerio Público en busca de una mejora integral de la gestión y funciones del ente fiscal y del servicio público de justicia.		OBO-38583		Capacitar a las personas funcionarias del Ministerio Público en la atención e investigación de distintas formas de violencia contra las mujeres.		MTO-38583.3				716		UNIDAD DE CAPACITACION Y SUPERVISION (MINISTERIO PUBLICO)		SI		0		100.00		-		-		100

		TME-2		Gestión del Talento Humano( 2025-2030)		ACC-7.1.2		CARRERA:Fortalecer la carrera y desarrollo del personal de los diferentes ámbitos, asegurando que los procesos de análisis de puestos, reclutamiento, selección y evaluación de desempeño y reconocimiento sean realizados con perspectiva de género, inclusiva y equitativa, promoviendo la igualdad de oportunidades y la no discriminación.		IDE-7.1.2.4		% de avance en el desarrollo, implementación y seguimiento del modelo de reclutamiento y selección conforme a los requerimientos de la LMEP  y las exigencias y necesidades del Poder Judicial.
		MTE-7.1.2.4.1		OE.1.2.4.1 - Que al finalizar el 2030, se haya desarrollado e implementado un modelo de reclutamiento y selección de personal según las exigencias y necesidades del Poder Judicial, conforme a los requerimientos de la Ley Marco de Empleo Público, con el fin de fortalecer la  atracción de personal idóneo bajo parámetros de integridad y anticorrupción.		OBO-38471		Cumplir con los compromisos del Plan de Acción de la Política Axiológica del Poder Judicial. (Política Axiológica del Poder Judicial)		MTO-38471.1				136		SECCION DE RECLUTAMIENTO Y SELECCION		SI		0		100.00		-		-		100

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.1		PROBIDAD Y ANTICORRUPCIÓN:Diseñar e implementar estrategias que permitan la prevención y abordaje de actos contrarios a la probidad y de corrupción en la gestión judicial.		IDE-9.1.1.6		Porcentaje de desarrollo e implementación de estrategias para la efectiva gestión de los asuntos disciplinarios para el fortalecimiento de la ética en la institución. 
		MTE-9.1.1.6.1		OE.1.1.6.1 - Que al finalizar el 2030, se hayan desarrollado e implementado estrategias para la efectiva gestión de los asuntos disciplinarios que contribuyan con el fortalecimiento de la ética y probidad en la institución.		OBO-38492		Cumplir con los compromisos del Plan de Acción de la Política Axiológica del Poder Judicial. (Política Axiológica del Poder Judicial)		MTO-38492.1				31		INSPECCION JUDICIAL		SI		0		0.00		-		-		0

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.1		PROBIDAD Y ANTICORRUPCIÓN:Diseñar e implementar estrategias que permitan la prevención y abordaje de actos contrarios a la probidad y de corrupción en la gestión judicial.		IDE-9.1.1.6		Porcentaje de desarrollo e implementación de estrategias para la efectiva gestión de los asuntos disciplinarios para el fortalecimiento de la ética en la institución. 
		MTE-9.1.1.6.1		OE.1.1.6.1 - Que al finalizar el 2030, se hayan desarrollado e implementado estrategias para la efectiva gestión de los asuntos disciplinarios que contribuyan con el fortalecimiento de la ética y probidad en la institución.		OBO-38493		Gestionar la actualización y puesta en producción de la formula estadística en los órganos de control. (Política Axiológica del Poder Judicial)		MTO-38493.1				31		INSPECCION JUDICIAL		SI		0		0.00		-		-		0

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.1		PROBIDAD Y ANTICORRUPCIÓN:Diseñar e implementar estrategias que permitan la prevención y abordaje de actos contrarios a la probidad y de corrupción en la gestión judicial.		IDE-9.1.1.8		% de avance de la propuesta implementada		MTE-9.1.1.8.1		OE.1.1.8.1 - Que al finalizar el 2030, se haya planteado una propuesta para el fortalecimiento del régimen disciplinario.		OBO-38494		Reforzar estrategias de comunicación y de proyección institucional que divulguen información sobre el régimen disciplinario. (Política Axiológica del Poder Judicial)		MTO-38494.1				31		INSPECCION JUDICIAL		SI		0		100.00		-		-		100

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.2		TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS:Fortalecer la implementación de los mecanismos para la comunicación, proyección, rendición de cuentas y transparencia institucional sobre la información, procesos con la inclusión de canales de denuncia que facilite la toma de decisiones de la institución; que permitan el derecho de acceso, control ciudadano y la comprensión de la información pública, sin mayores limitaciones que aquellas expresamente establecidas por las leyes.		IDE-9.1.2.10		% de avance de las estrategias de comunicación y proyección institucional propuestas		MTE-9.1.2.10.1		OE.1.2.10.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado una estrategia de comunicación y proyección institucional proactiva que fortalezca la democracia, institucionalidad y percepción de las personas usuarias.		OBO-32875		Implementar estrategias de comunicación y de proyección institucional que fortalezcan la democracia, institucionalidad y percepción de las personas usuarias sobre el Poder Judicial.		MTO-32875.2				116		DEPARTAMENTO DE PRENSA Y COMUNICACION ORGANIZACIONAL		SI		0		100.00		-		-		100

		TME-2		Gestión del Talento Humano( 2025-2030)		ACC-7.1.1		CAPACITACIÓN: Implementar estrategias de capacitación y formación para mejorar las habilidades y conocimientos del personal en el desempeño de sus funciones, acorde a las necesidades, valores y ejes transversales institucionales		IDE-7.1.1.14		Porcentaje de cumplimiento  de la estrategia que permita un proceso continuo de capacitación basado en competencias, que garantice el desarrollo integral del  personal.
		MTE-7.1.1.14.1		OE.1.1.14.1 - Que al finalizar el 2030, se haya desarrollado e implementado una estrategia que permita un proceso continuo de capacitación basado en competencias, que garantice el desarrollo integral del  personal		OBO-38498		Incorporar  actividades de capacitación con los lineamientos de educación moral establecidos en el Poder Judicial. (Política Axiológica del Poder Judicial)		MTO-38498.1				2029		CENTRO DE CAPACITACION DEL OIJ		SI		0		100.00		-		-		100

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.1		PROBIDAD Y ANTICORRUPCIÓN:Diseñar e implementar estrategias que permitan la prevención y abordaje de actos contrarios a la probidad y de corrupción en la gestión judicial.		IDE-9.1.1.1		% de avance del plan definido de la política axiológica. 
		MTE-9.1.1.1.1		OE.1.1.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado el plan de acción definido de la política axiológica.		OBO-38469		Desarrollar estrategias de comunicación institucional dirigidas al personal del Ministerio Público, que fomenten la reflexión y el análisis sobre los valores éticos aplicados en el ejercicio de sus funciones, con el fin de promover el conocimiento, la prevención y la integridad institucional. (Política Axiológica)		MTO-38469.1				1874		OFICINA DE PRENSA DEL MINISTERIO PUBLICO		SI		0		50.00		-		-		50

		TME-2		Gestión del Talento Humano( 2025-2030)		ACC-7.1.1		CAPACITACIÓN: Implementar estrategias de capacitación y formación para mejorar las habilidades y conocimientos del personal en el desempeño de sus funciones, acorde a las necesidades, valores y ejes transversales institucionales		IDE-7.1.1.15		Porcentaje de cumplimiento  de la estrategia
		MTE-7.1.1.15.1		OE.1.1.15.1 - Que al finalizar el 2030 se haya cumplido las estrategias de capacitación diseñadas para la Defensa Pública en busca de una mejora integral de la gestión y funciones de las personas Defensoras Públicas y del servicio público de justicia.		OBO-38531		Incorporar en las actividades de capacitación los lineamientos de educación moral establecidos.		MTO-38531.1				708		UNIDAD DE CAPACITACION Y SUPERVISION (DEFENSA PUBLICA)		SI		0		51.00		-		-		51

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.2		TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS:Fortalecer la implementación de los mecanismos para la comunicación, proyección, rendición de cuentas y transparencia institucional sobre la información, procesos con la inclusión de canales de denuncia que facilite la toma de decisiones de la institución; que permitan el derecho de acceso, control ciudadano y la comprensión de la información pública, sin mayores limitaciones que aquellas expresamente establecidas por las leyes.		IDE-9.1.2.10		% de avance de las estrategias de comunicación y proyección institucional propuestas		MTE-9.1.2.10.1		OE.1.2.10.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado una estrategia de comunicación y proyección institucional proactiva que fortalezca la democracia, institucionalidad y percepción de las personas usuarias.		OBO-32875		Implementar estrategias de comunicación y de proyección institucional que fortalezcan la democracia, institucionalidad y percepción de las personas usuarias sobre el Poder Judicial.		MTO-32875.6				116		DEPARTAMENTO DE PRENSA Y COMUNICACION ORGANIZACIONAL		SI		0		50.00		-		-		50

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.2		TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS:Fortalecer la implementación de los mecanismos para la comunicación, proyección, rendición de cuentas y transparencia institucional sobre la información, procesos con la inclusión de canales de denuncia que facilite la toma de decisiones de la institución; que permitan el derecho de acceso, control ciudadano y la comprensión de la información pública, sin mayores limitaciones que aquellas expresamente establecidas por las leyes.		IDE-9.1.2.10		% de avance de las estrategias de comunicación y proyección institucional propuestas		MTE-9.1.2.10.1		OE.1.2.10.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado una estrategia de comunicación y proyección institucional proactiva que fortalezca la democracia, institucionalidad y percepción de las personas usuarias.		OBO-32875		Implementar estrategias de comunicación y de proyección institucional que fortalezcan la democracia, institucionalidad y percepción de las personas usuarias sobre el Poder Judicial.		MTO-32875.5				116		DEPARTAMENTO DE PRENSA Y COMUNICACION ORGANIZACIONAL		SI		0		50.00		-		-		50

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.2		TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS:Fortalecer la implementación de los mecanismos para la comunicación, proyección, rendición de cuentas y transparencia institucional sobre la información, procesos con la inclusión de canales de denuncia que facilite la toma de decisiones de la institución; que permitan el derecho de acceso, control ciudadano y la comprensión de la información pública, sin mayores limitaciones que aquellas expresamente establecidas por las leyes.		IDE-9.1.2.10		% de avance de las estrategias de comunicación y proyección institucional propuestas		MTE-9.1.2.10.1		OE.1.2.10.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado una estrategia de comunicación y proyección institucional proactiva que fortalezca la democracia, institucionalidad y percepción de las personas usuarias.		OBO-32875		Implementar estrategias de comunicación y de proyección institucional que fortalezcan la democracia, institucionalidad y percepción de las personas usuarias sobre el Poder Judicial.		MTO-32875.4				116		DEPARTAMENTO DE PRENSA Y COMUNICACION ORGANIZACIONAL		SI		0		100.00		-		-		100

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.2		TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS:Fortalecer la implementación de los mecanismos para la comunicación, proyección, rendición de cuentas y transparencia institucional sobre la información, procesos con la inclusión de canales de denuncia que facilite la toma de decisiones de la institución; que permitan el derecho de acceso, control ciudadano y la comprensión de la información pública, sin mayores limitaciones que aquellas expresamente establecidas por las leyes.		IDE-9.1.2.10		% de avance de las estrategias de comunicación y proyección institucional propuestas		MTE-9.1.2.10.1		OE.1.2.10.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado una estrategia de comunicación y proyección institucional proactiva que fortalezca la democracia, institucionalidad y percepción de las personas usuarias.		OBO-32875		Implementar estrategias de comunicación y de proyección institucional que fortalezcan la democracia, institucionalidad y percepción de las personas usuarias sobre el Poder Judicial.		MTO-32875.3				116		DEPARTAMENTO DE PRENSA Y COMUNICACION ORGANIZACIONAL		SI		0		50.00		-		-		50

		TME-1		Modernización e innovación de los servicios judiciales ( 2025-2030)		ACC-6.1.3		MONITOREO Y MEJORA CONTINUA: Implementar un sistema integral de monitoreo y mejora continua que permita al Poder Judicial evaluar y optimizar sus procesos, recursos y servicios de manera sistemática y permanente que contribuya con la toma de decisiones orientadas en la disminución del rezago judicial		IDE-6.1.3.1		Cantidad de Circuitos Judiciales trabajando con el Modelo de Mejora Continua (MMC) y el Modelo de Análisis Integral de la Gestión de Oficinas y Despachos Judiciales (MAIG).		MTE-6.1.3.1.1		OE.1.3.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado el Modelo de Mejora Continua (MMC)  y el Modelo de Análisis Integral de la Gestión de Oficinas y Despachos Judiciales (MAIG) en otros circuitos judiciales con el fin aplicar mejora continua mediante el seguimiento y evaluación de los indicadores de gestión, en donde se promueven acciones oportunas para mejorar procesos, productividad y el servicio brindado para aumentar la calidad y la maximización de los recursos tanto humanos como económicos.		OBO-35704		Implementar el Modelo de Mejora Continua (MMC) y el Modelo de Análisis Integral de la Gestión de Oficinas y Despachos Judiciales (MAIG). (Política Axiológica del Poder Judicial)		MTO-35704.18				115		SUBPROCESO EVALUACION		SI		0		0.00		-		-		0

		TME-1		Modernización e innovación de los servicios judiciales ( 2025-2030)		ACC-6.1.5		INNOVACIÓN Y OPTIMIZACIÓN DE SERVICIOS Y PROCESOS JUDICIALES: Implementar modelos estándares para la gestión judicial, técnica y administrativa, que agilicen optimicen y faciliten el trámite de los asuntos con el fin de mejorar el servicio de justicia brindado, mediante la aplicación de buenas prácticas de gestión que contribuyan con la eficiencia y eficacia institucional. 

		IDE-6.1.5.12		% de avance del proyecto sobre el modelo de mejora integral del proceso penal.		MTE-6.1.5.12.1		OE.1.5.12.1 - Que al finalizar el 2030 se haya concluido la implementación del modelo de tramitación en la jurisdicción penal, a fin de identificar e implementar propuestas de solución que permitan contrarrestar el rezago judicial, así como revisión y ajuste de los indicadores de gestión implementados.		OBO-38093		Implementar el proyecto sobre el modelo de mejora integral del proceso penal. (Política Axiológica del Poder Judicial)		MTO-38093.2				519		SUBPROCESO DE MODERNIZACION PENAL		SI		0		83.75		-		-		83.75

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.1		PROBIDAD Y ANTICORRUPCIÓN:Diseñar e implementar estrategias que permitan la prevención y abordaje de actos contrarios a la probidad y de corrupción en la gestión judicial.		IDE-9.1.1.1		% de avance del plan definido de la política axiológica. 
		MTE-9.1.1.1.1		OE.1.1.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado el plan de acción definido de la política axiológica.		OBO-38477		Ejecutar acciones que fomenten los valores institucionales, por medio de actividades organizadas a lo interno de la oficinas, con el fin de mejorar el el ambiente laboral, el desemepeño y el compañerismo y el trabajo equipo de la oficina. (Política Axiológica)		MTO-38477.2				7		SALA CONSTITUCIONAL		SI		0		100.00		-		-		100

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.5		PARTICIPACIÓN CIUDADANA: Desarrollar estrategias de participación ciudadana responsables, activas y sostenibles, que contribuya en la toma de decisiones del Poder Judicial y mejoramiento del servicio público.		IDE-9.1.5.1		% de avance en la ampliación de los espacios de participación ciudadana temporales o permanentes, regionales o nacionales. 
		MTE-9.1.5.1.1		OE.1.5.1.1 - Que al finalizar el 2030, se hayan ampliado los espacios de participación ciudadana temporales o permanentes, regionales o nacionales; que permitan el proceso de creación en la administración de proyectos de interés institucional y ciudadano.		OBO-38460		Brindar apoyo  para la ejecución del plan de inclusión de la participación ciudadana, mediante acciones, proyectos, herramientas informáticas y procesos de rendición de cuentas, con el fin de fortalecer la transparencia institucional y la corresponsabilidad en la gestión judicial. (Política Axiológica)		MTO-38460.1				655		COMISION NACIONAL PARA EL MEJORAMIENTO DE LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA		SI		0		40.00		-		-		40

		TME-4		Confianza y probidad en la justicia ( 2025-2030)		ACC-9.1.1		PROBIDAD Y ANTICORRUPCIÓN:Diseñar e implementar estrategias que permitan la prevención y abordaje de actos contrarios a la probidad y de corrupción en la gestión judicial.		IDE-9.1.1.1		% de avance del plan definido de la política axiológica. 
		MTE-9.1.1.1.1		OE.1.1.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado el plan de acción definido de la política axiológica.		OBO-38502		Incorporar en las actividades de capacitación los lineamientos de educación moral establecidos.		MTO-38502.2				708		UNIDAD DE CAPACITACION Y SUPERVISION (DEFENSA PUBLICA)		SI		0		51.00		-		-		51






image1.png
INFORME SEGUIMIENTO SEMESTRAL
DE LAS POLITICAS
INSTITUCIONALES DEL PODER
JUDICIAL 2025

SUBPROCESO DE EVALUACION,
DIRECCION DE PLANIFICACION

-]




image2.png
Mision )
Corte Plena

y Comité de
Praneacion
Vision a Estatégica o
Gesten omivel
de Riesgos (Mapa Estatsgico)

Estratégicos

g
&
El Ejes transversales
I Gestion
g Estratégic:
o7 stratégica
f Politicas
3
s Temas, objetivos, .
acciones y metas. Planes
Anuales:

Operativos.

Iniciativas de programas s
y proyectos estratégicos Orientados
aResuldos

Innovacién - Participacion - Integracion




RV Oficio 113-OC-2025 - Ref. 1353-PLA-EV-2025.msg
RV: Oficio 113-OC-2025 - Ref. 1353-PLA-EV-2025

		From

		Dirección de Planificación

		To

		Recepción de documentos Dirección de Planificación
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		recep-planif@Poder-Judicial.go.cr



Buenos días, 



 



Se remite para lo correspondiente.



 



A la orden,



 












“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinataria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos”.



 



De: Oficina de Cumplimiento <oficinacumplimiento@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 25 de noviembre de 2025 19:13
Para: Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>; Allan Pow Hing Cordero <apowhing@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Fabiola Quesada Jiménez <fquesadaji@Poder-Judicial.go.cr>; Randall Zuñiga Palacios <rzunigap@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio 113-OC-2025 - Ref. 1353-PLA-EV-2025



 



Señor



Allan Pow Hing Cordero



Director



Dirección de Planificación



Estimado señor,
Reciba un cordial saludo.



En atención al informe N.° 1353-PLA-EV-2025 y siguiendo instrucciones de la señora Fabiola Quesada Jiménez, Oficial de Cumplimiento, me permito remitir respetuosamente el oficio N.° 113-OC-2025 para su estimable conocimiento.



Cualquier duda o aclaración, quedamos a su disposición.



Atentamente,



 







“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinataria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos”
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San José, 25 de noviembre de 2025 



Oficio N° 113-OC-2025 



Ref. 1353 PLA-EV-2025 



 



Señor  



Allan Pow Hing Cordero 



Director 



Dirección de Planificación 



  



Estimado señor: 



  



En atención al informe 1353-PLA-EV-2025 sobre el informe de seguimiento a las 
Políticas Institucionales del Poder Judicial del 2025, el cual entre otros puntos indica 
un porcentaje de avance de la Política de Integridad y Anticorrupción del 31,48% al 30 
de junio de 2025, me permito indicar lo siguiente: 



  



La Oficina de Cumplimiento como oficina rectora de la Política de Integridad y 
Anticorrupción y de apoyo a la Comisión de Transparencia, mediante correo del 27 de 
junio de 2025 remitió a las oficinas responsables operativas, la solicitud de realizar 
los registros del seguimiento y avance del PAO a las metas estratégicas en el sistema 
PEI. 



  



En virtud de lo anterior, para este 25 de noviembre el avance de la Política es 
de 61,3%, de igual forma se está dando seguimiento a las oficinas que todavía 
presentan un porcentaje de avance bajo para que registren la información en el 
sistema PEI. En estos días se remite un correo recordatorio para todas las oficinas 
con objetivos y metas operativas asociados a la Política de Integridad y 
Anticorrupción. 
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Sistema de Gestión Estratégica 



 



  



 



  



De igual forma, se estará solicitando las evidencias para el cumplimiento de cada 
objetivo por oficina responsable. 



 



Atentamente,  



 



 



 



 



Fabiola Quesada Jiménez 
Oficial de Cumplimiento 



fquesadaji@poder-judicial.go.cr  
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			FABIOLA MARIA QUESADA JIMENEZ (FIRMA)
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RV: 1353 PLA-EV-2025

		From

		Marjorie Sánchez Pomares (Autorizada Dirección de Planificación)

		To

		Recepción de documentos Dirección de Planificación; Elena Gabriela Picado González

		Cc

		Andrey Mauricio Rojas Monge

		Recipients

		recep-planif@Poder-Judicial.go.cr; epicadog@Poder-Judicial.go.cr; arojasmo@Poder-Judicial.go.cr



Buenas tardes, 



 



Se remite para lo que corresponda 



 



 



Atentamente, 







“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinataria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos”.



 



De: Secretaría Dirección Defensa Publica <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 26 de noviembre de 2025 16:26
Para: Marjorie Sánchez Pomares (Autorizada Dirección de Planificación) <msanchezpo@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RE: 1353 PLA-EV-2025



 



Buenas tardes 



 



Reciban un atento saludo. En atención a lo solicitado se remite documento adjunto.



 



Gracias 



 



 







 



De: Marjorie Sánchez Pomares (Autorizada Dirección de Planificación) <msanchezpo@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: miércoles, 19 de noviembre de 2025 17:44
Para: Silvia Navarro Romanini (Secretaria General de la Corte) <snavarro@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Eugenia Romero Jenkins <aromeroj@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección Ejecutiva <direc_ejecutiva@Poder-Judicial.go.cr>; Martin Hernandez Serrano <mhernandez@Poder-Judicial.go.cr>; Dirección de Tecnología de Información <tecnologia-info@Poder-Judicial.go.cr>; Juan Carlos Pérez Murillo <jperez@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría Dirección Defensa Publica <defensapublica@Poder-Judicial.go.cr>; Gerardo Rubén Alfaro Vargas <galfarova@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina Rectora Justicia Restaurativa <justiciarestaurativa@Poder-Judicial.go.cr>; Hellen Ulloa Castro <hulloac@Poder-Judicial.go.cr>; Erick Alfaro Romero <ealfaror@Poder-Judicial.go.cr>; Contraloría de Servicios de San José <contraloriapj@Poder-Judicial.go.cr>; Hugo Vega Castro <hvegac@Poder-Judicial.go.cr>; Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional <depto_prensa@Poder-Judicial.go.cr>; Fabiola Quesada Jiménez <fquesadaji@Poder-Judicial.go.cr>; Oficina de Cumplimiento <oficinacumplimiento@Poder-Judicial.go.cr>; Xinia Fernández Vargas <xfernandezv@Poder-Judicial.go.cr>; Secretaría de Género <Sec_Genero@Poder-Judicial.go.cr>; Juan Carlos Sebiani Serrano <jsebiani@Poder-Judicial.go.cr>; Comision de Ética y Valores del Poder Judicial - Secretaría Técnica de Ética y Valores <eticayvalores@Poder-Judicial.go.cr>; Melissa Benavides Víquez <mbenavidesv@Poder-Judicial.go.cr>; CONAMAJ-Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia <conamaj@Poder-Judicial.go.cr>; Acceso a la Justicia <accesojusticia@Poder-Judicial.go.cr>; Estefani Maria Ceciliano Segura <ececilianos@Poder-Judicial.go.cr>; Dixie Mendoza Chaves <dmendoza@Poder-Judicial.go.cr>; CONAMAJ-Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia <conamaj@Poder-Judicial.go.cr>; Observatorio de Violencia de Género contra las Mujeres y Acceso a la Justicia <obsgenero@Poder-Judicial.go.cr>; Sara Castillo Vargas <scastillov@Poder-Judicial.go.cr>; Damaris Vargas Vásquez <dvargas@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho de la Magistrada Damaris María Vargas Vásquez <magvargasvas@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Chacón Artavia <rchacon@Poder-Judicial.go.cr>; Rebeca Bonilla Cascante <rbonillac@Poder-Judicial.go.cr>; Patricia Vargas Gonzalez <pvargasg@Poder-Judicial.go.cr>; Comisión de la Jurisdicción Penal Juvenil <comisionjurisd_pj@Poder-Judicial.go.cr>; Despacho Magistrada Patricia Vargas González <despacho_mag_pvargasg@Poder-Judicial.go.cr>; Daniela Fallas Marin <dfallasm@Poder-Judicial.go.cr>; Ana Lucrecia Hernandez Chavarria <ahernandezch@Poder-Judicial.go.cr>; Jenniar Noe Gonzalez Barboza <jgonzalezba@Poder-Judicial.go.cr>; Sandra Pizarro Gutiérrez <spizarro@Poder-Judicial.go.cr>; Programa Hacia Cero Papel <ceropapel@Poder-Judicial.go.cr>; Roxana Gómez Barquero <rgomezb@Poder-Judicial.go.cr>; Miguel Mc Calla Vaz <mmccalla@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: 1353 PLA-EV-2025



 



Estimados(as) señores(as): 



 



 



Se remite informe en consulta 1353 PLA-EV-2025, relacionado con la propuesta para implementar la metodología para la confección y aprobación de Políticas Institucionales. 



 



Se les solicita respetuosamente analizar este documento y enviar las observaciones que estime pertinente en un plazo de 5 días hábiles (según acuerdo del Consejo Superior en la sesión 44-2021, celebrada el 27 de mayo de 2021, artículo L), a partir de la fecha de recepción. 



 



 



 



Este oficio se remite para trámite en la Secretaría de la Corte por medio de SICE y se copia para su conocimiento.



 



 



(Se adjunta un archivo)



CUALQUIER OBSERVACION DIRIJASE AL CORREO OFICIAL DE LA DIRECCION



planificacion@poder-judicial.go.cr



o en la lista global de direcciones: Dirección de Planificación



 



“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinataria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos”.
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Ref. SICE: 2269-2025


San José, 26 de noviembre de 2025








Señor


Msc. Allan Pow Hing Cordero


Director


Dirección de Planificación


S_D








	Estimado señor:





	Por medio de la presente, reciba un cordial saludo.  En atención al correo de fecha 19 de los corrientes, en el que es puesto en conocimiento de la Defensa Pública el oficio número 1353-PLA-EV-2025, de fecha 18 de noviembre del presente año, en el cual se remite el informe suscrito por la Inga. Elena Gabriela Picado González, Jefa del Subproceso de Evaluación, relacionado con la propuesta para implementar la metodología para la confección y aprobación de Políticas Institucionales.





	Sobre el particular, desde la Defensa Pública se observa que la información que se utilizó para la realización del seguimiento utiliza un “corte” al 30 de junio.  Este dato es importante de valorar dado que, a la fecha, las metas operativas que posee este órgano auxiliar de justicia relacionadas con la Política de Participación Ciudadana y la Política de Justicia Abierta para el Poder Judicial se encuentran cumplidas, según la evidencia adjunta.  Al respecto y conforme figura en el sistema informático respectivo, se tiene que:


			OBJETIVO


			META


			% DE AVANCE





			Objetivo OBO-38487: Realizar un diagnóstico que permita identificar la situación actual sobre el tema de datos abiertos en la Defensa Pública con el fin de tener la información correspondiente para mostrar a la personas usuaria. (Acción de la Política de Justicia Abierta y Participación Ciudadana).








			Meta MTO-38487.1: Que al finalizar el 2025 se haya realizado un diagnóstico que permita identificar datos claves para publicar.


			100%





			Objetivo OBO-38488: Incrementar el número de estaciones virtuales para el fortalecimiento de los servicios de la Defensa Pública en comunidades lejanas que no cuentan con oficinas judiciales. (Acción de la Política de Justicia Abierta y Participación Ciudadana). [footnoteRef:1] [1:  Este año se inauguraron nuevas estaciones virtuales en los distritos de Tucurrique y Pejivalle del cantón de Jiménez, en la provincia de Cartago, además de Bijagual de Turrubares, en la provincia de San José.  Estas nuevas estaciones se unen a las once ya existentes en diferentes partes del país: Tortuguero, Nosara, Cabeceras de Tilarán, Isla Chira, Colorado de Abangares, Pejibaye de Pérez Zeledón, La Virgen y Pavón de Los Chiles, Santa Fe de Guatuso, Río Cuarto, Territorio Indígena Maleku e Isla Venado.] 



			Meta MTO-38488.1: Que al finalizar el 2025 se hayan realizado acciones para promover la creación de 6 estaciones virtuales en comunidades lejanas que no cuentan con oficinas judiciales


			100%


Es importante mencionar el trabajo realizado por parte de la Defensa Pública durante el año 2025 para la promoción, creación y sostenibilidad de las estaciones virtuales en comunidad.


Acciones de sostenibilidad:


En tal sentido, el 7 de febrero de 2025 se realizó una visita de seguimiento a la Estación Virtual en Isla Chira, donde se aprovechó el espacio para atender a personas de dicha comunidad en materia laboral.   


El 21 de mayo de 2025, a un año de la inauguración de la estación virtual de Isla Venado, se visitó dicha comunidad y se impartieron dos charlas en materia de violencia doméstica y pensiones alimentarias, a las que asistieron 21 mujeres. Este trabajo se hizo conjuntamente con la Defensa Pública de Puntarenas y de Nicoya. 


El 20 de junio de 2025 se logró la rehabilitación de la Estación Virtual en Colorado de Abangares, ya que el equipo fue dañado por la caída de un rayo. Con el esfuerzo de la comunidad se logró la reapertura de la estación virtual.


Creación de estaciones virtuales:


-El 4 de julio de 2025 se realizó la apertura de la Estación Virtual de Tucurrique, en conjunto con la Intendencia Municipal de ese distrito.


-El 21 de agosto de 2025 se llevó a cabo la apertura de la Estación Virtual de Pejivalle del cantón de Jiménez de Cartago, que fue posible por la articulación con la Asociación de Desarrollo Integral de esa comunidad.


-El 21 de noviembre se realizó la apertura de la Estación Virtual en Bijagual de Turrubares, trabajo que se gestó en colaboración y cocreación con la Asociación de Desarrollo de Bijagual. 


Acciones de promoción:


Durante el 2025, el proyecto de estaciones virtuales se ha promocionado en las siguientes comunidades:


-Santa Cecilia de La Cruz de Guanacaste, el 14 de mayo del 2025.


-Palmital de Montes de Oro, el 12 de junio del 2025.


-Los Ángeles de Nandayure, el 20 de junio del 2025.


-Ostional de Guanacaste el 16 de julio del 2025.


-Cedral de Montes de Oro, el 29 de setiembre del 2025.











Por lo anterior, solicitamos se actualicen los valores de cumplimiento de los objetivos, según corresponde a las Políticas Institucionales mencionadas, de forma tal que se tengan por cumplidas. 





	Sin otro particular, me suscribo atento,














MSc. Juan Carlos Pérez Murillo


Director


Defensa Pública   


1
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San José, 26 de noviembre de 2025



Of-265-CONAMAJ-2025



Señor



Mario Serrano Zamora



Supervisor Regional Cartago y Desamparados



Defensa Pública







Asunto: Documento diagnóstico sobre la Defensa Pública en materia de Justicia Abierta.



Estimado señor:



Reciba un cordial saludo. En el presente oficio se le comparte el diagnóstico realizado en temas de Justicia Abierta y específicamente lo realizado sobre Defensa Pública Abierta a noviembre 2025, esto con la finalidad de brindar oportunidades de mejora.







I.- Metodología



Para llevar a cabo el diagnóstico se realizó revisión documental, específicamente del “Documento de diagnóstico sobre las acciones que realiza la Defensa Pública en materia de Justicia Abierta” y el “Modelo de Defensa Pública Abierta en el Poder Judicial de Costa Rica” elaborado por Sandra Elena. Asimismo, se hizo una revisión de la página web de la Defensa Pública al 21 de noviembre de 2025, y se valoraron experiencias previas de trabajo que se han hecho desde Conamaj con la Defensa Pública, como aquellas relacionadas con Datos Abiertos y las Estaciones Virtuales.



La pretensión es retomar algunas recomendaciones del diagnóstico realizado por Sandra Elena y los compromisos del Modelo, así como proponer mejoras a partir de las revisiones realizadas y apuntes desde la expertise desarrollada por Conamaj.



No se retomarán los aspectos relacionados con la legislación y la historia de la Defensa Pública que ya han sido indicados en el Documento Diagnóstico previo, sino que el enfoque será sobre aspectos estratégicos y operativos de Justicia Abierta en la Defensa Pública.







II.- Diagnóstico



Recomendaciones iniciales



El documento realizado por la consultora Sandra Elena (2020), realiza a nivel general observaciones y sugerencias a partir de la investigación hecha en la Defensa Pública de Costa Rica, y bajo la experiencia como experta, sugiriendo una serie de recomendaciones que permiten mejorar la ejecución de la Defensa Pública Abierta en diversos temas.



A nivel del diseño institucional, recomienda crear una nueva oficia o puesto de trabajo dedicado a la puesta en práctica del Modelo de Defensa Pública Abierta. Si bien existen restricciones presupuestarias a nivel del Poder Judicial que impiden la creación de plazas, y que muchas de las funciones han tenido que ser asumidas por recargo, es fundamental continuar con las buenas prácticas, impulsar el mantenimiento de lo que se ha realizado y desarrollar nuevas acciones de Justicia Abierta, por lo que esta recomendación mantiene su validez, siempre sujeta al mejor criterio organizacional interno. Esto será reforzado más adelante con el hallazgo de información desactualizada en la página web, así como la falta de más información en la página web sobre la Defensa Pública Abierta.







Otro punto que la experta hace mención fue lo relativo a los datos abiertos de la Defensa Pública. Al momento de elaborado el diagnóstico, aún no se ha publicado los datos abiertos; sin embargo, sí existe un equipo de trabajo que está impulsando las gestiones operativas y políticas para la publicación de varios conjuntos de datos con miras de ser publicados. Al respecto, debe tenerse en consideración que a nivel institucional existe el Portal de Datos Abiertos, siendo este el sitio donde deben publicase los datos abiertos de la Defensa, para lo cual se le ha creado una pestaña específica con esa denominación.







Principalmente, se requiere que estos datos estén desagregados, se actualicen de manera periódica y que, progresivamente, se incremente la cantidad de conjuntos disponibles en formatos abiertos. Todo ello debe realizarse dentro del marco de protección de datos sensibles; no obstante, cualquier información que no sea considerada sensible puede y debe ponerse a disposición del público como dato abierto.







De momento se ha trabajado en dos materias: penal y laboral.  Si bien es comprensible la limitación técnica que existe a nivel de sistemas institucionales para la generación de información, un aspecto fundamental en los procesos de apertura de datos es el acercamiento que se debe tener con las personas que harán uso de los datos (internas y externas), para conocer sobre el tipo de información que requieren y qué les gustaría visualizar, ello como parte de la identificación de la demanda, uno de los pasos esenciales establecidos en el Protocolo de Apertura de Datos del Poder Judicial. 







Asimismo, es necesario recordar que existe el concepto de transparencia activa, donde de forma proactiva se publican aquellos datos de los que se dispone, sin necesidad que haya alguna solicitud; por ello, se requiere hacer el trabajo en ambas vías, publicar activamente lo que está disponible, y acercarse a las personas para ver sus necesidades de información.







Es importante retomar otro aspecto señalado por la Dra. Elena: al momento del diagnóstico se evidenció un desconocimiento, por parte del personal de la Defensa Pública, sobre los fundamentos teóricos de la Justicia Abierta y los Datos Abiertos. Aunque en estos años se ha avanzado en este aspecto, resulta necesario implementar un proceso de capacitación permanente que permita al personal comprender mejor el propósito y el alcance de estas acciones, superar temores derivados del desconocimiento y, además, generar las condiciones para que, con mejor información, puedan realizar aportes más sólidos y constructivos y sacar mejor provecho de los datos.







Un aspecto que se ha visto como mejora, es el trabajo de comunicación realizado, mediante la utilización de las diversas redes sociales y creación de contenido que permite crear una mayor cercanía del trabajo de la Defensa Pública a las personas. 







Revisión de la página web



Dentro de los aspectos resaltados en el diagnóstico de Sandra Elena, uno de ellos era el rediseño de la página web, el cual apuntaba a ser una herramienta con mayores funcionalidades y exposición hacia las personas usuarias. 







Un medio importante son las páginas web de las diversas oficinas, pues a nivel técnico permiten asociar información a los buscadores que son utilizados por las personas, y a nivel institucional, sigue siendo un canal muy utilizado para la búsqueda de información; tal es así, que el índice de transparencia de Costa Rica basa su evaluación en la información que es publicada mediante el sitio web.







Asimismo, en otras iniciativas de evaluación de Municipalidades Abiertas, Universidades Abiertas y Gobierno Abierto, una herramienta que siempre es evaluada corresponde a la página web, pues permite desarrollar acciones en los principios de transparencia, colaboración y participación, y se convierte en un punto que será valorado por las personas usuarias.







La página web de la Defensa Pública cuenta con un apartado llamado Defensa Pública Abierta, sin embargo, la información que hay allí es muy básica y no refleja todas las acciones y avances que ha tenido en la materia. Entre las observaciones concretas se pueden identificar:



Apartado de transparencia 



· Plan Anual Operativo: se muestra únicamente el componente de Plan anual operativo del 2024



· Plan Estratégico Institucional: esto dirige al PEI de la Defensa Pública



· Presupuesto: muestra el periodo presupuestario de la Defensa Pública al 2022



· Rendición de cuentas: muestra el informe de labores del año 2022



Apartado de colaboración



· Solo hace mención del proyecto de Red Interinstitucional para la Atención Integral de Mujeres y Cooperación del programa de la Unión Europea para la cohesión de América Latina (EUROsociAL).



Apartado de Participación Ciudadana



· Se brinda un concepto sobre participación y se muestra la frase “Su opinión es importante para fortalecer nuestros servicios”.







A nivel general, el apartado de Defensa Pública Abierta no muestra información actualizada o que brinde valor agregado a las personas usuarias que visiten el sitio web. Al respecto, a nivel de transparencia, sería importante poder mostrar la documentación actualizada al año más reciente posible, y adicionalmente, mostrar años anteriores para poder ser consultados por las personas usuarias.







Asimismo, es importante recordar el concepto de transparencia activa, por lo cual, debe tenerse la iniciativa de compartir toda aquella documentación valiosa generada y que es importante para las personas usuarias. Por ejemplo, sería muy significativo para las personas usuarias que el documento Diagnóstico sobre Defensa Pública Abierta pueda ser compartido en el sitio web para comprender qué es este trabajo, así como otros informes o incluso información de la Defensa, tal como cantidad de funcionarios, temas presupuestales, informes por materia, entre otros.







A nivel de colaboración sería importante, más allá de mencionar los proyectos, mostrar los resultados llevados a cabo dentro de los proyectos, para visualizar los productos concretos de esas colaboraciones. E incluso, por conocimiento en cuanto al trabajo que se hace con el Servicio Nacional de Personas Facilitadoras, o bien las Estaciones Virtuales. La labor que realiza la Defensa Pública a nivel comunitario es sobresaliente y tiene un alto impacto, y sería de gran valor evidenciar las acciones que se realizan en colaboración con las personas facilitadoras, sociedad civil y otras instituciones públicas y privadas.



En el caso de éxito de las estaciones virtuales de la Defensa Pública podría mostrarse esta gran iniciativa que se genera gracias a alianzas con asociaciones, municipalidades y muchas personas más, al ser un proyecto concreto y con mucho valor de la apertura hacia las comunidades para acercar el acceso a la justicia.







Y en el apartado de participación ciudadana, no se tiene más información más allá de la definición. Al igual que el apartado de colaboración, este espacio puede ser una oportunidad para mostrar el trabajo de la Defensa Pública en conjunto con la apertura hacia las personas usuarias y cómo las han estado integrando en el diseño de servicios, así como la escucha activa de las sugerencias que pueden hacer. Es por ello 







Como es sabido, es importante tener en cuenta que, en la actualidad, además de las páginas Web, existen muchos canales que permiten acercarse a las personas usuarias y brindarles información, tales como redes sociales, por ejemplo, Facebook e Instagram, también canales en YouTube donde se muestran videos con mayor duración y permite la entrevista y vivencia, todo de lo cual la Defensa puede sacar gran provecho.







Defensa Pública Abierta



Si bien el diagnóstico inicial realizado por Sandra Elena fue la base para la cocreación del Modelo Defensa Pública Abierta, en el momento actual es importante concretar algunos aspectos a nivel del modelo sobre los diferentes compromisos asumidos y visualizar que esto no es un proyecto adicional, sino que se convierte en una forma de gestión en donde cada acción de la Defensa es hecha a través de los lentes de la Justicia Abierta. Es importante destacar que la Defensa Pública ya ejecuta numerosas iniciativas valiosas que responden a los principios de Justicia Abierta, aunque no siempre se visibilizan ni se comunican como parte de esta visión institucional.







A partir de lo anterior, se considera importante que a nivel de la Defensa Pública pueda realizarse un trabajo cocreado, de actualización, donde pueda revisarse el concepto de Defensa Pública Abierta, a la luz de los avances y hallazgos de estos años. Tal proceso permitiría enriquecer y fortalecer las acciones que se realizan dentro de cada principio, visualizar nuevamente los ejes, y luego, en cada eje, mostrar los proyectos o acciones que se están llevando a cabo o que se prevén necesarios en los próximos años. 







Una vez definidos los proyectos y las acciones alineados con los ejes y principios de la Justicia Abierta, será posible contar con un mapeo más preciso de lo que actualmente realiza la Defensa Pública en esta materia y su proyección futura. Esto, además, facilitará la planificación estratégica y la proyección institucional para desarrollar y fortalecer nuevas acciones y proyectos.







Si bien la Justicia Abierta y la Política del Poder Judicial constituyen un marco general que orienta a todas las dependencias, resulta esencial que, en el ámbito jurisdiccional y auxiliar de justicia, cada oficina apropie estos conceptos y los adapte a sus funciones específicas. Solo así se logrará una implementación coherente y significativa, que refleje la identidad y las necesidades propias de la Defensa Pública.







Recomendaciones



· Actualizar la información disponible en la página web, ya que actualmente existen documentos desactualizados (por ejemplo, del año 2022). Esto permitirá ofrecer datos vigentes y mejorar la transparencia institucional.



· Diseñar e implementar un plan de capacitación en Justicia Abierta y Datos Abiertos dirigido al personal de la Defensa Pública, con el fin de fortalecer sus conocimientos y capacidades para participar activamente en estos procesos.



· Desarrollar procesos participativos para la apertura de datos, mediante mesas de trabajo con personas usuarias y organizaciones de la sociedad civil. Esto permitirá identificar las variables e información de interés, valorar la creación de dashboards según las necesidades detectadas y, desde la perspectiva de transparencia activa, revisar los datos actualmente disponibles para su publicación tanto en la página web como en el portal de datos abiertos.



· Actualizar los apartados de Transparencia, Colaboración y Participación en el espacio de Defensa Pública Abierta en la página web, e incorporar información que refleje las acciones concretas de la institución en cada una de estas áreas.



· Revisar de manera conjunta con el personal de la Defensa Pública y ciudadanía, el modelo institucional de Defensa Pública Abierta, a la luz de las experiencias vividas en los últimos años de forma que se identifiquen los proyectos y acciones existentes de acuerdo con sus principios y ejes, y permita asignar responsabilidades y planificar acciones futuras, remozando así dicho modelo.







Agradecemos la atención que se brinde al presente documento y la oportunidad que nos brindan de aportar a este importante.  Desde Conamaj resulta importante impulsar el crecimiento en Justicia Abierta en el Poder Judicial, y principalmente, dentro de un rol tan importante como la Defensa Pública.







Quedamos a la orden en caso de que requieran profundizar en el documento o si se desea llevar a cabo alguna acción coordinada para el 2026.







Sin otro particular, le saluda atentamente,











				Sara Castillo Vargas







				Directora Ejecutiva







				Conamaj























Michael Garita Jiménez



Profesional



Conamaj
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I. INTRODUCCIÓN Y METODOLOGÍA  
 





De acuerdo a los Términos de Referencia de la presente consultoría y al Plan de Trabajo aprobado, 
se elaboró este diagnóstico de situación que da cuenta de los esfuerzos realizados por la Defensa Pública 





(DP) de Costa Rica en materia de Justicia Abierta (JA) hasta la fecha. Asimismo, se analizan las 
potencialidades para la implementación de la política. Esta intervención se enmarca en el apoyo brindado 
por el Programa EUROsociAL +. La Unidad Técnica de Gobernanza perteneciente al mismo coordina la 





acción y el Consejo General de la Abogacía Española es responsable de la ejecución y seguimiento de las 
actividades formuladas en el marco de la asistencia técnica. 





 
 Para su realización, se utilizó la metodología de trabajo que se expuso en el Plan de Trabajo. Se 





exploraron las principales iniciativas desarrolladas por la DP hasta la fecha que puedan ser consideradas 
tendientes a lograr una mayor transparencia, participación o colaboración. Como ejemplo de políticas que 





se evaluaron podemos citar aquellas realizadas en materia de acceso a la información (información 
publicada tal como estados financieros y presupuestarios de la Institución, los informes y rendición de 
cuentas y las estadísticas); los trámites, consultas y sugerencias en línea que mejoran el acceso a justicia de 





las personas usuarias del sistema; la nueva página web de la institución, entre otros. En cuanto a la 
participación ciudadana, sus principales acciones se han focalizado en incrementar la comunicación con las 





personas usuarias a través de un sistema online que será analizado en detalle. Por último, se observaron 
diversas estrategias de capacitación y comunicación que se implementaron para mejorar el conocimiento 





sobre los servicios que brinda la DP en medios de comunicación y redes sociales. 
 





Los métodos que se utilizaron para la recolección de datos incluyeron: 





 
a) revisión exhaustiva de la página web de la DP; 





b) revisión y estudio de la documentación disponible producida y enviada por la DP (los 
documentos consultados están listados en el Anexo 2); y 





c) entrevistas virtuales1 con actores clave que se definieron en conjunto con la contraparte del 
proyecto y con EUROsociAL + + (el listado de personas entrevistadas se encuentra en el Anexo 
1). Las opiniones de los entrevistados no se citarán de forma textual sino que sirven como fuente 





general para el presente diagnóstico. 
 





Este diagnóstico tiene por objeto analizar de forma general las principales medidas relacionadas con 
JA que se han implementado en la DP de Costa Rica a partir de la adopción de la política de JA por parte 





del Poder Judicial. En este sentido, no se incluyen de forma exhaustiva todas y cada una de las iniciativas 
desarrolladas sino solamente las necesarias a los efectos de esta intervención. Sí, es importante determinar 





los principales cursos de acción, cómo podrían mejorarse y cómo se podrían sistematizar todas estas 
experiencias para dar un marco integral a la política de Justicia Abierta.  





 





Cada sección contiene una descripción de los principales hallazgos, una valoración de los mismos y 
recomendaciones para mejorar los aspectos que así lo requieran de acuerdo a las mejores prácticas de JA. 





 
 





2. CONTEXTO GENERAL 
 





2.1 Marco Regulatorio 
 





La Constitución Política de Costa Rica reconoce algunos de los principios de Gobierno Abierto. 
Por ejemplo, sus artículos 27 y 30 establecen los derechos de petición y de acceso a la información pública. 





Si bien aún Costa Rica no tiene una Ley de Acceso a la Información Pública, cuenta con el Decreto 38994 





 
1 En unos pocos casos, los entrevistados respondieron por escrito por imposibilidad de 
reunirse. 
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de 2015 en el cual se crea la Comisión Nacional por un Gobierno Abierto con el objetivo de facilitar y 
coordinar las políticas de Gobierno Abierto en la Administración Pública. El Poder Judicial adhirió a la 





política de gobierno abierto mediante la firma de la Declaración “Por la construcción de un Estado 
Abierto” y el Convenio Marco para Promover un Estado Abierto de la República de Costa Rica entre el 
Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo, el Poder Judicial y el Tribunal Supremo de Elecciones” en marzo de 





2017. En este documento se ratifica la voluntad del Poder Judicial de avanzar en los principios de 
transparencia, participación y colaboración y se compromete a brindar una justicia pronta, cumplida, sin 





denegación y fomentar el pleno respeto y ejercicio de los derechos humanos. En particular, el Poder 
Judicial se compromete a: 





 
a) Promover los principios del Estado Abierto, de manera de que estos sean incorporados en sus 





planes, proyectos y acciones; 





b) Mantener lazos de comunicación y colaboración con los otros poderes, que favorezcan el diálogo y 
ejecución conjunta de iniciativas; 





c) Procurar dar cumplimiento a los estándares de calidad que se establezcan como parámetros para el 
desarrollo de las iniciativas de Justicia Abierta; 





d) Fortalecer los vínculos que faciliten la necesaria interacción con las demás instituciones públicas, 
para beneficio de las personas destinatarias de los servicios; 





e) Participar y apoyar, en la medida de sus posibilidades, en la ejecución del Plan Nacional de Acción 





de Gobierno Abierto; y 
f) Promover la sensibilización y capacitación sobre la importancia de la apertura del Estado y, 





particularmente, la Justicia Abierta. 
 





Costa Rica es miembro de la Alianza por el Gobierno Abierto desde 2012. Desde esa fecha, ha 
presentado en sus Planes de Acción diversos compromisos que involucran al Poder Judicial, en particular 
respecto de incrementar el acceso a la información (2013 y 2015), la política de participación ciudadana 





(2015) y la política de justicia abierta (2017).2 
 





Respecto de esta última, el compromiso buscó “Promover una gestión en todos los ámbitos del 
Poder Judicial basada en los principios rectores de la Justicia Abierta: transparencia, participación y 





colaboración, para garantizar el derecho de acceso a la justicia imparcial, independiente e igualitaria y la 
tutela judicial efectiva que conlleva al bienestar integral de las personas. Además, se instrumentalizará la 





Política, que contenga al menos los siguientes productos: mapeo de actores, plan de acción, línea base, 
sistema de evaluación y seguimiento que incluya el monitoreo ciudadano y un sistema de rendición de 
cuentas ante la ciudadanía, con especial atención a las poblaciones en condición de vulnerabilidad”. Con 





este marco, se diseñó e implementó el Plan de Acción de Justicia Abierta. 
 





Durante 2018, y a través de un apoyo de EUROsociAL +, se diseñó y aprobó un Plan de Acción de 
Justicia Abierta del Poder Judicial que incluye compromisos de diversas áreas, incluida la DP (compromiso 





1.9). Este compromiso será analizado en la sección 4. 
 





Como ya se expresó en ocasión de la primera asistencia técnica, el andamiaje legal y normativo 





sobre Justicia Abierta en Costa Rica parece ser el adecuado y no se observa necesidad de creación de más 
instrumentos legales (a excepción de la sanción de una Ley de Acceso a la Información Pública) para 





alcanzar las metas de Justicia Abierta. 
 





2.2 Acerca de la Defensa Pública 
 





La misión de la institución es la de proveer defensa pública con excelencia, solidaridad y 





compromiso a todas las personas usuarias, contribuyendo a garantizar la plena vigencia de los derechos, 
libertades, garantías e intereses de estas personas, en forma ágil y oportuna, en los procesos judiciales que 





nos han sido legalmente asignados. Para ello, se percibe como una institución técnica, eficaz, eficiente y de 





 
2 Para un análisis exhaustivo de los esfuerzos de Costa Rica en materia de Gobierno Abierto ver: Mario Serrano 





Zamora, Principales Avances y Retos de Costa Rica en Materia de Gobierno Abierto. 
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calidad y es guiada por los principios de integridad, honradez, iniciativa, compromiso, responsabilidad y 
excelencia. En este sentido, tanto su misión, como su visión y los principios que la guían son acordes a la 





política de Justicia Abierta. 
 
La DP de Costa Rica, a diferencia de lo que ocurre en otros lugares, tiene una jurisdicción bien 





amplia, atendiendo no solo materias penales, de penal juvenil y de ejecución de la pena, sino que actúa en 
un espectro de casos más grande. Sus defensores entienden en casos penales al igual que en casos de 





disputas agrarias, de familia, cuestiones vinculadas a poblaciones indígenas, laborales, de contravenciones y 
tránsito, de justicia restaurativa, pensiones alimentarias, asuntos disciplinarios y contencioso administrativo. 





Sus más de 500 defensores públicos se encuentran asignados a todas estas materias dividiéndose en 
regiones bajo la supervisión de defensores coordinadores y bajo la autoridad central del Defensor General 
de Costa Rica. Esta estructura única aporta complejidad a la institución a la vez que busca ampliar el acceso 





a justicia. Es fundamental tener en cuenta cómo está organizada la DP a la hora de implementar una política 
de Justicia Abierta que dé cuenta de este múltiple campo de acción. 





 
Según el Informe de Labores 2020, la DP está integrada por 826 personas funcionarias, distribuidas 





de la siguiente manera: 1 Director, 1 Subdirectora, 14 personas supervisoras, 556 personas defensoras 
públicas, 1 persona administradora, 134 personas destacadas en puestos administrativos, 109 personas 
técnicas jurídicas y 10 personas investigadoras. 





 
Según se desprende de su página web, existen 5 proyectos institucionales, todos ellos relacionados 





con una justicia abierta: proyecto de modernización institucional, redes institucionales, comunicación y 
proyección, estrategias de capacitación y mejora integral del proceso penal. Iremos analizando estos 





proyectos en la medida de su vinculación con los principios de justicia abierta que se analizarán a 
continuación. 
 





Para el presente diagnóstico, se han analizado los Planes Operativos Anuales (PAOs) más recientes 
de la DP. En ellos se incorpora el concepto de justicia abierta. Por ejemplo, en el PAO 2020, se enfatizó en 





la capacitación sobre justicia abierta, mientras que en el 2021 y 2022, se puso el foco en la colaboración. 
 





 





3. ANÁLISIS DE LAS MEDIDAS IMPLEMENTADAS POR LA DEFENSA PÚBLICA SEGÚN 
LOS PRINCIPIOS DE GOBIERNO ABIERTO 
 





3.1 Liderazgo y cultura institucional 
 





La implementación de una política de justicia abierta, así como de cualquier tipo de medidas de 
gobierno abierto en general, requiere de un fuerte liderazgo por parte de las máximas autoridades de la 





institución. Aún en aquellas instituciones en las que no existe una cultura de apertura, ni tradición en este 
sentido, un liderazgo innovador puede provocar resultados rápidos y eficaces en materia de apertura.  
 





Por otro lado, otro elemento altamente favorable para la implementación de políticas de apertura 
es un ecosistema institucional y de actores favorables al cambio. Esto es así porque una institución como la 





DP no actúa como una isla sino que interactúa con el resto de las agencias del Poder Judicial, con otros 
actores del sector público y con numerosos actores de la sociedad civil.  





 
Se ha observado a partir de las entrevistas con las autoridades y con los demás actores, que ambos 





conceptos – liderazgo potente y cultura organizacional propicia – se encuentran presentes en la DP por lo 
que no se considera que estos aspectos constituyan un desafío en la implementación. Tanto el mismo Sr. 
Defensor General, como todos los defensores entrevistados manifestaron explícitamente su intención de 





avanzar hacia una mayor apertura. Es fundamental también el compromiso manifestado de poner los 
medios a disposición para que esto suceda. Sin embargo, no alcanza solamente con la expresión verbal de 





avanzar en este sentido, sino que es importante que los actores comprendan y estén dispuestos a 
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implementar acciones concretas y a veces costosas, para implementar una justicia abierta. La asignación de 
recursos tanto materiales como humanos es fundamental en este sentido. 





 
El contexto también es favorable. Ya existe una tradición de años de un Poder Judicial 





comprometido con la justicia abierta. Existen políticas exitosas implementadas y también lecciones 





aprendidas de qué es lo que mejor funciona en el contexto. Existe una larga experiencia de implementación 
de acciones de transparencia, de colaboración y de participación. Esta situación tracciona a favor de la DP; 





ya no se necesita “convencer” a los actores de la necesidad de una DP abierta, sino solo deben tomarse 
decisiones acerca de cómo será la implementación, cuáles serán las prioridades y los plazos en los que se 





implementará. 
 
Es recomendable utilizar el liderazgo existente para avanzar rápidamente en la implementación de una 





política de JA. Por ejemplo, podrían aprovecharse los discursos del Sr. Defensor Oficial para incluir 
siempre el concepto de JA, podrían realizarse reuniones con el Sr. Defensor General y otras autoridades 





para dar impulso a la iniciativa, podría hacerse videos o spots del Sr. Defensor General explicando qué es 
JA y por qué es relevante. 





 
Se debe provechar al máximo la experiencia y trayectoria del PJ. Por ejemplo, utilizar y/o adaptar los 
materiales de difusión y capacitación que el PJ produce; sumarse a los proyectos de JA del PJ tal como el 





Observatorio que se lanza durante este mes; realizar reuniones periódicas con el equipo de datos abiertos 
para aprender de su implementación y coordinar políticas. 





 
3.2 Diseño institucional 





 
No existe un único diseño institucional para liderar las iniciativas de justicia abierta. De hecho, en 





algunos países son los poderes judiciales los líderes en la materia, y en muchos otros los ministerios de 





justicia. Por otro lado, hay países que cuentan con oficinas especiales de gobierno abierto, mientras que 
otros, trabajan las iniciativas de gobierno abierto desde oficinas dedicadas a la modernización del estado o 





a la innovación. Dicho esto, siempre es recomendable para una institución que desea iniciar acciones de 
justicia abierta que se asigne formalmente esta función a una oficina en particular. Idealmente, se debería 





crear una pequeña unidad de justicia abierta.  
 





De las conversaciones mantenidas con los entrevistados, las iniciativas de justicia abierta 
implementadas hasta el momento no han sido centralizadas ni coordinadas por ninguna oficina en 
particular. Cabe destacar que sí existen uno o dos defensores que conocen el estado de todas las iniciativas 





y monitorean su cumplimento, pero no se ha podido verificar ninguna formalidad ni atribución de 
obligaciones en este sentido. Aparentemente, es el área de Comunicación la que lleva adelante muchas de 





las principales iniciativas de JA, pero esto no es exclusivo. La nueva estrategia de comunicación que se 
analiza en la sección pertinente, trata sobre muchos de los principios de JA. Esto denota una intención de 





que sea esta oficina la que lleve a cabo o monitoree las iniciativas de JA. Cabe resaltar que, si bien 
cuestiones tales como transparencia, participación y rendición de cuentas son centrales tanto para la JA 
como para el área de comunicación, su naturaleza no es la misma. La definición sustantiva de las iniciativas 





de JA deben idealmente ser propuestas por un área especializada específica y no depender exclusivamente 
del área de comunicación. 





 
Si bien el escenario ideal sería contar con una pequeña unidad específica para los temas de justicia 





abierta, la DP, acorde con su política de responsabilidad presupuestaria, no se encuentra en condiciones en 
este momento de crear nuevas oficinas o incorporar nuevos puestos de trabajo. Sin embargo,  la Dirección 
se compromete a disponer, oportunamente, un recargo de los temas propios de Justicia Abierta en una 





plaza ya existente, con la finalidad de sistematizar adecuadamente las acciones y los planes de acción en 
esta materia que ya se han venido trabajando.  





 
 





3.3 Transparencia y acceso a la información 
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Como se señaló en el informe diagnóstico del Poder Judicial de 2018, “es un déficit del sistema 





legal de Costa Rica la falta de una Ley de Acceso a la Información. Esta debería incluir al Poder Judicial, 
como es de buena práctica a nivel global, y debería existir una Agencia u otro tipo de Autoridad de 
Aplicación que asegure el cumplimiento del Derecho al Acceso a la Información dentro del Poder Judicial. 





Si bien actualmente la exigibilidad del derecho lo garantiza la Sala Constitucional de la Corte, la 
jurisprudencia de la sala es sólida y parte de la premisa del acceso total, con las únicas excepciones 





establecidas por la ley, siempre es aconsejable que el acceso sea garantizado por ley y exista una autoridad 
competente previa a la acción judicial, siendo esta la buena práctica a nivel regional”. 





 
En esta sección, comentaremos las iniciativas que se implementan en la DP para fortalecer el 





acceso a la información y la transparencia. 





 





• Transparencia Activa 
 





En este apartado, se analizan las publicaciones que se encuentran en la página web de la institución. 





 
De acuerdo a las buenas prácticas en la materia, la DP de Costa Rica publica en su página web 





información institucional referida a su historia, organización y funcionamiento. Publica su Carta Ideológica 
de 2009 en la que se establecen los principios con los que todo defensor público debe actuar y algunos 





desafíos pendientes de la DP. También se identifica su misión, su función y los principios que la guían. 
Puede encontrarse información acerca de sus 5 proyectos institucionales mencionados anteriormente y 





existe información detallada acerca de las distintas áreas de actuación (penal, laboral, agrario, etc.). 
 





La página web contiene una sección de capacitación con las diversas ofertas de actividades de este 





tipo, y una sección de comunicación en dónde brinda información de utilidad a las personas. Cuenta con la 
publicación de boletines de jurisprudencia por materia e información escueta sobre los concursos para 





cubrir diversas vacantes en la institución.  
 





La página tiene una sección llamada Defensa Pública Abierta que informa sobre la iniciativa de 
justicia abierta y remite al documento de Política de Justicia Abierta del Poder Judicial. Dentro de esta 
sección, pueden consultarse unos cuadros con datos estadísticos producidos con Power BI que se 





analizarán en el apartado de estadísticas. Al parecer, no puede accederse a las bases de datos que dan 
origen a estos gráficos. 





 
La sección Defensa Pública Abierta cuenta con tres subsecciones acorde a los principios de 





gobierno abierto: Transparencia, Participación y Colaboración que contienen la siguiente información: 
 





• Transparencia: incluye acceso al Plan Anual Operativo 2020, Plan Estratégico Institucional, 
Presupuesto e Informe de Rendición de Cuentas (Informe de Labores). Todos estos documentos 





son de formato cerrado tipo imagen y solo se puede acceder desde aquí a la última versión de los 
mismo que está actualizada a 2020. También desde aquí se pueden descargar las circulares de la 





institución. 





• Participación: Aquí se ofrece la posibilidad de completar un cuestionario/encuesta acerca del 
servicio. 





• Colaboración: aquí se destacan dos iniciativas de colaboración interinstitucional, la Red 
Interinstitucional para la Atención Integral de Mujeres y la cooperación del programa de la Unión 
Europea para la cohesión de America Latina (EUROsociAL +). 





 
Por último, esta sección contiene enlaces a las páginas de justicia abierta, de facilitadores judiciales y de 





CONAMAJ del Poder Judicial y un espacio con noticias y novedades. 
 





Si bien la información es mucha y completa, podría mejorarse si fuera más sistemática y en los 
casos de ser posible se presentará en formatos abiertos. Por ejemplo, no se ha podido encontrar un 
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directorio de defensores que incluya su año de designación, su CV, su materia de actuación, la región en la 
que opera, y otros datos relevantes que pudieran ser reutilizados. 





 





• Datos y Estadísticas Judiciales 
 





Según surge de las entrevistas, las estadísticas judiciales que se producen, ya sea que se encuentran 





publicadas o no, surgen en algunos casos de los sistemas de gestión y en otros de planillas de relevamiento 
solicitadas a las diversas oficinas de la DP. Este doble sistema se debe a que los sistemas de gestión de 
expedientes y de información son diferentes según la materia de la que se trate.  





 
La Unidad de Modernización de la DP tiene a su cargo la supervisión de los aspectos tecnológicos 





de la institución. Esta Unidad, junto con la Dirección de Informática del PJ, están trabajando en la puesta en 
línea de un nuevo sistema de gestión para todo el PJ que será más adecuado para incluir a todas las 





materias y permitirá una mejora en la producción de datos. En la actualidad, solamente en las materias 
penal y laboral funciona el Sistema SSC desde 2013. Este sistema fue desarrollado por una empresa privada 
que luego entregó el código fuente a la DP. El sistema fue calificado por los entrevistados como rígido y 





poco flexible y sólo está implementado en un 100% en las materias penal y laboral, mientras que presenta 
incompatibilidades con las otras materias. Sin embargo, se implementará prontamente para las materias 





penal juvenil y justicia restaurativa. 
 





El Poder Judicial trabaja desde hace dos años en un nuevo desarrollo, un sistema integrado de 
apoyo a la gestión llamado SIAG que incluirá a todos los órganos de justicia, entre ellos la DP. El plan piloto 





comenzará en un circuito controlado en Alajuela e incluirá a todas las materias. La DP estará involucrada 
en este plan piloto, lo que constituye un logro para la DP ya que permitirá iniciar las pruebas del sistema en 
este ambiente global. La finalización de este proyecto está prevista a partir de la implantación en todo el 





país y en todas las materias en octubre de 2024. Para esa fecha, ya se habrán desarrollado las pruebas con 
los usuarios y las capacitaciones necesarias.  





 
En la actualidad, la extracción de datos surge del SSC y a través de otro sistema -SIGMA- se 





analizan los datos a partir de fórmulas pre establecidas. Como forma de control y para corregir errores 
que pudieran surgir, la Dirección de Planificación realiza una revisión adicional comparativa de los datos y 
prepara un reporte. Según los entrevistados, en general no suele haber grandes diferencias por lo que 





califican al sistema como confiable. 
 





Como se dijo, en las materias que no cuentan con el sistema de gestión SSC, tal como sucede en la 
materia pensiones alimentarias, el sistema es más rudimentario; se utiliza simplemente una planilla en Excel 





con un esquema pre diseñado. En estas materias, los defensores remiten las planillas mensualmente a las 42 
oficinas que reportan datos y cada una de ellas envía la información consolidada. En la administración 
procesan toda la información y realizan un reporte trimestral. En la actualidad, han iniciado un proyecto 





para comparar estos datos con los que provienen de los juzgados como forma de verificación de los datos.  
 





La DP publica estadísticas tanto en sus informes anuales de labores como en su página web. Los 
gráficos desarrollados con Power BI y presentado en la página web son dinámicos y contienen filtros que 





permiten conocer la información por jurisdicción y por materia. Allí se presentan datos referidos a asuntos 
entrados, circulantes y terminados por año, desde 2014 a 2019. En el Informe de Labores 2020 pueden 





encontrarse datos agregados acerca de la ejecución presupuestaria, gestión de los recursos humanos, 
cantidad de casos tratados, capacitación, procesos disciplinarios, acciones afirmativas, entre otros. En 
ninguno de los dos casos se han utilizado formatos abiertos para presentar los datos. Tampoco se 





presentan datos primarios o micro datos acerca de los casos ni existe información acerca de la duración de 
los procesos. 





 
Tanto las bases de datos que se analizan con SIGMA como las planillas de cálculo que se realizan 





con Excel son listados, es decir contienen datos primarios o micro datos. Esto surge de la información 
otorgada por los entrevistados y no por observación de los sistemas.  
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Frente a la consulta de por qué no se publican ningún tipo de base de dato en formato abierto, la 





respuesta dada por la mayoría de los entrevistados fue que es porque contienen datos sensibles. Cuando 
se insistió en la pregunta, ahondando en por qué no se anonimizaban los datos sensibles y luego se 
publicaban, no se obtuvo una respuesta clara. Sí hubo un consenso en la necesidad de avanzar en un debate 





profundo acerca de qué datos había que publicar y en qué formatos. La mayoría de los entrevistados 
consideró la política de datos e información como un desafío y una prioridad que debían resolver. 





 
La DP no cuenta en la actualidad con una política ni una estrategia en materia de datos abiertos, y 





dado que esto es central para una justicia abierta, es una prioridad que se aborde. Durante las entrevistas 
pudo constatarse una falta de comprensión acerca de qué son los datos abiertos y una confusión acerca de 
los conceptos de datos abiertos y de protección de datos sensibles. Hoy en día, luego de varios años de 





desarrollo de estas temáticas, se conoce que es absolutamente compatible la publicación de datos 
primarios y abiertos con la protección de los datos personales. Estos avances conceptuales parecen no ser 





reconocidos por muchos de los entrevistados. Muchas veces, la protección de los datos sensibles ha sido 
tomada como excusa por instituciones públicas para limitar el acceso a la información. Este no parece ser 





el caso de la DP; más bien pudo percibirse un desconocimiento sobre la materia y sobre las técnicas de 
anonimización que permiten abrir datos a la vez que preservar la intimidad de las personas. Dicho esto, 
también pudo observarse que desde las máximas autoridades de la DP así como de las personas encargadas 





de estos temas hay una predisposición a dar el debate y llevar a la institución hacia un cambio. 
 





Por lo expuesto se recomienda definir una política de datos abiertos integral y sistemática. Esta 
política debería definir qué datos y en qué formatos se publicarán, quiénes son los responsables de su 





producción y cuáles van a ser los procesos de recolección, análisis y publicación. También se recomienda 
analizar cuáles son los procesos de anonimización que la DP utilizará. Es imprescindible realizar una 
capacitación técnica sobre datos abiertos ya que el desconocimiento es uno de los mayores obstáculos 





para avanzar. Se sugiere trabajar en estrecha vinculación con la oficina de datos abiertos del PJ que lleva 
varios años trabajando con ellos y son pioneros en este tema. Por último, cabe recordar que, dentro de la 





política de justicia abierta, todas las decisiones relacionadas con los datos deben tomarse de forma co-
creada con las organizaciones de la sociedad civil que serán las destinatarias o usuarias de la información. 





Para esto, se recomienda realizar mesas de trabajo con dichas instituciones. 
 





 





• Página web del de la DP 
 





Uno de los mayores logros en materia de JA destacado por muchos de los defensores 





entrevistados fue el rediseño de la página web de la defensa. La página web es también señalada como un 
avance tecnológico dentro de la DP.  
 





En el apartado anterior se enumeró su contenido a partir de la navegación y exploración de la 
misma. A continuación, se citan las directrices y contenidos establecidos en la Estrategia de comunicación y 





que han sido en algunos casos adoptadas, y en otros, se encuentran pendientes: 
 





• Noticias institucionales.  





• Reestructurar el contenido relacionado con la historia, misión, carta ideológica, ética y 
valores y organigrama. 





• Agregar aspectos relacionadas con la gestión y administración de la estructura de la 
Defensa Pública. 





• Agregar información actualizada con planes anuales operativos, el plan estratégico de la 
institución, política institucional y una lista de la distribución funcional de la institución, así 
como el sistema de nombramientos, la cantidad de personal, consultas sobre concursos. 





• Diseñar un sistema de información tecnológico, inclusivo, gratuito y de fácil acceso para las 
personas usuarias. Solo se deberá ingresar el nombre completo, lugar de residencia, la 
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materia en la que se requiere consultar y el sistema le brinde automáticamente la 
información necesaria de la oficina más cercana que le puede brindar el servicio. 





• Ampliar la información ubicada en el Chatboot.  





• Incluir datos de Defensa Pública Abierta, que incluya aspectos generales del proyecto que 
se está gestando, las estadísticas en general, los proyectos estratégicos, la ejecución del 
presupuesto. 





• Mejorar el formato de los medios de comunicación. 





• Servicios Institucionales, donde se visualicen todas las unidades de la Defensa Pública. Debe 
incluirse información más útil para la persona usuaria, cómo accesar al servicio, requisitos 





para los trámites, restricciones económicas para el servicio. 





• Sección de jurisprudencia de interés para la materia específica, leyes de cada materia, 
circulares específicas de cada materia.  





• Crear una sección de multimedia. 





• Crear una sección de foro interno.  





• Crear una sección de Supervisión Disciplinaria, 





• Crear una sección exclusiva para personas Defensoras Públicas, con actividades de 
capacitación, opinión, información estratégica de carácter funcional restringida sólo para 
personal de la institución.   





 





Todas las propuestas y recomendaciones parecen oportunas, aunque resultan muy ambiciosas. 
Debería establecerse una priorización de las propuestas y un cronograma de cumplimiento en base a los 





recursos humanos y financieros que se dispongan a este efecto. 
 





Se recomienda la incorporación de bases de datos abiertas en la página web según se explica en el 
apartado correspondiente. 





 





Se sugiere realizar un taller con usuarios de la página web para evaluar su usabilidad y obtener 
recomendaciones de mejora de aquellas personas que son los destinatarios de la misma 





 
 





• Estrategias de Comunicación y Sensibilización 
 





La DP cuenta con un área de comunicación y sensibilización ya que sus autoridades han definido 
que estos temas son centrales para la gestión. De las entrevistas se desprende la idea de que la DP pública 





realiza un trabajo muy grande tanto en calidad como en cantidad en términos de mejorar el acceso a 
justicia, pero que a lo largo de su historia no ha podido comunicarlo de forma satisfactoria. Por ello, 





durante 2020, se trabajó en la creación de un nuevo diseño en la materia. Sus principales lineamientos se 
encuentran en el documento “Estrategia de comunicación, proyección y sensibilización de la Defensa 
Pública”. El documento tiene los siguientes objetivos: 1. Definir una estrategia de comunicación que 





posicione a la Defensa Pública como una institución eficiente, confiable, transparente y solidaria con la 
persona usuaria; 2. Diseñar la estrategia de comunicación y sensibilización en la Defensa Pública desde los 





tres ejes de comunicación, gestión, proyección y sistematización sobre los servicios del área social que 
atiende la Defensa Pública para el respeto de los principios de transparencia, colaboración y participación 





ciudadana; 3. Diseñar los protocolos institucionales de actuación en crisis, atención a la prensa, manejo de 
redes sociales, información interna y externa para una adecuada ejecución en los procesos de 
comunicación; y 4. Página Web al alcance de los medios de comunicación colectiva y población en general.  





 
Este documento se enmarca, según el mismo lo establece, dentro de la iniciativa de JA: “En el año 





2018 la Corte Plena del Poder Judicial, dispuso como parte de las políticas institucionales, incorporar 
dentro de su gestión administrativa la política de Justicia Abierta, entendida esta como: “una forma de 





gestión pública aplicada al quehacer de la administración de justicia que redefine la vinculación entre el 
Poder Judicial y la sociedad en general, basándose en los principios de transparencia, participación, 
colaboración, con los fines de garantizar el Estado de Derecho, promover la paz social y fortalecer la 





democracia”. 
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El documento contiene un interesante análisis FODA, realiza una clasificación de los distintos tipos 





de información que la DP puede brindar, aporta un glosario de términos comunicacionales y establece los 
principios sobre los cuales se fundamenta. También desarrolla un marco teórico sobre el que se 
determinan los distintos públicos-objetivo de la comunicación. Por último, establece los lineamientos para 





la comunicación tanto interna como externa. 
 





En este documento se incluye un plan de trabajo detallado con productos específicos que se 
desarrollarán durante 2021 para cada una de las materias que atiende la DP. 





 
Según el documento de referencia y los resultados de las entrevistas se pueden mencionar los 





siguientes hallazgos generales referidos a la comunicación de la DP: (i) la DP es la única dependencia del PJ 





que no cuenta con un área específica de prensa. En algún momento contaba con un periodista pero luego 
hubo un recorte y se prescindió de esta figura; (ii) el déficit en la comunicación institucional impide que 





posibles usuarios de los servicios que brinda la DP (sobre todo poblaciones vulnerables) puedan 
conocerlos y esto constituye una barrera para el acceso a la justicia; y (iii) la ausencia de comunicación 





eficaz y directa con los usuarios dificulta la adopción plena de una justicia abierta y deslegitima a la 
institución. 





 





El trabajo plasmado en la estrategia de comunicación es muy valioso y necesario para suplir los 
déficits mencionados. Se percibe un gran trabajo de diagnóstico, análisis y propuestas realizado por las 





funcionarias a cargo del área. No se puede evaluar aún el impacto de esta estrategia ya que es muy nueva. 
Se recomienda profundizar la estrategia, y en la medida de lo posible, dotar del personal de prensa 





necesario para cumplir con las funciones y con los numerosos productos propuestos en el plan de acción. 
 





• Capacitación 
 





La DP ha realizado esfuerzos de capacitación en materia de JA desde 2019. Durante ese año, se 
capacitó a los coordinadores de las oficinas de la DP de todo el país en coordinación con CONAMAJ. 





Durante ese año y el siguiente, se capacitó a más de un 20% del total de los funcionarios de la DP según 
consta en los certificados enviados. Solo durante 2020, la Escuela Judicial capacitó al 10% de funcionarios 
de la DP en materias relacionadas con la JA. Asimismo, un número aún mayor de funcionarios participaron 





de actividades de sensibilización en materia de JA realizadas por CONAMAJ (la DP no cuenta con una 
certificación de la cantidad de personas que participaron de estas actividades). 





 
Los niveles de capacitación parecen ser satisfactorios según la etapa de implementación corriente. 





Sin embargo, hay fueros, como el laboral, que aparecen como más integrados en los planes de capacitación 
que otros. Por otra parte, si bien todos los entrevistados pertenecientes a la jerarquía dentro de la DP 
demostraron su compenetración y conocimiento acerca de qué es una JA, se evidenció que tal vez la 





realidad en materia de capacitación para los defensores que no tienen posiciones de jerarquía sea menor.  
 





Los entrevistados demostraron necesitar una capacitación técnica en materia de datos abiertos. Si 
bien muchos de ellos conocían en general el concepto, se notó una falta de sensibilización con las 





tendencias más nuevas y con aspectos técnicos de los mismos. 
 





No pudo constatarse la existencia de actividades de capacitación o sensibilización en materia de JA 
para las personas usuarias de la DP o para otros actores de la sociedad civil. 





 





Por todo lo expuesto, se recomienda realizar cursos de capacitación específicos sobre datos 
abiertos, incluir de forma gradual a todos los funcionarios de la DP en los cursos sobre JA y diseñar e 





implementar actividades de capacitación para personas externas a la institución. 
 





El documento “Estrategia de Comunicación, Proyección y Sensibilización de la Defensa Pública” 
presenta un modelo y actividades para la Unidad del Proceso de Gestión del Conocimiento que parece 
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apropiado para cumplir con los fines de capacitación en materia de JA. Según dice el documento “esta 
unidad tendrá un enfoque de divulgación diferente a las demás. Las acciones se vincularán con, informar 





sobre las actividades de capacitación gestionadas  e impartidas por esta unidad. Se propone diez infografías, 
que podrían consistir en diseños de canva, los cuales visualmente son muy atractivos y son diseños 
gratuitos. Así mismo, se propone la grabación de cinco entrevistas con personas especialistas en diversos 





contenidos y temas, que junto a una nota informativa darán a conocer la actividad que ejecuta esta unidad”. 
En este sentido, es recomendable utilizar esta iniciativa para diseñar materiales y actividades relacionados 





con una DP abierta.  
 





También se propone la revisión, eventual adaptación y utilización de recursos educativos y 
formativos realizados por CONAMAJ y que son de uso libre para la DP. 





 





 
3.4 Participación y colaboración 





 





• Participación 
 





Según se expresó en el informe diagnóstico de 2018, “el Poder Judicial de Costa Rica cuenta con 





una política de participación ciudadana que fue aprobada en julio de 2015 como parte del compromiso 
institucional de adoptar una figura más abierta, inclusiva y transparente ante la ciudadanía. Esta política 





tiene por objetivo general garantizar un Poder Judicial capaz de integrar a la ciudadanía como el eje 
principal definitorio de su accionar, en cumplimiento del artículo 9 de la Constitución Política de la 





República de Costa Rica. Sus objetivos específicos son los de apoyar a la ciudadanía en el ejercicio del 
derecho constitucional de la participación ciudadana ante la gestión del Poder Judicial en Costa Rica y de 
promover un Poder Judicial democrático, transparente, responsable, abierto, dialogante, amigable y 





confiable para la ciudadanía en todo el territorio costarricense”. 
 





Al ser una política del PJ incluye también a la DP. Sin embargo, no se han observado los mismos 
niveles de promoción a la participación que tiene el resto del PJ en la DP. En este sentido, es necesario 





trabajar fuertemente en un modelo de paricipación pública específico para la DP. Los mismos defensores 
entrevistados no pudieron determinar de forma significativa cuáles habían sido los esfuerzos en esta 
materia. Por supuesto que sí los hubo, -en particular, múltiples acercamientos de los defensores a los 





territorios- pero parecen haber sido limitados, de poca envergadura o esporádicos, es decir, sin 
continuidad en el tiempo. Como forma de ilustrar esta afirmación, se debe mencionar la relativa dificultad 





o demora en poder concertar las entrevistas con representantes de la sociedd civil. En este sentido, cabe 
resaltar la excelente predisposición de las autoridades para concretarlas, pero se evidenció que los 





contactos con estas organizaciones no son tan frecuentes como en otras dependencias del PJ. Otro 
ejemplo es la desvinculación de la DP con las 4 organizaciones de la sociedad civil que co-crearon y debían 
co-implementar el compromiso de la DP incluido en el Plan de Acción del 2018. Cuando se consultó por la 





relación con estas organizaciones, la respuesta fue que no se había sostenido en el tiempo.  
 





Debe destacarse que a partir del rediseño de la página web se ha implementado un sistema de 
consultas y sugerencia online que según los entrevistados está funcionando muy bien. El sistema está en 





línea desde hace muy poco tiempo por lo que aún es prematuro hablar de resultados. Sin embargo, las 
personas a cargo de dar respuesta consideraron que están recibiendo un caudal importante de contactos y 





que responden a todos ellos en un tiempo razonable. Muchas veces, las consultas son derivadas a las áreas 
pertinentes y siempre existe un seguimiento sobre las respuestas. 
 





Finalmente, pudieron realizarse tres entrevistas con organizaciones de la sociedad civil. Estas se 
llevaron a cabo con DNI Internacional, asociaciones de líderes indígenas y Familia Penitenciaria Unida. Si 





bien una es una organización internacional con amplia trayectoria en defensa de los derechos humanos y las 
otras dos son organizaciones de base con intereses específicos y limitados a grupos vulnerables 





determinados, todas ellas deben vincularse con la DP por sus actividades. No es el objetivo de este 
diagnóstico detallar la relación ni la opinión particular de cada una de las tres organizaciones sobre la DP. 
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Lo que se trata es de mostrar algunos hallazgos generales que permitan repensar el modelo de 
participación a futuro. En este sentido, podemos decir que: (i) las tres organizaciones consideraron que 





existe un ambiente propicio y predisposición para profundizar la relación con la DP; (ii) las organizaciones 
de base manifestaron alguna falta de cercanía y de comunicación con la DP y algo de desconocimiento 
sobre la realidad de sus representados en particular; (iii) las tres consideraron muy valioso un 





acercamiento con la DP y agradecieron la reunión realizada en el marco de este diagnóstico; y (iv) las tres 
manifestaron explícitamente su compromiso a participar de mesas de co-construcción de JA junto con 





otras OSC y a mantener esta participación en el tiempo. 
 





Como primer paso a este acercamiento y a instancias de la nueva gestión, se ha iniciado una 
actividad de desplazamiento de los defensores hacia las comunidades para lograr una comunicación más 
fluida y conocer mejor las realidades locales. 





 
Las autoridades consultadas señalaron que es importante conocer y resaltar la visión de la sociedad 





civil sobre el trabajo que lleva a cabo la Defensa Pública de Costa Rica. Para ello, ven una gran oportunidad 
para que durante los talleres de cocreación pueda potenciarse la participación ciudadana como un insumo 





importante y necesario para la definición del modelo final de Defensa Pública Abierta. 
 





Se recomienda la creación de una mesa de trabajo sobre JA con amplia participación de la sociedad 





civil. Es importante definir un mapa de ecosistema de actores para visualizar qué OSCs deben ser invitadas 
y no dejar de lado a ningún potencial socio comprometido.  





 
Debe crearse un reglamento de participación que sea sistemático, integral y que ayude a la 





sostenibilidad en el tiempo. Idealmente, este sistema de participación debe ser mixto: presencial y virtual. 
Las dos modalidades son necesarias dado que mediante la virtualidad se puede obtener una participación 
masiva con representación regional y a menor costo. La presencialidad es indispensable ya que hay algunas 





poblaciones que no pueden acceder a la virtualidad por desconocimiento, falta de recursos tecnológicos o 
falta de incentivos para esto. La experiencia indica que las mesas de co-creación de políticas de gobierno 





abierto son más eficientes cuando son presenciales. 
 





El Índice de Transparencia del Sector Público, en su categoría “Participación ciudadana” contiene 
las siguientes variables: (i) Invitación a la participación: Evalúa la disponibilidad de invitaciones para que el 





público general participe del quehacer institucional, por medio de denuncias, quejas, sugerencias, 
audiencias, etc.; (ii) Mecanismos de participación: Evalúa la disponibilidad de mecanismos de participación 
como, formularios, foros, encuestas, redes sociales y espacios interactivos en línea; y (iii) Calidad de los 





mecanismos de participación: Evalúa la calidad de los mecanismos de participación mediante la atención a 
solicitudes, el uso de las participaciones del público general y la retroalimentación que se recibe por parte 





de los usuarios. En este sentido, es importante tener en cuenta estos criterios a la hora de diseñar el 
mecanismo de participación más idóneo y es fundamental crear un sistema de indicadores que permita el 





monitoreo y evaluación de la participación. 
 
 





• Colaboración 
 





Uno de los aspectos bien desarrollados por la DP es la colaboración con otras instituciones 





públicas del sector justicia.  
 
En la página web, dentro de la sección de colaboración figuran dos alianzas: (i) La Red 





Interinstitucional para la Atención Integral de Mujeres que nuclea a diversas instituciones como el Instituto 
Nacional de las Mujeres (INAMU), el Instituto Mixto de Ayuda Social (IMAS), el Instituto Costarricense 





sobre Drogas (ICD), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), el Patronato Nacional de la Infancia 
(PANI), el Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia (IAFA) y el Ministerio de Justicia y Paz y, 





como ente de carácter privado, la Cámara de Comercio de Costa Rica. Esta Red aborda los casos de las 
mujeres a través de una atención institucional prioritaria, bajo un enfoque de derechos y perspectiva de 
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género; y (ii) la Cooperación con el programa de la Unión Europea para la cohesión de America Latina 
(EUROsociAL +). La primera Red ha servido como modelo regional en temas de protección de género. 





 
Por otra parte, durante las entrevistas se explicó acerca de la existencia de una alianza de 





colaboración entre numerosas instituciones públicas que conforman la Red Penal Juvenil. 





 
Como recomendaciones de mejora de la red de alianzas se propone medir los resultados 





concretos logrados por las alianzas vigentes, participar de alianzas específicas de JA (además de la 
participación en la Comisión de JA) e incorporar más entes privados, entre ellos, organizaciones de la 





sociedad civil y la academia, a las alianzas. 
 
 





3.5 Rendición de Cuentas 
 





Como expresamos en el informe diagnóstico del PJ de 2018, la Rendición de Cuentas no es 
simplemente poner a disposición del público reportes de gestión y presupuestarios, sino que es un proceso 





bi o multidireccional que requiere una interacción sostenida en el tiempo entre quién rinde cuentas y quién 
interpela a los servidores. Esta es la definición de rendición de cuentas que usaremos durante la presente 
intervención, por lo tanto, la publicación de informes de rendición de cuentas sin el procedimiento 





mencionado, se considerarán iniciativas de transparencia activa pero aún no de rendición de cuentas. 
 





El Sr. Defensor General manifestó durante la entrevista que los funcionarios públicos tienen la 
obligación de rendir cuentas ya que esto está asociado con la transparencia; agregó que, durante su gestión, 





este será un tema esencial y por eso, la comunicación con las personas tanto acerca del servicio como del 
empleo de los recursos, será prioritaria. Esta definición tan clara y contundente de la máxima autoridad es 
excelente en términos de JA ya que muestra un compromiso por ahondar en este camino. 





 
La DP realiza anualmente informes de rendición de cuentas según manifestaron los defensores 





durante las entrevistas. Sin embargo, si uno escribe las palabras rendición de cuentas en el buscador de la 
página web, el resultado es 0. Esto indica o que es difícil encontrar estos informes o que no están 





publicados y a disposición del público. Los entrevistados manifestaron que realizan reportes mensuales y 
anuales sobre su rendimiento a las autoridades de la institución. Esto es una buena práctica establecida 





pero no implica necesariamente una rendición de cuentas en términos de JA. 
 
Al momento de realizarse este informe y según lo manifestado durante las entrevistas, las 





autoridades se encuentran trabajando en un nuevo modelo de rendición de cuentas que está aun pendiente 
de aprobación. Estos lineamientos, contenidos en la Circular 31-2020 – Metodología para los informes 





sobre Rendición de Cuentas, pretenden acercar el reporte de actividades mencionado a un sistema de 
rendición de cuentas acorde a la JA. En su texto establece que se pondrá a disposición de la población un 





repositorio de datos, estadísticas e informes, de modo ágil, oportuno y de acceso sencillo. También ofrece 
tres formas de darlo a conocer: a través de un evento público masivo, a través de un evento presencial 
pequeño y por invitación o a través de una actividad grabada y difundida por redes sociales. Por último, se 





establece su divulgación a través de: comunicados de prensa, video informativo, entrevistas, revista judicial 
o infografías.3 





 
Se resalta que contar con una metodología de rendición de cuentas es un gran paso adelante en 





materia de JA. Sin embargo, podría aprovecharse la ocasión para profundizar y adoptar las formas de 
rendición de cuentas más acordes con una JA. Por ejemplo, no debería existir restricciones (salvo por 
fuerza mayor) a la posibilidad de asistir al evento de rendición. Un evento en persona, con las máximas 





autoridades, al cual asista la prensa y los actores sociales sería lo deseable. Por otro lado, podrían 





 
3 Durante las entrevistas, se informó que a finales de 2020, se realizó un evento de presentación del informe de 
rendición de cuentas con participación de la prensa y con canales de participación abierto (whatsup/email) y 
que existe una intención de realizar informes de rendición de cuentas regionales. 
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agregarse canales de retroalimentación del reporte. La existencia de canales sistemáticos para comentar, 
sugerir u objetar lo presentado en el informe es una buena práctica que podría incorporarse. También, 





debería preverse un mecanismo por el cual en un tiempo determinado se respondan todos los 
cuestionamientos o sugerencias, se indique su aceptación o rechazo con expresión de motivos, y en el caso 
de ser acpetados, se informe como se adoptarán. 





 
Otro aspecto de la rendición de cuentas es la gestión de los defensores. No se ha encontrado 





información relativa a este tema. Tampoco evidencia acerca de si existe un registro de seguimiento acerca 
de cuántos casos y de qué tipo tiene cada defensor, cuál es el resultado comparado según tipo de caso de 





la intervención de los defensores, la celeridad con la que llevan los casos, la cantidad y calidad del contacto 
con los defendidos, etc. Con respecto a los procesos disciplinarios, que son por naturaleza distintos de la 
evaluación de desempeño, pudo conocerse de su existencia pero toda la información relativa a ellos es 





secreta. 
 





Para mejorar la rendición de cuentas, se recomienda ampliar el proceso de evaluación de los 
defensores y hacer pública esta información. Con respecto a los procesos disciplinarios, y teniendo en 





cuenta la legislación de referencia, evaluar la posibilidad de dar a conocer la información completa una vez 
que los casos sean finalizados, y de no ser esto posible, dar a conocer la información en formato de dato 
primario y abierto luego de su anonimización. 





 





4. COMPROMISO DE LA DP EN EL PLAN DE ACCIÓN DE JUSTICIA ABIERTA DE 2018 
 





Durante 2018 y a través del apoyo de EUROsociAL +, el PJ trabajó en la implementación de su 
política de JA. Uno de los productos de este trabajo es el Plan de Acción de JA. La DP participó del diseño 





de este Plan de Acción y propuso un compromiso que lleva el número 1.9 en dicho Plan y que se 
transcribe a continuación. 





 





1.9 Construcción de la Defensa Pública Abierta de Costa Rica 





Institución o actor 
responsable de la implementación 





Defensa Pública 





Persona responsable de la 
institución: 





(nombre y correo electrónico) 





MSc. Diana Montero Montero  
Directora de la Defensa Pública 





Instituciones de la sociedad 
civil 





Juan Carlos Morales. Fundación Si Callas Permites 
María Fernanda Avendaño. ACCESA 





 Geannina Zúñiga. 8695-5297 
Jorge Blanco. Red Jóvenes sin Fronteras. 8681-6155 





 Anita Rodríguez Brown. Territorio Seguro, Puerto Viejo, 
Talamanca. anitasueby@gmail.com 





 





Duración 5 años 





¿Cuál es la problemática que el 
compromiso aborda? 





Si bien la Defensa Pública implementa algunas acciones de 
trasparencia, no ha abordado la temática de la justicia abierta de 





forma sistemática. Aquí se propone incorporar los principios de 
gobierno abierto en todo el accionar de la Defensa. 





¿Cuál es el compromiso? Construir una Defensa Pública Abierta cuya gestión y 









mailto:anitasueby@gmail.com
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servicio público comprenda los principios de transparencia, 





participación y colaboración 





Principio del gobierno abierto 
con el que se relaciona 





Transparencia y rendición de cuentas 





¿Requiere cambios 





normativos? 





No requieren  





Recursos necesarios Recursos humanos, de infraestructura y tecnológicos 
ordinarios de la Defensa Pública.  





Población objetivo Personas usuarias de los diferentes servicios de defensa 
pública en todo el país 





Actividad Fecha de inicio: Fecha de término: 





1. Realización de un 





diagnóstico, sensibilización y procesos 
de formación en Justica Abierta en 





todos los niveles de la Defensa Pública   





Segundo semestre 2018 Segundo semestre 





2018 





2. Emisión de una directriz de 
la Dirección que formalice el 





establecimiento de la Defensa Pública 
Abierta y una Subcomisión de Defensa 
Abierta para la coordinación y 





seguimiento del tema 





Segundo semestre 2018 Segundo semestre 
2018 





3. Establecimiento de una 
Política de Datos Abiertos de la 





Defensa Pública, conforme a la Carta 
Internacional de Datos Abiertos, las 





directrices del Poder Judicial y el 
respeto del Ordenamiento Jurídico 
costarricense. 





Primer semestre 2019 Primer semestre 2019 





4. Mejoramiento de los canales 





tecnológicos de la Defensa Pública 
para facilitar el acceso de la ciudadanía 





a la información pública de la 
Institución  





Segundo semestre 2019 Segundo semestre 





2019 





5. Implementación de una 





cultura de rendición de cuentas sobre 
la base del Plan Estratégico 
Institucional y el presupuesto asignado 





a la Defensa Pública 





2019 2023 





6. Generación de espacios de 
interacción y diálogo con las personas 





usuarias y la sociedad civil para el 
mejoramiento del servicio de defensa 





pública 





Primer semestre 2019 Primer semestre 2019 
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7. Generación de alianzas 





público-públicas y público-privadas y 
fortalecimiento de redes de trabajo y 





apoyo para el cumplimiento de la 
misión y los fines de la Defensa Pública 





2023 2023 





Metas  Indicadores Año 





Que al año 2019 esté 
sensibilizado y capacitado el 20% del 





personal profesional de la Defensa 
Pública en materia de Justicia Abierta. 





Que en el año 2020 se 
generen 2 espacios de interacción y 





diálogo con las personas usuarias de la 
Defensa Pública y la Sociedad Civil en 
general por cada provincia. 





Porcentaje del personal 
profesional capacitado y 





sensibilizado. 
 





2.2. Cantidad de 
actividades realizadas de 





interacción y diálogo con las 
personas usuarias de la Defensa 
Pública y la Sociedad Civil en 





general. 





2019 
 





 
2020 





 
Durante el relevamiento de campo, se consultó si existía un documento de seguimiento de la 





implementación del presente compromiso siendo la respuesta negativa. Sin embargo, durante las 
entrevistas se obtuvo información sobre la implementación del compromiso.  





 
El objetivo propuesto “Construir una Defensa Pública Abierta cuya gestión y servicio público 





comprenda los principios de transparencia, participación y colaboración” sigue siendo un objetivo 
institucional vigente. Prueba de ello son las numerosas iniciativas de JA ya implementadas o a punto de 





implementarse descriptas en las secciones de este informe. 
 
Con respecto a las actividades, su cumplimiento de acuerdo al cronograma propuesto fue más 





dispar.  
 





La actividad 1 “Realización de un diagnóstico, sensibilización y procesos de formación en Justica 
Abierta en todos los niveles de la Defensa Pública” estaba prevista para el segundo semestre de 2018. 





Según lo informado por la DP, se postergó la realización del Diagnóstico hasta contar con el apoyo de 
EUROsociAL + y se encuentra en su fase de implementación en este momento. Con respecto a los 
procesos de sensibilización y formación en JA, según se detalla en la sección pertinente, los mismos se 





encuentran en curso desde 2018. 
 





La actividad 2 “Emisión de una directriz de la Dirección que formalice el establecimiento de la 
Defensa Pública Abierta y una Subcomisión de Defensa Abierta para la coordinación y seguimiento del 





tema” no se ha completado en su fase formal pero el compromiso institucional está plenamente vigente. 
 
La actividad 3 “Establecimiento de una Política de Datos Abiertos de la Defensa Pública, conforme 





a la Carta Internacional de Datos Abiertos, las directrices del Poder Judicial y el respeto del Ordenamiento 
Jurídico costarricense” prevista para 2019, aún está pendiente y es señalada como prioritaria para este año. 





 
La actividad 4 “Mejoramiento de los canales tecnológicos de la Defensa Pública para facilitar el 





acceso de la ciudadanía a la información pública de la Institución” prevista para 2019, se informó como 
cumplida en 2020 a partir del rediseño de la página web que cuenta con canales de participación y 
comunicación con la ciudadanía. 





 
La actividad 5 “Implementación de una cultura de rendición de cuentas sobre la base del Plan 





Estratégico Institucional y el presupuesto asignado a la Defensa Pública” prevista como una actividad 
continua desde 2019 a 2023 se encuentra aún en una fase inicial de implementación. El nuevo 
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procedimiento de rendición de cuentas propuesto, puede coadyuvar al cumplimiento de esta actividad, 
pero aún es temprano para su evaluación. 





 
La actividad 6 “Generación de espacios de interacción y diálogo con las personas usuarias y la 





sociedad civil para el mejoramiento del servicio de defensa pública” previsto para 2019 está aún pendiente. 





De las entrevistas surge la voluntad de avanzar en este sentido a partir de la creación de una mesa de 
trabajo con sociedad civil para debatir y consensuar aspectos de JA. 





 
La actividad 7 “Generación de alianzas público-públicas y público-privadas y fortalecimiento de 





redes de trabajo y apoyo para el cumplimiento de la misión y los fines de la Defensa Pública” previsto hasta 
2023 está siendo cumplida satisfactoriamente. Según se detalla en la sección pertinente, la DP ha creado 
este tipo de alianzas para avanzar cuestiones vinculadas al acceso a la justicia, protección de población 





vulnerable, entre otros. 
 





Con respecto a las dos metas propuestas: (i) Que al año 2019 esté sensibilizado y capacitado el 
20% del personal profesional de la Defensa Pública en materia de Justicia Abierta.; y (ii) Que en el año 2020 





se generen 2 espacios de interacción y diálogo con las personas usuarias de la Defensa Pública y la Sociedad 
Civil en general por cada provincia ambas han sido alcanzadas de acuerdo con la información proveniente 
del PAO 2020. 





 
Por último, se destaca como un desafío a trabajar hacia el futuro, la baja capacidad de la DP de 





mantener la sostenibilidad en la relación con las organizaciones de la sociedad civil. De las 4 organizaciones 
que apoyaron este compromiso y debían trabajar junto con la DP en su implementación - Fundación Si 





Callas Permites, ACCESA, Red Jóvenes sin Fronteras y Territorio Seguro- ninguna de ellas mantuvo 
contacto con la DP. 
 





5. CONCLUSIONES 
 





La DP implementa desde hace años algunas iniciativas de justicia abierta, aunque en algunos casos no 





han sido nombradas como tales. En los últimos PAOs se ha hecho un esfuerzo por identificar estas 
acciones y así, poder cuantificar su cumplimiento. También se observa a nivel institucional un gran 





compromiso y aceptación de la iniciativa de justicia abierta tanto por parte de las máximas autoridades 
como de todos los funcionarios entrevistados, quienes a su vez, manifestaron que es el mismo caso con los 
demás defensores. En este sentido, el ambiente es muy propicio para profundizar la política de JA.  





 
Si bien las acciones son numerosas, aún queda un largo camino por recorrer en particular en los 





principios de participación y rendición de cuentas y en la adopción de una política de datos abiertos. 
 





Las iniciativas de JA deben pensarse en un marco de integralidad. Es decir, la política de JA debe ser 
considerada en su conjunto. La interacción de todas las iniciativas que hoy aparecen a cargo de diversas 
oficinas deben ser sistematizadas. Esto es lo que dará carácter distintivo a una política de JA. Por ello, las 





autoridades se comprometieron a, oportunamente, un recargo de los temas propios de Justicia Abierta en 
una plaza ya existente, con la finalidad de sistematizar adecuadamente las acciones y los planes de acción  





de forma que la política de JA tenga coherencia y uniformidad. 
 





Los principios de rendición de cuentas y de participación son los menos desarrollados. Para mejorar 
la relación con las organizaciones de la sociedad civil así como la rendición de cuentas, la interacción debe 





pensarse como una relación de ida y vuelta en un plano multidireccional. Por ello, deberían implementarse 
acciones tendientes a una mayor auditoría ciudadana sobre los informes y en general sobre el desempeño 
de la DP. 





 
Debe asimismo trabajarse de forma prioritaria una política de datos abiertos que incluya 





capacitación, diseño de la política, mesas de diálogo e implementación durante el corriente año. 
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Anexo I 
Listado de Personas Entrevistadas 





 
1. Juan Carlos Pérez Murillo - Director Defensa Pública  
2. Sara Castillo Vargas – Directora Conamaj  





3. Mario Serrano Zamora – Defensor Público Supervisor 
4. German Brenes Montero - Defensor Supervisor Penal y materias relacionadas 





5. Ana Briceño Yock  - Defensora Supervisora Laboral 
6. Ligia Jiménez Zamora - Defensora Supervisora Indígena  





7. Sandra Mora Venegas - Defensora Supervisora Pensiones Alimentarias y Familia 
8. Roberto Montero García - Defensor Supervisor Contencioso-administrativo  
9. Alejandro Montero Acuña- Defensor Coordinador Penal Juvenil y materias relacionadas 





10. Laura Arias Guillén - Defensora Coordinadora, Ejecución de la Pena 
11. Mario Rosales Vargas - Defensor Coordinador, Agrario  





12. Erick Zúñiga Madrigal - Defensor Coordinador, Disciplinario 
13. Angélica Gutiérrez Sancho - Defensora Pública, Comunicación y Divulgación 





14. Esteban Arguedas Madrigal - Estadístico  
15. Paula Calderón Devandas - Defensora Supervisora 
16. Orlando Vargas Chacón - Defensor Supervisor 





17. Justa Romero y Dulcelina Sanchez  - lideresas indígenas 
18. Virginia Murillo – DNI Internacional 





19.  Mauren Esquivel  - Familia Penitenciaria Unida 
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Anexo II 
 





Los documentos consultados fueron los siguientes:  
 
Documentos Generales 





 
1. Normativa: 





 





• Ley Orgánica del Poder Judicial, artículos 150 al 159. 
(http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?nValor1=1
&nValor2=33635), regula la competencia de la Defensa Pública en materia penal y disciplinaria.  





• Código Procesal Penal, artículos 82 inciso c) y 104 (representación de la defensa pública en materia 
penal) y artículo 480 (representación en ejecución de la pena) 
(http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?nValor1=1
&nValor2=41297) 





• Código Procesal Laboral, artículo 454 
(http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=N
RTC&nValor1=1&nValor2=80985&strTipM=TC) 





• Ley de Jurisdicción Agraria, artículo 25 
(http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?aram1=NR





TC&nValor1=1&nValor2=2107&nValor3=90657&strTipM=TC) 





• Ley de Pensiones Alimentarias, artículo 13 
(http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?param1=N
RTC&nValor1=1&nValor2=41692&strTipM=TC) 





• Ley de Acceso a la Justicia de los Pueblos Indígenas de Costa Rica (artículo 7) y Reglas Prácticas 
para Facilitar el Acceso a la Justicia de las Poblaciones Indígenas (documento adjunto). Es 





importante señalar que la representación de la Defensa Pública a favor de las personas indígenas 
puede ser en cualquier materia judicial -como contencioso administrativo- y con independencia de 





la parte procesal de que se trate. 





• Ley de Justicia Penal Juvenil, artículo 23 
(http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/normas/nrm_texto_completo.aspx?param2=1&
nValor1=1&nValor2=19385&n) 





• Ley Ejecución de Sanciones Penales Juveniles, artículo 17 
(http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/normas/nrm_texto_completo.aspx?param2=1&
nValor1=1&nValor2=55961&n) 





• Ley de Justicia Restaurativa, artículo 6 párrafo tercero 
(http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_texto_completo.aspx?nValor1=1





&nValor2=86883)  
 





2. Documentos de interés para la acción: 
 





• Organigrama actualizado de la Defensa Pública de Costa Rica 





• Política de Justicia Abierta del Poder Judicial de Costa Rica, Sesión nº. 10, artículo XIII del 12 de 
marzo de 2018 de Corte Plena Poder Judicial de Costa 
Rica (https://conamaj.go.cr/images/libros/pdf/060.pdf) 





• Presentación de final de Conamaj en formato Power Point sobre repositorio de Justicia Abierta 





• Proyecto "Construcción de la Defensa Pública Abierta de Costa Rica"  





• Plan Anual Operativo de la Defensa Pública en materia de Justicia Abierta para 2021 y 2022  





• Reglas de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulnerabilidad 
(Actualización aprobada por la Asamblea Plenaria de la XIX edición de la Cumbre Judicial 
Iberoamericana, abril de 2018, Quito-Ecuador) 





• Libro Democracia y Defensa Pública. Diana Montero Montero. 









https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.pgrweb.go.cr%2Fscij%2FBusqueda%2FNormativa%2FNormas%2Fnrm_texto_completo.aspx%3FnValor1%3D1%26nValor2%3D33635&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447278392%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=voM%2FSuUkm%2FYia8OzIboGSyFfchUt31PWH8rJARtDi80%3D&reserved=0




https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.pgrweb.go.cr%2Fscij%2FBusqueda%2FNormativa%2FNormas%2Fnrm_texto_completo.aspx%3FnValor1%3D1%26nValor2%3D33635&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447278392%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=voM%2FSuUkm%2FYia8OzIboGSyFfchUt31PWH8rJARtDi80%3D&reserved=0




https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.pgrweb.go.cr%2Fscij%2FBusqueda%2FNormativa%2FNormas%2Fnrm_texto_completo.aspx%3FnValor1%3D1%26nValor2%3D41297&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447288385%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=d5eiszvqdWmT2c8notQL52M1qpV7a81Ttapm2umy81o%3D&reserved=0




https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.pgrweb.go.cr%2Fscij%2FBusqueda%2FNormativa%2FNormas%2Fnrm_texto_completo.aspx%3FnValor1%3D1%26nValor2%3D41297&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447288385%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=d5eiszvqdWmT2c8notQL52M1qpV7a81Ttapm2umy81o%3D&reserved=0




https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.pgrweb.go.cr%2Fscij%2FBusqueda%2FNormativa%2FNormas%2Fnrm_texto_completo.aspx%3Fparam1%3DNRTC%26nValor1%3D1%26nValor2%3D80985%26strTipM%3DTC&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447288385%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=sOna1NxkRuidKymxmuLDmwI78YeqW4EA%2BxhaEdKt5c0%3D&reserved=0




https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.pgrweb.go.cr%2Fscij%2FBusqueda%2FNormativa%2FNormas%2Fnrm_texto_completo.aspx%3Fparam1%3DNRTC%26nValor1%3D1%26nValor2%3D80985%26strTipM%3DTC&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447288385%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=sOna1NxkRuidKymxmuLDmwI78YeqW4EA%2BxhaEdKt5c0%3D&reserved=0




https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.pgrweb.go.cr%2Fscij%2FBusqueda%2FNormativa%2FNormas%2Fnrm_texto_completo.aspx%3Faram1%3DNRTC%26nValor1%3D1%26nValor2%3D2107%26nValor3%3D90657%26strTipM%3DTC&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447298380%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=ekOKfbyVxKe%2FomKAOhH%2B43fkOKlDon9g578ZrduBe%2Bo%3D&reserved=0




https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.pgrweb.go.cr%2Fscij%2FBusqueda%2FNormativa%2FNormas%2Fnrm_texto_completo.aspx%3Faram1%3DNRTC%26nValor1%3D1%26nValor2%3D2107%26nValor3%3D90657%26strTipM%3DTC&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447298380%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=ekOKfbyVxKe%2FomKAOhH%2B43fkOKlDon9g578ZrduBe%2Bo%3D&reserved=0




https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.pgrweb.go.cr%2Fscij%2FBusqueda%2FNormativa%2FNormas%2Fnrm_texto_completo.aspx%3Fparam1%3DNRTC%26nValor1%3D1%26nValor2%3D41692%26strTipM%3DTC&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447298380%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=s1b05ejJGj6lc1ztSSqAF2IRuSTljLUZ%2BdDSli51FzQ%3D&reserved=0




https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.pgrweb.go.cr%2Fscij%2FBusqueda%2FNormativa%2FNormas%2Fnrm_texto_completo.aspx%3Fparam1%3DNRTC%26nValor1%3D1%26nValor2%3D41692%26strTipM%3DTC&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447298380%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=s1b05ejJGj6lc1ztSSqAF2IRuSTljLUZ%2BdDSli51FzQ%3D&reserved=0




https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.pgrweb.go.cr%2Fscij%2FBusqueda%2FNormativa%2Fnormas%2Fnrm_texto_completo.aspx%3Fparam2%3D1%26nValor1%3D1%26nValor2%3D19385%26n&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447308376%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=JW%2B7uAHXZG8n4IornGzWmxPYJ9paQEh7mA%2Fbvy%2FSSp0%3D&reserved=0




https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.pgrweb.go.cr%2Fscij%2FBusqueda%2FNormativa%2Fnormas%2Fnrm_texto_completo.aspx%3Fparam2%3D1%26nValor1%3D1%26nValor2%3D19385%26n&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447308376%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=JW%2B7uAHXZG8n4IornGzWmxPYJ9paQEh7mA%2Fbvy%2FSSp0%3D&reserved=0




https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.pgrweb.go.cr%2Fscij%2FBusqueda%2FNormativa%2Fnormas%2Fnrm_texto_completo.aspx%3Fparam2%3D1%26nValor1%3D1%26nValor2%3D55961%26n&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447308376%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=Eek3EpsU57g0jHyU8Qf3iFdZNyftoZkVujGqqzJ9jtc%3D&reserved=0




https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.pgrweb.go.cr%2Fscij%2FBusqueda%2FNormativa%2Fnormas%2Fnrm_texto_completo.aspx%3Fparam2%3D1%26nValor1%3D1%26nValor2%3D55961%26n&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447308376%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=Eek3EpsU57g0jHyU8Qf3iFdZNyftoZkVujGqqzJ9jtc%3D&reserved=0




https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.pgrweb.go.cr%2Fscij%2FBusqueda%2FNormativa%2FNormas%2Fnrm_texto_completo.aspx%3FnValor1%3D1%26nValor2%3D86883&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447318368%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=hvtQTAo6ssG2sz0rDt6gjbQxDM1CkAYwIxPdJ2sqzZE%3D&reserved=0




https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=http%3A%2F%2Fwww.pgrweb.go.cr%2Fscij%2FBusqueda%2FNormativa%2FNormas%2Fnrm_texto_completo.aspx%3FnValor1%3D1%26nValor2%3D86883&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447318368%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=hvtQTAo6ssG2sz0rDt6gjbQxDM1CkAYwIxPdJ2sqzZE%3D&reserved=0




https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fconamaj.go.cr%2Fimages%2Flibros%2Fpdf%2F060.pdf&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447318368%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=893ks91%2BSq%2FGljCG0YOXpJ3Y3Vi4oVFr7UQmGfSR%2Fw8%3D&reserved=0
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• Artículo Principales Avances y Retos de Costa Rica en materia de Gobierno Abierto. Mario 
Serrano Zamora. 





• Informe de labores anual de la Defensa Pública años 2019 y 2020. 





• Constancia 19-2021 del Proceso de Gestión del Conocimiento de la Defensa Pública sobre 
capacitación al personal en materia de Justicia Abierta. 





• Circular 188-19 del Consejo Superior. Asunto: Modificación a la Circular N° 123-2019 Sobre 
los 20 ejes de acción, recomendados por la Comisión de Acceso a la Justicia, con ocasión del 
cumplimiento de las Medidas Cautelares N° 321-12 del 30 de abril de 2015, establecidas por la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) contra Costa Rica.  





• Circular 173-2020 del Consejo Superior. Asunto: Observaciones finales sobre los informes 
periódicos quinto y sexto combinados de Costa Rica, sobre la Convención de Derechos del Niño 
de las Naciones Unidas.  





• Circular 168-2020. Asunto: Informe del Grupo de Trabajo sobre el Examen Periódico Universal.  





• Carta Ideológica de la Defensa Pública, 2009. 





• Lineamientos ante posibles consultas de Defensa Pública abierta.  





• Circular 31-2020 – Metodología para los informes sobre Rendición de Cuentas.  





• Estrategia de comunicación, sensibilización y rendición de cuentas.  





• Estrategia de Comunicación, Proyección y Sensibilización de la Defensa Pública.  





• Diagnóstico para la Creación de una Unidad Organizativa de Prensa y Comunicación de la Defensa 
Pública.  





•  
 
Páginas web 





• Página Web de la Defensa Pública (https://defensapublica.poder-judicial.go.cr/) 





• Sitio Web de Acceso a la Justicia por población en situación de vulnerabilidad 
(https://accesoalajusticia.poder-judicial.go.cr/) 





• https://www.poder-judicial.go.cr/justiciaabierta/ 
 





 
 









https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdefensapublica.poder-judicial.go.cr%2F&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447318368%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=7Z7j62dS8Xx6DTgQolG4nylXPqN4JCj8GhwikfKaMoQ%3D&reserved=0




https://na01.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Faccesoalajusticia.poder-judicial.go.cr%2F&data=04%7C01%7C%7C14f5b98cd5234f32b5dd08d8ca69c367%7C84df9e7fe9f640afb435aaaaaaaaaaaa%7C1%7C0%7C637481905447328361%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJWIjoiMC4wLjAwMDAiLCJQIjoiV2luMzIiLCJBTiI6Ik1haWwiLCJXVCI6Mn0%3D%7C1000&sdata=szXyseTdJyN9RUOnUGl5IkxN%2B2jUkZygNcYb1BjT9hQ%3D&reserved=0
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1. CONTEXTO Y ANTECEDENTES DE LA ACCIÓN 





 
Esta acción se enmarca en el acompañamiento del programa EUROsociAL de la Unión Europea 





al Poder Judicial de Costa Rica para la implementación de la Política de Justicia Abierta. 





La Política de Justicia Abierta es un marco orientador general que articula todos los esfuerzos 





llevados a cabo por los diferentes órganos del Poder Judicial de Costa Rica en materia de 





transparencia, participación y colaboración. 





El compromiso institucional respecto de la consolidación y desarrollo de dicho marco fue 





aprobado y formalmente adoptado en marzo de 2018 tras un proceso participativo en el que 





intervinieron representantes de la sociedad civil, Poder Judicial y otras instancias estatales. La 





participación activa de los distintos actores configura el principio de co-creación que informa y 





orienta el conjunto de actuaciones desarrolladas en el marco de la Política de Justicia Abierta. 





Durante la Fase I de esta acción, fue elaborado un Plan de Acción para la implementación de la 





Política de Justicia Abierta con el acompañamiento del Programa EUROsociAL +. Dicho Plan 





permitió alcanzar varios compromisos institucionales entre los que se encuentra la 





implementación de un modelo de Defensa Pública Abierta. Ello, con vistas a profundizar en el 





concepto de justicia abierta y en particular, contribuir a generar un cambio de paradigma en el 





modelo de gestión de la Defensa Pública. 





La actual Fase II tiene por objetivo diseñar un modelo de Defensa Pública conforme a los 





principios de transparencia, participación y colaboración de la Política de Justicia Abierta. El 





objetivo final es lograr una Defensa Pública abierta que ponga a las personas y a sus necesidades 





jurídicas en el centro de sus decisiones. 





En el marco de la Fase II se identificaron las fortalezas y oportunidades de mejora sobre la base 





empírica de las acciones que ya han sido realizadas por la institución en el marco de la iniciativa 





“Construcción de la Defensa Pública Abierta de Costa Rica”. De manera adicional, se generaron 





los insumos necesarios a través de un taller participativo de tres días de duración, además de 





numerosas reuniones por videoconferencia.  





 





2. MARCO NORMATIVO 





La Constitución Política de Costa Rica reconoce algunos de los principios de Gobierno Abierto. 





Por ejemplo, sus artículos 27 y 30 establecen los derechos de petición y de acceso a la 





información pública. Si bien aún Costa Rica no tiene una Ley de Acceso a la Información Pública, 





cuenta con el Decreto 38994 de 2015 en el cual se crea la Comisión Nacional por un Gobierno 





Abierto con el objetivo de facilitar y coordinar las políticas de Gobierno Abierto en la 





Administración Pública. 





El Poder Judicial adhirió a la política de gobierno abierto mediante la firma de la Declaración 





“Por la construcción de un Estado Abierto” y el Convenio Marco para Promover un Estado 





Abierto de la República de Costa Rica entre el Poder Ejecutivo, el Poder Legislativo, el Poder 





Judicial y el Tribunal Supremo de Elecciones” en marzo de 2017. Este documento ratifica la 





voluntad del Poder Judicial de avanzar en los principios de transparencia, participación y 





colaboración y se compromete a brindar una justicia pronta, cumplida, sin denegación y fomentar 
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el pleno respeto y ejercicio de los derechos humanos. En particular, el Poder Judicial se 





compromete a: 





a) Promover los principios del Estado Abierto, de manera de que estos sean incorporados en 





sus planes, proyectos y acciones; 





b) Mantener lazos de comunicación y colaboración con los otros poderes, que favorezcan el 





diálogo y ejecución conjunta de iniciativas; 





c) Procurar dar cumplimiento a los estándares de calidad que se establezcan como parámetros 





para el desarrollo de las iniciativas de Justicia Abierta; 





d) Fortalecer los vínculos que faciliten la necesaria interacción con las demás instituciones 





públicas, para beneficio de las personas destinatarias de los servicios; 





e) Participar y apoyar, en la medida de sus posibilidades, en la ejecución del Plan Nacional de 





Acción de Gobierno Abierto; y 





f) Promover la sensibilización y capacitación sobre la importancia de la apertura del Estado y, 





particularmente, la Justicia Abierta. 





Costa Rica es miembro de la Alianza por el Gobierno Abierto desde 2012. Desde esa fecha, ha 





presentado en sus Planes de Acción diversos compromisos que involucran al Poder Judicial, en 





particular respecto de incrementar el acceso a la información (2013 y 2015), la política de 





participación ciudadana (2015) y la política de justicia abierta (2017). 





Respecto de esta última, el compromiso buscó “Promover una gestión en todos los ámbitos del 





Poder Judicial basada en los principios rectores de la Justicia Abierta: transparencia, participación 





y colaboración, para garantizar el derecho de acceso a la justicia imparcial, independiente e 





igualitaria y la tutela judicial efectiva que conlleva al bienestar integral de las personas. 





 Además, se instrumentalizará la Política, que contenga al menos los siguientes productos: mapeo 





de actores, plan de acción, línea base, sistema de evaluación y seguimiento que incluya el 





monitoreo ciudadano y un sistema de rendición de cuentas ante la ciudadanía, con especial 





atención a las poblaciones en condición de vulnerabilidad”. Con este marco, se diseñó e 





implementó el Plan de Acción de Justicia Abierta. 





Durante 2018, y a través de un apoyo de EUROsociAL +, se diseñó y aprobó un Plan de Acción 





de Justicia Abierta del Poder Judicial que incluye compromisos de diversas áreas, incluida la 





Defensa Pública (compromiso 1.9). El objetivo propuesto “Construir una Defensa Pública 





Abierta cuya gestión y servicio público comprenda los principios de transparencia, participación 





y colaboración” sigue siendo un objetivo institucional vigente y por ello, se han implementado 





iniciativas de justicia abierta dentro de la institución.  





 





3. LOS PRINCIPIOS DE LA JUSTICIA ABIERTA EN LA DEFENSA PÚBLICA 





A continuación, se presentan las iniciativas en materia de justicia abierta que fueron 





implementadas por la Defensa Pública según surge del documento Diagnóstico elaborado en el 





marco de la presente asistencia. En la tabla pueden identificarse rápidamente las acciones. Si se 
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desea conocer mayor detalle, puede consultarse el documento Diagnóstico de Situación de la 





Defensa Pública abierta.1 





 





Iniciativas de Justicia Abierta implementadas por la Defensa Pública según los principios 





de la política de Justicia Abierta del Poder Judicial 





Transparencia/ Acceso a la 





información  / Rendición de 





cuentas 





Participación Colaboración 





- Nueva versión de su página 





web con información relevante 





- Nuevo sistema de gestión que 





permitirá producir mejores 





datos 





- Capacitaciones 





- Informes anuales de labores 





-Estadísticas publicadas en 





página web 





-Nuevo modelo de rendición de 





cuentas (pendiente de 





aprobación) 





-Cuestionario /encuesta online 





-Visitas de defensores a 





comunidades 





- Nueva estrategia de 





comunicación y sensibilización 





- Capacitaciones 





- Talleres de co-creación de 





compromisos con funcionarios y 





sociedad civil 





-Red Interinstitucional para la 





Atención Integral de Mujeres 





- Red Penal Juvenil 





- Cooperación del programa de 





la Unión Europea para la 





cohesión de América Latina 





(EUROsociAL +). 





 





4. SÍNTESIS DE LAS CONCLUSIONES DEL DIAGNÓSTICO SOBRE JUSTICIA 





ABIERTA EN LA DEFENSA PÚBLICA 





En el marco del diagnóstico mencionado, se analizaron las fortalezas, oportunidades de mejora 





y recomendaciones que están transcriptas en los siguientes párrafos: 





Las principales fortalezas detectadas en la institución para implementar una política de justicia 





abierta son: 





• Fuerte liderazgo institucional comprometido con una Defensa Pública abierta 





• Existencia de un ecosistema de actores favorables al cambio 





• Una cultura organizacional propicia 





• Importante actualización de la página web 





• Buenos niveles de capacitación en justicia abierta 





• Múltiples documentos y materiales publicados 





• Formulario para sugerencias a través de la web 





• Nuevo sistema de gestión de expedientes y de datos (implementado completamente a 





partir de 2024) 





Las principales oportunidades de mejora detectadas son: 





 





1 https://eurosocial.eu/biblioteca/doc/diagnostico-del-modelo-de-justicia-abierta-en-costa-rica/ 





 









https://eurosocial.eu/biblioteca/doc/diagnostico-del-modelo-de-justicia-abierta-en-costa-rica/
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• Lograr mayor integralidad de las iniciativas de justicia abierta 





• Formalizar la política de justicia abierta 





• Lograr mayor coordinación de las iniciativas de justicia abierta 





• Incrementar los recursos humanos en el área de comunicación 





• Mejorar el conocimiento técnico acerca de datos abiertos 





• Adaptar en la Defensa Pública la política de datos abiertos que construya el Poder Judicial 





de Costa Rica.                                                                                                                





• Crear canales sustentables para diálogo e interacción con sociedad civil 





Las principales recomendaciones para alcanzar una Defensa Pública abierta en Costa Rica son: 





• Diseñar una estrategia integral de implementación de iniciativas de Justicia Abierta con 





un cronograma, asignación de responsables y monitoreo de actividades 





• Continuar con las actividades de capacitación y sensibilización en JA aprovechando el 





renovado liderazgo y compromiso de las autoridades con el tema. 





• Implementar las nuevas acciones de comunicación diseñadas y evaluar su funcionamiento 





a través de los formularios de la página web. 





• Realizar reuniones de co-creación con usuarios para mejorar de forma continua la 





comunicación vía web. 





• Unificar, de acuerdo con lo propuesto, las tareas de coordinación de las iniciativas de JA 





en una sola persona para dar mayor cohesión y uniformidad a la misma. 





• Planificar e implementar las mesas de co-creación con sociedad civil de acuerdo a los 





parámetros de la Alianza por el Gobierno Abierto y asegurar su sostenibilidad. 





• Diseñar una estrategia de implementación de una política de datos abiertos. 





• Capacitar a los funcionarios en materia de datos abiertos. 





• Propiciar un debate entre funcionarios y con actores de la sociedad civil acerca de la 





política de datos abiertos. 





• Realizar alianzas estratégicas y participar de proyectos institucionales del Poder Judicial 





y con otros organismos públicos. 





• Realizar alianzas estratégicas con organismos y organizaciones nacionales e 





internacionales para conocer mejores prácticas así como para mostrar la iniciativa de la 





Defensa Pública Abierta. 





• Posicionar el modelo de Defensa Pública Abierta de Costa Rica como referente 





internacional. 





5. MODELO DE DEFENSA PÚBLICA ABIERTA 





La misión de la institución es la de “proveer defensa pública con excelencia, solidaridad y 





compromiso a todas las personas usuarias, contribuyendo a garantizar la plena vigencia de los 





derechos, libertades, garantías e intereses de estas personas, en forma ágil y oportuna, en los 





procesos judiciales que le fueran legalmente asignados. Para ello, se percibe como una institución 





técnica, eficaz, eficiente y de calidad y es guiada por los principios de integridad, honradez, 





iniciativa, compromiso, responsabilidad y excelencia.” (Carta Ideológica de la Defensa Pública de 





Costa Rica) 





La Defensa Pública de Costa Rica, a diferencia de lo que ocurre en otros lugares, tiene una 





jurisdicción amplia, atendiendo no solo materias penales, de penal juvenil y de ejecución de la 





pena, sino que actúa en casos de disputas agrarias, de familia, laborales, de contravenciones y 
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tránsito, de justicia restaurativa, pensiones alimentarias, asuntos disciplinarios y contencioso 





administrativo.  A su vez, atiende cualquier proceso judicial que involucre personas indígenas 





físicas o jurídicas.                                                                                                                                                               





Es por ello que un modelo de Defensa Pública Abierta para Costa Rica debe tener en cuenta 





esta particularidad y su estrategia debe estar necesariamente segmentada para atender a los 





diversos públicos que asiste. 





En su “Guía para la defensa pública y la protección integral de los privados de libertad”,2   la 





Organización de los Estados Americanos (OEA) establece que “La Defensa Pública de la región 





resulta por antonomasia, el órgano llamado a actuar en forma permanente y sistemática para 





proteger los derechos de las personas que se hallan en cualquier lugar de detención, entendiendo 





por tal cualquier lugar bajo jurisdicción y control del Estado donde se encuentren o pudieran 





encontrarse personas privadas de su libertad, bien por orden de una autoridad pública o a 





instigación suya o con su consentimiento expreso o tácito”. Y continúa diciendo “En atención al 





elevado porcentaje de privados/as de libertad que resultan asistidos por la Defensa Pública, la 





necesidad de mantener un monitoreo continuo y una inspección permanente, mediante diversos 





instrumentos y prácticas, sobre la situación estructural y coyuntural de las cárceles y otros 





espacios de encierro, y del estado de cumplimiento de los derechos de los/as internos/as, 





deviene ineludible”. 





Haciendo propias estas palabras de la Organización de los Estados Americanos y adaptándolas 





al contexto local, una Defensa Pública abierta es aquella que asegura los intereses y bienestar de 





las poblaciones que atiende, -que en el caso de Costa Rica no son solamente los privados de 





libertad  sino también muchas otras personas que ven sus derechos afectados- y lo hace teniendo 





como conceptos centrales la accesibilidad, la cercanía, el respeto por los derechos humanos, la 





transparencia y la participación de todas las personas y actores involucrados. 





Este enfoque es coincidente con la cosmovisión que nutre y da coherencia al concepto de justicia 





abierta, una justicia centrada en las personas que pone sus servicios a disposición de los 





necesitados a partir de comprender cuáles son sus necesidades jurídicas insatisfechas (NJI).   





Para cumplir con esta visión, es imprescindible que las personas defensoras y todo el personal 





pueda, en primer lugar, conocer y compartir su contenido y aplicarlo en su actuar cotidiano. Es 





así que un modelo de Defensa Pública Abierta debe contener iniciativas de capacitación, 





sensibilización y participación sistemáticas y periódicas. 





Para el diseño tanto del modelo de Defensa Pública Abierta como de sus compromisos o líneas 





de acción se tomaron diversos insumos: el Diagnóstico de Situación de la Defensa Pública abierta, 





el material documental relevado, las entrevistas realizadas con funcionarios/as de la Defensa, 





experiencias comparadas y el taller de participación diseñado para co-crear este modelo. 





El taller de co-creación se llevó a cabo de forma virtual el 11, 12 y 13 de agosto de 2021 y tuvo 





una duración total de 12 horas. Participaron del taller más de 30 funcionarios y funcionarias de 





la Defensa Pública, actores clave del Sistema de Justicia y organizaciones de la sociedad civil. 





Hubo paridad de género entre los asistentes al taller. 





 





2http://www.oas.org/es/sla/ddi/docs/acceso_justicia_instrumentos_internacionales_recursos_guia_defensa_publica_





AIDEF.pdf 
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El taller tuvo los siguientes objetivos: educación y sensibilización en el concepto y principios de 





Justicia Abierta, discusión de un mecanismo de interacción idóneo con sociedad civil, discusión 





sobre los elementos fundamentales del modelo de Defensa Pública Abierta basado en la Política 





de Justicia Abierta del Poder Judicial y la definición de compromisos/líneas de acción de Defensa 





Abierta y concretar las líneas de acción a mediano y largo plazo. Todos estos objetivos se 





llevaron a cabo. Las conclusiones obtenidas en este taller son el insumo fundamental para la 





construcción de este modelo. 





El trabajo durante el taller fue diseñado siguiendo las pautas de participación y co-creación de la 





Alianza por el Gobierno Abierto. Se plantearon actividades interactivas y de trabajo grupales y 





generales. Esto permitió poder recabar una diversidad de visiones y criterios que facilitan la 





construcción de este modelo. 





A continuación, se establecen 7 aspectos fundamentales que guiarán el modelo de Defensa 





Pública abierta; luego las estrategias transversales que deben guiar las iniciativas, y en la sección 





próxima, los compromisos o líneas de acción. 





                                                                                         





Aspectos fundamentales de la Defensa Pública Abierta 





Los aspectos fundamentales del Modelo de Defensa Pública abierta se derivan de los 





principios de la justicia abierta adaptados a la Defensa Pública. Tienen que ver con valores y 





posicionamientos filosóficos que guiarán a la Defensa Pública dentro del paradigma de justicia 





abierta. 





Una Defensa Pública centrada en las personas. Las necesidades jurídicas, los intereses y 





las preferencias de las personas usuarias de la Defensa, sus familiares y de la población en general, 





deben ser las guías sobre las cuales se pondrá el foco de la acción. Un acercamiento a estos 





grupos para conocer sus necesidades de defensa, sus demandas insatisfechas y las mejores formas 





de recibir los servicios es central a la política de justicia abierta. Este acercamiento requiere en 





algunos casos profundizar acciones ya existentes tales como visitas a las comunidades, giras por 





el territorio, reuniones con las personas usuarias, mesas de trabajo con otras instituciones 





públicas, con sociedad civil y con empresas, entre otros.  Esto dará por resultado una reducción 





en la brecha de justicia y una mayor legitimidad de la institución. 





Una Defensa Pública accesible. El acceso a la defensa es un requisito fundamental de una 





justicia abierta. Este acceso quiere decir que toda persona que tenga necesidad de ser defendida 





va a encontrar una persona interlocutora en la Defensa Pública. Pero también implica que las 





personas recibirán respuestas razonables, confiables, fundadas y en los plazos esperados. Una 





Defensa Pública accesible es aquella que allana las barreras de ingreso, simplifica los procesos, 





se desplaza físicamente a las comunidades que lo requieren, habla claro y de forma comprensible 





para todas las personas. 





Una Defensa Pública que es garante de los Derechos Humanos. Los derechos a la vida, 





la libertad, la integridad y la dignidad son derechos fundamentales de las personas, incluso de 





aquellas en conflicto con la ley, en situación de detención o pertenecientes a grupos en situación 





de vulnerabilidad. Una justicia abierta reconoce la existencia de estos derechos y los garantiza. 





La Defensa Pública es la institución por excelencia para asegurar los Derechos Humanos en un 





país democrático ya que es la garante de asegurar que todas las personas cuenten con una 





defensa legal frente a los conflictos que se les presenten. 
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Una Defensa Pública que entiende y atiende la diversidad. Uno de los valores 





fundamentales de una justicia abierta es que todas las personas puedan acceder de la misma 





forma a la información y a los servicios de las instituciones. La Defensa Pública deberá contar 





con servicios especializados según las necesidades de grupos en situación de vulnerabilidad: 





personas privadas de la libertad, género, comunidad LGTBIQ+, personas indígenas, poblaciones 





rurales, grupos afrodescendientes, personas migrantes, entre otros, bajo un enfoque 





diferenciado e interseccional. 





Una Defensa Pública que abre su información y es transparente. La participación social 





y el ejercicio de los derechos solo pueden darse en personas y comunidades empoderadas. El 





primer paso para ello es contar con información y datos oportunos, relevantes, accesibles y en 





formatos adecuados, lo que dará como resultado una sociedad más informada para plantear 





debidamente sus necesidades. La transparencia de la institución dará como resultado una mayor 





legitimidad y un aumento de la confianza pública en la institución. También permitirá a la 





institución contar con datos de calidad que le permitan plantear políticas públicas basadas en 





evidencia. 





Una Defensa Pública que establece lazos de participación comunitaria. El paradigma 





de justicia abierta trae consigo una innovación en la gobernanza, es decir, en los procedimientos 





a través de los cuales se toman las decisiones. Los canales de participación y co-creación 





sistemáticos, ágiles y efectivos que respondan a las necesidades y características de cada grupo 





de personas son constitutivos de una Defensa Pública Abierta. 





Una Defensa Pública que comunica y rinde cuentas. Explicar en palabras simples y de 





forma didáctica a la sociedad qué servicios ofrece la Defensa, cómo se gastó el presupuesto, 





entre otros temas de interés, es parte de la rendición de cuentas. Esta rendición debe realizarse 





de forma participativa y con retroalimentación por parte de la sociedad. La Defensa Pública debe 





darse a conocer, mostrar sus servicios y mantener canales ágiles de comunicación con personas 





usuarias y público en general. 





 





Estrategias transversales 





Para dar cumplimiento a los aspectos fundamentales anteriores, deben adoptarse una 





serie de estrategias concretas y accionables que deberán ser transversales a todas las políticas y 





acompañar la implementación de los cuatro compromisos. 





Ejercicio del liderazgo: La Defensa Pública cuenta con un liderazgo que acompaña el proceso 





de justicia abierta. Es fundamental que este liderazgo se ejerza hacia adentro y hacia afuera de la 





institución. Las líneas de acción hacia adentro deben ser claras y obligatorio su cumplimiento. 





Asimismo, es deseable que cada responsable de los compromisos ejerza a su vez un liderazgo 





fuerte que permita avanzar rápidamente. Las autoridades deben ser voceras de la justicia abierta; 





deben incorporar este concepto y explicar las iniciativas en cada aparición pública. Las 





autoridades deben participar activamente en foros de derechos humanos, de acceso a la justicia 





y otros, y a ellos deben llevar el paradigma de la justicia abierta. Asimismo, deben buscar 





proactivamente una mayor presencia en los medios de comunicación y la concreción de alianzas 





con otras instituciones del sector público y privado. 





Sensibilización y capacitación: Todas las líneas de acción propuestas requieren de un 





componente de capacitación tanto para los funcionarios como para sociedad civil. Algunos de 
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los compromisos que se proponen dependen directamente de esta capacitación. La apertura de 





datos y la adopción masiva de un lenguaje claro y de comunicación inclusiva solo serán posibles 





si los funcionarios cuentan con las herramientas técnicas necesarias para ello. El uso de datos y 





la participación de la sociedad civil solo será posible si las personas conocen y otorgan valor a 





esta iniciativa. Asimismo, es clave la socialización y sensibilización de este Modelo de Defensa 





Pública Abierta. También es fundamental hacer uso de las redes sociales segmentadas por edad 





de uso con distintos mensajes acordes al público sobre los servicios de la Defensa Pública y 





sobre este Modelo. Estas mismas redes sociales deben usarse para motivar a las personas a 





participar en las distintas ofertas que la Defensa Pública proponga. 





Encuestas y consultas a personas usuarias: para conocer las necesidades jurídicas de las 





personas y su nivel de satisfacción con la información provista, los servicios brindados y la 





comunicación de la institución, deben utilizarse herramientas técnicas como encuestas y 





consultas estructuradas. La visión de una justicia centrada en las personas parte del supuesto de 





que la institución conoce sus necesidades e intereses y actúa en consecuencia. Las encuestas 





deben ser diseñadas por expertos en esta herramienta y deben ser anónimas para permitir una 





mayor libertad en las respuestas. En lo posible, deben encargarse a instituciones externas a la 





Defensa para asegurar la solvencia técnica y la confidencialidad.                                                                                         





Incorporación de tecnología: El uso de tecnologías innovadoras forma parte del modelo de 





justicia abierta. La tecnología en sí misma no garantiza la apertura; es solo una herramienta que 





debe ser puesta al servicio de las personas para mejorar el acceso a justicia, a la información y a 





la participación. La tecnología que debe incorporarse es múltiple; desde tecnología de baja 





complejidad, como por ejemplo el uso de lenguaje claro o la incorporación de nuevos sistemas 





de gestión electrónica, hasta tecnología de alta complejidad como el uso de blockchain para 





asegurar la autenticidad de los documentos, y la inteligencia artificial, para automatizar ciertos 





procesos y facilitar la labor de los defensores públicos. Debe tenerse en cuenta que no todas las 





personas tienen acceso a la tecnología y saben cómo usarla; por ello, es deseable que se 





sensibilice a los grupos que lo requieran sobre las herramientas tecnológicas. Esto puede 





lograrse, por ejemplo, a través de estaciones de servicio para personas usuarias en las que se 





brinde capacitación. Como no todas las personas cuentan con acceso a la tecnología, los 





métodos tradicionales de comunicación deben estar presentes si esto fuera necesario. 





Monitoreo y evaluación: una justicia abierta presupone achicar la brecha de justicia. Solo es 





posible saber si la institución avanza en este camino a través de mediciones del estado de 





situación actual o línea de base de la que se parte y mediciones periódicas que permitan conocer 





con precisión si se cumplen las metas propuestas y se pueda corregir el rumbo de ser necesario. 





Por ello, cada línea de acción debe contar con sus indicadores de resultado y de impacto y con 





metas, y estas se deben monitorear de forma sistemática. Este proceso debe ser cuantitativo y 





cualitativo; es decir, además de las métricas, se deberán realizar entrevistas y consultas tanto 





con las personas defensoras como con las personas usuarias. Sin una evaluación sistemática no 





es posible rendir cuentas sobre los servicios y usos de los recursos.  





Integralidad de las iniciativas: Los principios de la justicia abierta sobre los que se basan las 





líneas de acción, la transparencia, la rendición de cuentas y la participación, se complementan 





uno con otro. Es necesario pensar la estrategia de justicia abierta en su integralidad, 





incorporando todos sus principios en cada una de las acciones que se lleven a cabo. Una buena 





estrategia de justicia abierta produce y publica la información en consulta y de acuerdo a las 





necesidades de las personas usuarias, usa esta información para rendir cuentas, se nutre de la 
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retroalimentación que las personas hagan de ella y todo esto trae como resultado un mayor 





acceso a la justicia. 





Asignación de partidas presupuestarias: Una de las conclusiones a las que se llegó en 





debates a nivel global acerca de cómo dar cumplimiento al ODS 16 y, en consecuencia, cómo 





disminuir la brecha de justicia es que es imprescindible la inversión en justicia. Si bien para 





implementar algunas de las iniciativas de justicia abierta no son necesarias asignaciones 





presupuestaria específicas, esto no obsta a que es fundamental que las autoridades políticas y 





judiciales del país, así como los donantes reconozcan que, así como para disminuir la pobreza, 





para achicar la brecha de justicia se requieren de fondos específicos. En particular, se requieren 





partidas específicas para incorporar nuevas tecnologías y para que las personas defensoras se 





desplacen a los territorios. 





Acuerdos políticos amplios: la Defensa Pública, como unidad constitutiva del Poder Judicial, 





debe ser una institución central del Estado Abierto. Por ello, las alianzas con otras instituciones 





públicas tanto judiciales como no judiciales son importantes. Es también importante formar parte 





de las iniciativas de justicia abierta que lleva adelante desde hace años el Poder Judicial. Asimismo, 





una Defensa Pública Abierta se nutre y retroalimenta de las experiencias comparadas 





internacionales y se incorpora a las organizaciones regionales e internacionales que se ocupan 





de estos temas. 





El resultado esperado de la implantación del Modelo fue expresado muy claramente por un 





participante de los talleres de co-creación: este se logrará cuando “Todas las personas conocen 





la función de la Defensa Pública y la perciben cercana y como una institución sensible, 





comprensiva de las diferencias y las desigualdades sociales, comprometida con las personas en 





contextos de mayor situación de vulnerabilidad.” 





 





6. COMPROMISOS O LÍNEAS DE ACCIÓN PARA LA IMPLEMENTACIÓN DEL 





MODELO 





Las líneas de acción o compromisos que serán los pilares del modelo son 4: I. Datos abiertos y 





rendición de cuentas; II. Lenguaje claro y comunicación inclusiva; III. Mecanismos de participación 





abierta en la Defensa Pública; y IV. Prestación del servicio con valor público. 





Los tres primeros compromisos fueron propuestos por la Defensa Pública y los participantes de 





los talleres los encontraron valiosos y decidieron trabajar en ellos. El último compromiso surgió 





durante los talleres a propuesta de los participantes, y la Defensa Pública decidió incorporarlo. 





Cada compromiso se trabajó con una plantilla con campos predeterminados. En este documento, 





se presentará una versión consolidada y editada de los compromisos que incluye en forma 





ordenada las propuestas y recomendaciones realizadas durante el taller. 





A continuación, se describen en detalle cada uno de los compromisos trabajados. 





Compromiso I: Datos Abiertos y Rendición de Cuentas 





Definición del Problema: Falta de datos abiertos que permitan una mejor rendición de 





cuentas y empodere a las personas usuarias en la participación y retroalimentación de 





oportunidades de mejora en la Defensa Pública.  Por ello, el primer compromiso que se adopta 





es la apertura de datos en la Defensa Pública acorde a la política de Datos Abiertos del Poder 





Judicial. 
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Las justificaciones para dar prioridad a este problema son la siguientes:  





• es necesario transmitir a la ciudadanía la información que ella requiera de acuerdo con 





los principios de transparencia y como forma de fortalecer la confianza en la Defensa 





Pública.                                                                                                         





• el acceso a la información pública debe ser una regla y no una excepción, y esta debe 





presentarse en formatos abiertos y amigables;   





• existe una carencia de datos confiables, oportunos y accesibles hacia el público externo 





y para subsanarlo, es necesario producir y publicar datos en formatos abiertos de 





acuerdo a la política de apertura de datos del Poder Judicial. 





• la falta de datos y la dificultad de acceder a ellos impide que los usuarios puedan ejercer 





en tiempo y forma su derecho a la información;  





• la falta de datos atendiendo a la diversidad cultural de las personas en situación de 





vulnerabilidad o con necesidades especiales (personas privadas de libertad, colectivos de 





género, pueblos indígenas, etc.) y de aquellos que no cuentan con los medios 





tecnológicos es un problema adicional;  





• los datos no son usualmente utilizados en un proceso de rendición de cuentas con 





participación de los usuarios y del público en general; 





Definición del compromiso: El compromiso se define como la puesta a disposición de datos 





en formatos primarios y abiertos y la generación de informes periódicos a partir de esos datos 





sobre el desempeño, eficacia y eficiencia de la institución para la rendición de cuentas. Los datos 





que se abrirán corresponden a las diversas materias que atiende la Defensa, tanto del área penal 





como social. También se propone que los informes no sean meramente informativos, sino que 





permitan la retroalimentación por parte de los usuarios y de la sociedad civil en general. Esto 





permitirá a la Defensa Pública incorporar sus datos al Observatorio del Poder Judicial.     





Para lograr esto, será necesario mejorar los canales de diálogo con la ciudadanía y buscar 





estrategias de comunicación con diversos sectores de la población costarricense, para conocer 





qué datos les interesa que la Defensa Pública abra. Este acercamiento se realizará a través de 





plataformas virtuales, redes sociales y mediante el desplazamiento hacia las comunidades. 





Para ello, ya existe un marco de referencia en estrategias de comunicación en Justicia Abierta 





aprobado en enero de 2020 para todo el Poder Judicial y que facilitará a la Defensa seguir los 





lineamientos establecidos y adecuar las iniciativas de comunicación que se aprueben a estas 





directrices.3                                                                                                                         





Este compromiso se define focalizado en el principio de Transparencia, pero no puede lograrse 





en su integralidad sin incorporar el principio de Participación. 





Marco regulatorio y presupuesto: no es necesario realizar un cambio normativo para la 





implementación del compromiso. Tanto la Política de Justicia Abierta como el Protocolo de 





Datos Abiertos del Poder Judicial son suficientes para llevarlo adelante. El presupuesto requerido 





para la puesta en marcha de la acción se asigna mayormente a las horas de trabajo del personal.  





 





3 Ver documento “Estrategia de Comunicación y Sensibilización sobre la Política de Justicia Abierta en Costa Rica” 





producto de la asistencia técnica de EUROsociAL para el diseño de estrategia de comunicación externa sobre Política 





de Justicia Abierta para Poder Judicial de Costa Rica. 
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Actividades para su implementación:  





• Realizar al menos dos jornadas internas entre el personal de la Defensa Pública para 





definir qué datos se producen y cuáles son prioridad publicar. 





• Realizar un taller de formación intensivo y técnico en tema de datos abiertos para los 





responsables de la política. 





• Definir en qué plataforma se publicarán los datos abiertos e implementarla. 





• Definir e implementar un plan anual de publicación y actualización de datos. 





• Realizar al menos una jornada con sociedad civil para definir qué datos y en qué formatos 





se deben publicar en forma prioritaria, conforme a la política de datos abiertos del Poder 





Judicial. 





• Diseñar y administrar una encuesta a usuarios acerca de los datos que necesitan y en 





qué formatos. 





• Implementar un mecanismo de rendición de cuentas con retroalimentación de la 





población usando diferentes medios disponibles: reuniones presenciales, reuniones 





presenciales en las regiones, uso de redes sociales, etc. El mecanismo debe contemplar 





un sistema de respuesta a las sugerencias de los interesados. 





Población objetivo: La población objetivo de este compromiso es en general todas las 





personas que se beneficiarán de una institución más transparente; en particular los usuarios de 





la Defensa Pública ya que en el mediano plazo, contar con datos abiertos mejorará tanto el 





ejercicio de sus derechos como la gestión de la institución.  





Es fundamental considerar como población objetivo en particular a grupos vulnerables como 





ser, personas privadas de la libertad, personas con discapacidad, mujeres y personas LGBTIQ. 





Por ello, es necesario focalizar los datos de acuerdo con sus necesidades.  





Indicadores y metas:  





• Cantidad de bases de datos en formato abierto publicadas (meta para primer año: 5) 





• Cantidad de talleres y reuniones internas y con sociedad civil realizadas (meta para 





primer año: 5)                                                                                                                                                    





Socios validados: Dirección de Planificación, Departamento de Tecnología y la organización 





Familia Penitenciaria Unida. 





Socios propuestos: Laboratorio de Innovación de la Universidad de Costa Rica, Programa del 





Estado de la Justicia Nacional, Datos abiertos Costa Rica, Ilda, Hijos, Mesa Nacional Indígena, 





Foro de Justicia, Cicap UCR y Asociaciones de Desarrollo Integral  Indígenas.4 





                                                                                                                                     





Compromiso II: Lenguaje Claro y comunicación inclusiva 





Definición del Problema: Hoy, no existen lineamientos con respecto a una comunicación 





clara, precisa, accesible e inclusiva en la Defensa Pública. Puede observarse un desconocimiento 





general acerca de la importancia de la capacitación en el uso del lenguaje claro. A su vez, el 





personal no es consciente de la necesidad de la comunicación clara y sencilla. En ocasiones, la 





 





4 Estos potenciales socios han sido propuestos durante los talleres. Está pendiente aún su 
validación. 
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participación de la Defensa Pública en los procesos judiciales no se realiza con un lenguaje claro, 





con comunicación inclusiva y oportuna.  





Cuando se habla de lenguaje claro es importante contemplar el medio en el que se transmite; 





no es solo a través de la escritura sino también de la oralidad como una forma de trasmisión de 





la información, por ejemplo, de particular utilidad para las personas privadas de libertad y las 





comunidades indígenas 





La falta de un lenguaje claro limita el conocimiento de la sociedad respecto de las decisiones de 





la institución, así como de las labores que realiza. Esto es perjudicial en varios sentidos: no 





permite a las personas acceder a la información para ejercer sus derechos y la Defensa Pública 





no puede mostrar las actividades que realiza de forma efectiva ni sus resultados. Para ello, la 





estrategia del lenguaje claro y la comunicación inclusiva puede contribuir a generar mayor 





confianza y legitimidad en las instituciones públicas y del Poder Judicial. Adicionalmente, hay una 





problemática específica con el cumplimiento de informar las decisiones a las personas 





involucradas. Ello por cuanto se atiende un público muy diverso y se utiliza excesivamente un 





lenguaje técnico sin explicación clara. 





En particular se propone llevar adelante este compromiso siguiendo estos principios: 





• Utilizar en las comunicaciones y en materiales informativos otras formas de lenguaje (ej. 





idiomas de pueblos originarios), software JAWS y comunicación (LESCO, braille).                                                                                  





• Dar mayor accesibilidad a los servicios e información para todos y todas. 





• Establecer una comunicación clara. 





• Garantizar la intervención en los procesos de las personas involucradas. 





• Garantizar el lenguaje democrático. 





• Garantizar la comprensión de la cosmovisión de las poblaciones, grupos y personas que 





son atendidas en la Defensa Pública. 





• La Capacitación de las personas funcionarias en lenguaje claro e inclusivo. 





 





Definición del compromiso: La Defensa Pública se compromete a contar con los recursos 





materiales y humanos suficientes que permitan a diversos sectores de la sociedad tener acceso 





a la información de manera clara por medio de la herramienta del lenguaje claro e inclusivo. 





Igualmente, propiciará que en los canales de diálogo con la ciudadanía y de diálogo directo con 





los usuarios se realice con un enfoque diferencial, de género e interseccional.  





Para ello, la Defensa Pública propiciará que en los procesos de selección de personal se evalúe 





la capacidad y las habilidades de las personas concursantes para comunicarse de forma clara, con 





la actualización de los perfiles competenciales que tome en cuenta dichas habilidades blandas. 





Asimismo, se compromete a realizar procesos de capacitación y concientización del personal 





existente y futuro sobre la importancia de la comunicación clara.  





Se deberán lograr los siguientes objetivos: 





• Generar una estrategia de comunicación con acciones focalizadas para los distintas 





poblaciones, grupos y personas que son atendidas por la Defensa Pública teniendo en 





cuenta los lineamientos de comunicación establecidos en los documentos “Estrategia de 





Comunicación y Sensibilización sobre la Política de Justicia Abierta en Costa Rica” y en la 
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Estrategia de comunicación, sensibilización y rendición de cuentas producida por la 





Defensa Pública. 





• Desarrollar un plan de capacitación estratégico vinculado con el Plan Anual Operativo 





que permita identificar de mejor manera las necesidades de capacitación de la Defensa 





Pública, en especial sobre la herramienta del lenguaje democrático.   





• Promover la inclusión de la Defensa Pública en el plan general de lenguaje claro del Poder 





Judicial.  





• Propiciar que las participaciones de la Defensa Pública en los procesos judiciales se 





realicen con un lenguaje claro, con comunicación inclusiva y oportuna. 





Este compromiso incluye todos los principios de una justicia abierta: 





Transparencia: por cuanto debe existir confianza entre las personas usuarias y el personal que 





les atiende, como medio para su interpretación o traducción de la información.  





Participación ciudadana: en vista de que las personas usuarias requieren de la comunicación clara 





para intervenir de manera informada en los procesos que les concierne.  





Colaboración: puesto que para la realización de sus compromisos será necesaria la búsqueda de 





alianzas estratégicas inter e intra-institucionales, así como con la sociedad civil. 





Marco regulatorio y presupuesto: no es necesario realizar un cambio normativo para la 





implementación del compromiso. El presupuesto requerido para la puesta en marcha de la acción 





será estimado oportunamente. 





Actividades para su implementación:  





                                                               





• Incorporar de forma gradual el lenguaje claro en las comunicaciones de la Defensa 





Pública. 





• Establecer un espacio de diálogo abierto mediante alguna plataforma virtual (Teams, 





Facebook Live, Zoom, Telegram, entre otras) dirigido a familiares de población privada 





de libertad.  





• Capacitar a las personas usuarias en el uso de las plataformas virtuales.  





• Incluir cursos de LESCO con autorización y colaboración de las jefaturas para la 





asistencia. 





• Hacer accesibles los formularios de inconformidad para personas usuarias menores de 





edad. 





• Incrementar las visitas de monitoreo a los centros penales y transmitir de forma clara y 





accesible a las personas destinatarias de los servicios de la Defensa Pública.  





• Realizar capacitaciones a las personas funcionarias en sensibilización y en habilidades 





blandas, con enfoque diferencial, de género e interseccional. 





• Realizar una propuesta para que se faciliten los trámites administrativos para el pago de 





personas intérpretes en idiomas originarios.  





• Diseñar y administrar una encuesta de satisfacción para los usuarios respecto del 





lenguaje claro y la comunicación inclusiva. 





• Valorar la posibilidad de adquirir un software que facilite la comprensión y la transmisión 





de la información.  
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Población objetivo: Población privada de libertad y sus familiares, personas indígenas, 





personas con discapacidad, personas menores de edad, personas adultas mayores, personas de 





la comunidad LGBTIQ+, personas en condición de movilidad humana, personas en condición de 





vulnerabilidad económica, mujeres, personas adultas en general. Todas las personas usuarias en 





general. 





Indicadores y metas:  





Cantidad de personas funcionarias capacitadas en lenguaje claro y comunicación inclusiva con 





enfoque diferencial en género e interseccional (meta: 10% de las personas funcionarias 





capacitadas en dos años)  





Cantidad de personas funcionarias capacitadas en LESCO (meta: al menos una persona por 





oficina, en aquellas que su personal sea mayor a 25 personas capacitadas en dos años)                                                                                             





Cantidad de personas usuarias capacitadas en el uso de plataformas virtuales (meta: 50 personas 





usuarias por año)                                                                                                             





Cantidad de reuniones realizadas con familiares de población privada de libertad (meta: 5 





reuniones al año)  





Cantidad de visitas de monitoreo informativas a centros penales realizadas (meta: 10 visitas por 





año)   





Grado de satisfacción de los usuarios respecto de lenguaje claro y comunicación inclusiva (meta: 





30% luego del primer año)                                                                                                      





 





Socios validados: Oficina de Atención y Protección a Víctimas y la organización Familia 





Penitenciaria Unida. 





Socios propuestos: Ministerio de Justicia y Paz (coordinación de nivel institucional, semi 





institucional y mujeres), Familia Penitenciaria Unida, Asociaciones de Desarrollo Indígena, OFIM 





(Oficinas Municipales de Atención a la Mujer), Mesa de Trabajo para una Justicia Abierta, 





Asociaciones de apoyo para personas con discapacidad, Universidad de Costa Rica (para lenguaje 





claro), UNED (para LESCO y lenguajes originarios), CONAPDIS.5 





 





Compromiso III: Mecanismos de participación abierta en la Defensa Pública 





Definición del Problema: Existen dificultades de acceso de los usuarios a los servicios que 





presta la Defensa Pública. Ellos tienen poco conocimiento de la labor que realiza la institución y 





se evidencia una falta de diálogo e interacción entre los usuarios y los funcionarios de la Defensa. 





No hay establecidos mecanismos idóneos de comunicación y de participación. Si bien existen 





algunas herramientas, se deben mejorar los canales de interlocución con los usuarios. Estos 





canales deben ser equitativos con especial atención a las poblaciones vulnerables. Las estrategias 





de incidencia hoy, son poco eficaces.  





 





5 Estos potenciales socios han sido propuestos durante los talleres. Está pendiente aún su 
validación. 
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Por todo ello, deben incorporarse en la gestión de la Defensa Pública los siguientes principios: 





• Incrementar o fortalecer la participación comunitaria con poblaciones indígenas, 





organizaciones de la sociedad civil, en particular con organizaciones que representan 





intereses de personas en situación de vulnerabilidad, etc. teniendo en cuenta las 





particularidades y el contexto de dichas comunidades para definir los mecanismos y 





formas de participación. 





• Tener en cuenta la diversidad de idiomas y procurar personas traductoras cuando sea 





necesario. 





• Lograr una real colaboración y co-creación con personas usuarias, sus familias y la 





sociedad civil para implementar proyectos. 





• Implementar una perspectiva de género, diferencial e interseccional, basada en el 





enfoque de derechos humanos  





• Lograr que los mecanismos de comunicación sean equitativos, diversos, representativos 





y accesibles. 





Definición del compromiso: Fortalecer y crear nuevos mecanismos de comunicación, diálogo 





y participación con la sociedad civil. Para ello es necesario definir un plan de participación que 





contemple un sistema permanente de contacto y comunicación con las distintas poblaciones 





objetivo y con la comunidad en general.  





La Defensa Pública debe alinear sus acciones de participación a la política de participación del 





Poder Judicial. Estas acciones deben incluir canales virtuales y presenciales y propiciar las visitas 





de los funcionarios a las comunidades y regiones. Se promoverá un debate profundo al interior 





de la Defensa Pública para determinar el grado de apertura y co-creación en las decisiones que 





ofrecerán a la sociedad civil. Se buscarán alianzas de colaboración con organizaciones que 





faciliten e impulsen la participación de las comunidades involucradas, siendo el rol de los 





facilitadores judiciales central en esta tarea. 





Esta acción se relaciona con el principio de Participación porque permite la interacción con la 





sociedad civil. También con el principio de Transparencia, ya que para poder participar es 





necesario acceder a la información relevante. Esta propuesta incluye también el principio de 





Colaboración. 





 





Marco regulatorio y presupuesto: no es necesario realizar un cambio normativo para la 





implementación del compromiso. Tanto la Política de Justicia Abierta como la de Participación 





son suficientes para llevarlo adelante. El presupuesto requerido para la puesta en marcha de la 





acción será estimado oportunamente. 





Actividades para su implementación:  





• Realizar un diagnóstico para determinar intereses y necesidades de la población meta y 





consultarles sobre cuáles serían los mejores mecanismos de participación. 





• Realizar un mapeo de actores sociales y asegurar que todos ellos hayan sido convocados 





a las actividades de participación. 





• Definir los medios de comunicación óptimos para llegar a los distintos actores 





mapeados. 
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• Establecer cuáles son los medios de comunicación y espacios de participación existentes 





y cómo se fortalecen y complementan con los mecanismos y espacios que se propone 





crear.  





• Definir mesas o canales de participación según temas de interés para cada grupo de 





actores. 





• Definir de forma co-creada espacios y mecanismos sostenibles de participación en la 





Defensa y generación de una alianza público-privada. 





• Implementar los mecanismos de participación definidos en dicha alianza. 





• Establecer mecanismos de rendición de cuentas realizados a través de mecanismos de 





participación ciudadana y metodologías participativas. 





                                                                                     





Población objetivo: La población objetivo definida en este compromiso es la población en 





general y los usuarios y familiares. 





Indicadores y metas:  





Cantidad de actores mapeados que participan efectivamente en los mecanismos diseñados según 





la alianza público-privada (meta: 30% durante el primer año, 50% durante el segundo año). 





Grado de satisfacción con los mecanismos de participación diseñados (meta: 75% todos los años)                                                                                                                        





 





Socios validados: organización MaxClaMaR. 





Socios propuestos: INAMU, CONAI, ONG, IMAS, PANI.6 





                                         





Compromiso IV: Prestación de servicio con valor público 





Definición del Problema: Uno de los presupuestos de la justicia abierta es el acceso a la 





justicia. En particular a servicios de justicia de calidad y adecuados a las necesidades de los 





usuarios. En este sentido, la Defensa Pública debería readecuar sus servicios y su forma de 





atender a las necesidades de la población de acuerdo a este concepto. La calidad y los tiempos 





de las intervenciones no siempre son los adecuados y muchas veces no satisfacen las necesidades 





de su público. No hay mediciones periódicas de calidad y tiempos de los procesos ni una 





retroalimentación por parte de los usuarios de estas cuestiones. Las necesidades jurídicas de la 





población no siempre encuentran una respuesta y se desconoce en detalle cuáles son. Esto 





incrementa la brecha de justicia en la sociedad. 





Definición del compromiso: Rediseñar los procesos y servicios de la Defensa Pública de 





acuerdo al concepto de valor público. “El valor público, entendido como el valor que los y las 





ciudadanos/as dan a los bienes y servicios recibidos del estado si éstos satisfacen una necesidad 





sentida con calidad y oportunidad, es un mecanismo potente para el logro del desarrollo 





sostenible. El concepto no solo permite confluir objetivos sociales, económicos y ambientales 





en definiciones estratégicas e intervenciones de las instituciones públicas, sino también admite 





 





6 Estos potenciales socios han sido propuestos durante los talleres. Está pendiente aún su 
validación. 
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los principios para una implementación indivisible, universal, participativa y democrática.” (ILPES, 





CEPAL, 2021). 





En cumplimiento de esta visión, la Defensa Pública deberá incorporar los siguientes principios: 





• Fortalecer el concepto de calidad en los servicios. 





• Promover el rediseño de procesos para mejorar los tiempos de las intervenciones que 





son atribuibles exclusivamente a la Defensa Pública en los casos. 





• Brindar servicios de acuerdo con las necesidades de los/las usuarias/os.  





• Incrementar el acceso a la información sobre los servicios que brinda tanto para usuarios 





como para la población en general. 





• Capacitar a los funcionarios en cómo brindar servicios de calidad con valor público. 





• Revisar los procesos de selección y evaluación del personal para incorporar perfiles 





profesionales de acuerdo a lo aquí propuesto. 





• Fortalecer los mecanismos de monitoreo y evaluación de los servicios teniendo en 





cuenta las necesidades jurídicas de las personas que requieren los servicios de la Defensa 





Pública en general como de las personas que se encuentran cumpliendo una pena, y la 





satisfacción de los usuarios. 





                                                                                                              





Este compromiso incluye los principios de una justicia abierta de la siguiente forma: 





- Transparencia ante la ciudadanía para procesos internos y sobre los servicios que brinda. 





- Colaboración entre diversos actores sociales para hacer llegar la información y promover 





iniciativas. 





- Participación para lograr una mayor legitimidad y confianza en la institución y un mayor 





empoderamiento de la sociedad civil. 





 





Marco regulatorio y presupuesto: no es necesario realizar un cambio normativo para la 





implementación del compromiso. El presupuesto requerido para la puesta en marcha de la acción 





se asigna mayormente a asistencias técnicas para el rediseño de los procesos y horas de trabajo 





del personal.  





Actividades para su implementación:  





• Coordinar con la Dirección de Planificación7 para realizar un diagnóstico de los 





procesos, flujo de trabajo y cuellos de botella de los servicios de la Defensa Pública en 





materia de pensiones alimentarias, ejecución de la pena y laboral.  





• Con base en el diagnóstico, proponer un proyecto de reformulación de los procesos 





para acortar los tiempos de intervención en coordinación con la Dirección de 





Planificación. 





• Implementar un proyecto piloto en alguna jurisdicción para testear la propuesta. 





• Reformular la propuesta e implementarla en toda la Defensa Pública. 





 





7 Este compromiso se llevará a cabo una vez que la Dirección de Planificación del Poder Judicial asigne 
los recursos humanos necesarios a tal fin. 
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• Diseñar y administrar dos encuestas, una de necesidades jurídicas insatisfechas de la 





población con foco en los servicios de la Defensa Pública y otra sobre satisfacción con 





los servicios ofrecidos. 





• Volver a administrar la encuesta luego de introducido el rediseño propuesto. 





• Capacitar a los defensores en temas de calidad con particular atención a los sectores 





vulnerables. 





• Utilizar los canales diseñados en el compromiso III para validar el rediseño de los 





procesos con los usuarios. 





 





Población objetivo: La población objetivo definida en este compromiso son los usuarios de 





los servicios de la institución. 





 





 





Indicadores y metas:  





Reducción efectiva del tiempo de los procesos (meta: 5% luego de implementado el rediseño, 





10% de mejora adicional al segundo año). 





Grado de satisfacción con los servicios recibidos (meta: 30% el primer año) 





Cantidad de necesidades jurídicas insatisfechas (meta: reducción de 5% durante el segundo año) 





Socios validados: Dirección de Planificación. 





Socios propuestos: Fundación MaxClaMaR, Innovaap – UCR, Contraloría de Servicios, 





NAMU.8 





 





7. CONCLUSIONES 





 





La Defensa Pública ha recorrido un camino importante que facilitará la implementación de un 





modelo de justicia abierta. Las acciones de diagnóstico y de participación realizadas en el marco 





de esta asistencia, así como las iniciativas implementadas con anterioridad, son pasos necesarios 





y valiosos para que el Modelo de Defensa Pública se implemente exitosamente. 





 





El presente documento ha sido elaborado de forma participativa en tres talleres realizados en el 





mes de agosto y validado en un taller realizado en el mes de noviembre de 2021. 





 





Es clave que las autoridades de la Defensa y su funcionariado técnico aceleren los tiempos de 





implementación de los aspectos fundamentales, estrategias transversales y compromisos aquí 





presentados. 





 





 





8 Estos potenciales socios han sido propuestos durante los talleres. Está pendiente aún su 
validación. 
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Es necesario ampliar las bases de participación incorporando más organizaciones de la sociedad 





civil como interlocutores y socios en la implementación de las iniciativas. 





 





Se recomienda además del monitoreo de las metas, una evaluación de medio término a finales 





de 2022, una posterior revisión de las metas si fuera necesario, y una evaluación final en 2023. 


















image2.wmf



Modelo de Defensa  Pública Abierta_VF.pdf








image3.png



&

CONAMAJ










image4.png



ZPODER
Jil JUDICIAL

24 =
S—== Reniblica de Costa Rica













image2.png


DEFENSA
\f} PUBLICA

Poder Judicial de Costa Ric









image3.png












Oficio JEFDP-367-2025.pdf




https://www.poder-judicial.go.cr/defensapublica 
 



Tel 2211-9800 / Fax 2257-5634 
 



 



1 



 



Oficio JEFDP-367-2025 
Ref. SICE: 2269-2025 



San José, 26 de noviembre de 2025 
 



 
Señor 
Msc. Allan Pow Hing Cordero 
Director 
Dirección de Planificación 
S_D 
 



 
 Estimado señor: 



 



 Por medio de la presente, reciba un cordial saludo.  En atención al correo de 



fecha 19 de los corrientes, en el que es puesto en conocimiento de la Defensa Pública 



el oficio número 1353-PLA-EV-2025, de fecha 18 de noviembre del presente año, en 



el cual se remite el informe suscrito por la Inga. Elena Gabriela Picado González, Jefa 



del Subproceso de Evaluación, relacionado con la propuesta para implementar la 



metodología para la confección y aprobación de Políticas Institucionales. 



 



 Sobre el particular, desde la Defensa Pública se observa que la información 



que se utilizó para la realización del seguimiento utiliza un “corte” al 30 de junio.  



Este dato es importante de valorar dado que, a la fecha, las metas operativas que 



posee este órgano auxiliar de justicia relacionadas con la Política de Participación 



Ciudadana y la Política de Justicia Abierta para el Poder Judicial se encuentran 



cumplidas, según la evidencia adjunta.  Al respecto y conforme figura en el sistema 



informático respectivo, se tiene que: 



OBJETIVO META % DE AVANCE 



Objetivo OBO-38487: 



Realizar un diagnóstico 



que permita identificar 



la situación actual sobre 



el tema de datos abiertos 



Meta MTO-38487.1: Que 



al finalizar el 2025 se 



haya realizado un 



diagnóstico que permita 



100% 
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en la Defensa Pública 



con el fin de tener la 



información 



correspondiente para 



mostrar a la personas 



usuaria. (Acción de la 



Política de Justicia 



Abierta y Participación 



Ciudadana). 



265- Documento 



diagnóstico sobre la Defensa Pública en materia de Justicia AbiertA- Mario Serrano DP.docx
 



identificar datos claves 



para publicar. 



Objetivo OBO-38488: 



Incrementar el número 



de estaciones virtuales 



para el fortalecimiento 



de los servicios de la 



Defensa Pública en 



comunidades lejanas 



que no cuentan con 



oficinas judiciales. 



(Acción de la Política de 



Justicia Abierta y 



Participación 



Ciudadana). 1 



Meta MTO-38488.1: Que 



al finalizar el 2025 se 



hayan realizado acciones 



para promover la 



creación de 6 estaciones 



virtuales en 



comunidades lejanas 



que no cuentan con 



oficinas judiciales 



100% 



Es importante mencionar el trabajo 



realizado por parte de la Defensa Pública 



durante el año 2025 para la promoción, 



creación y sostenibilidad de las estaciones 



virtuales en comunidad. 



Acciones de sostenibilidad: 



En tal sentido, el 7 de febrero de 2025 se 



realizó una visita de seguimiento a la 



Estación Virtual en Isla Chira, donde se 



aprovechó el espacio para atender a 



personas de dicha comunidad en materia 



laboral.    



El 21 de mayo de 2025, a un año de la 



inauguración de la estación virtual de Isla 



Venado, se visitó dicha comunidad y se 



impartieron dos charlas en materia de 



violencia doméstica y pensiones 



alimentarias, a las que asistieron 21 



                                                      
1 Este año se inauguraron nuevas estaciones virtuales en los distritos de Tucurrique y Pejivalle del cantón de Jiménez, en la 
provincia de Cartago, además de Bijagual de Turrubares, en la provincia de San José.  Estas nuevas estaciones se unen a las 
once ya existentes en diferentes partes del país: Tortuguero, Nosara, Cabeceras de Tilarán, Isla Chira, Colorado de Abangares, 
Pejibaye de Pérez Zeledón, La Virgen y Pavón de Los Chiles, Santa Fe de Guatuso, Río Cuarto, Territorio Indígena Maleku e 
Isla Venado. 
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mujeres. Este trabajo se hizo 



conjuntamente con la Defensa Pública de 



Puntarenas y de Nicoya.  



El 20 de junio de 2025 se logró la 



rehabilitación de la Estación Virtual en 



Colorado de Abangares, ya que el equipo 



fue dañado por la caída de un rayo. Con el 



esfuerzo de la comunidad se logró la 



reapertura de la estación virtual. 



Creación de estaciones virtuales: 



-El 4 de julio de 2025 se realizó la apertura 



de la Estación Virtual de Tucurrique, en 



conjunto con la Intendencia Municipal de 



ese distrito. 



-El 21 de agosto de 2025 se llevó a cabo la 



apertura de la Estación Virtual de Pejivalle 



del cantón de Jiménez de Cartago, que fue 



posible por la articulación con la 



Asociación de Desarrollo Integral de esa 



comunidad. 



-El 21 de noviembre se realizó la apertura 



de la Estación Virtual en Bijagual de 



Turrubares, trabajo que se gestó en 



colaboración y cocreación con la 



Asociación de Desarrollo de Bijagual.  



Acciones de promoción: 



Durante el 2025, el proyecto de estaciones 



virtuales se ha promocionado en las 



siguientes comunidades: 



-Santa Cecilia de La Cruz de Guanacaste, el 



14 de mayo del 2025. 



-Palmital de Montes de Oro, el 12 de junio 



del 2025. 
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-Los Ángeles de Nandayure, el 20 de junio 



del 2025. 



-Ostional de Guanacaste el 16 de julio del 



2025. 



-Cedral de Montes de Oro, el 29 de 



setiembre del 2025. 



 



Por lo anterior, solicitamos se actualicen los valores de cumplimiento de los 



objetivos, según corresponde a las Políticas Institucionales mencionadas, de forma 



tal que se tengan por cumplidas.  



 



 Sin otro particular, me suscribo atento, 



 



 



 



 



MSc. Juan Carlos Pérez Murillo 
Director 



Defensa Pública    





https://www.poder-judicial.go.cr/defensapublica





						2025-11-26T16:25:01-0600


			Juan Carlos Pérez Murillo
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Buenas tardes, 



 



Se remite para lo que corresponda.



 



A la orden,



 







“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinataria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos”.



 



De: Oficina Rectora Justicia Restaurativa <justiciarestaurativa@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: jueves, 27 de noviembre de 2025 13:18
Para: Dirección de Planificación <planificacion@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Oficio 330-ORJR-25/Mag. Gerardo Rubén Alfaro Vargas 
Importancia: Alta



 



Buenas tardes:



 



Me permito remitir comunicación adjunta, como respuesta al oficio No. 1353-PLA-EV-2025 (Ref. 2269-2025, sobre  el borrador de informe de seguimiento a las Políticas Institucionales del Poder Judicial del 2025, con corte al 30 de junio del 2025.



 



Atentamente,



 



 



 







“Este correo electrónico, incluidos los archivos adjuntos, puede contener información confidencial y/o sensible, es para uso exclusivo de la(s) persona(s) o entidad (es) a quien(es) se dirige. Si usted no es la parte destinataria, absténgase de realizar cualquier revisión, distribución o copia y comunique la situación de manera inmediata a la persona remitente, posteriormente proceda a borrar el mensaje de manera definitiva de su correo y de sus dispositivos” 
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CORTE SUPREMA DE JUSTICIA


 


  Magistrado  Sala de Casación Penal





San José, Costa Rica


 


 





									


 27 de noviembre del 2025


									 330-ORJR-25 -ORJR-25


Señor


Erick Antonio Mora Leiva, Subdirector 


Proceso Planeación y Evaluación


Dirección de Planificación


Presente





Estimado señor Mora:





Reciba un atento saludo de paz y bien.





Con la presente, hago referencia al oficio No. 1353-PLA-EV-2025 (Ref. 2269-2025), mediante el cual remite el borrador de informe de seguimiento a las Políticas Institucionales del Poder Judicial del 2025, con corte al 30 de junio del 2025.





En ese sentido, a continuación, se indican las observaciones sobre este informe, así como el estado actual de cumplimiento de las 13 metas operativas que están en proceso:





			Página


			Párrafo


			Observación concreta





			27 


			 4


Texto: De la Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa en Costa Rica se determinó que, la Oficina Rectora de Justicia Restaurativa, tiene metas operativas con un rango inferior al 26% en estado “Atención/Alerta” al 30 de junio del 2025.


			Desde la oficina Rectora de Justicia Restaurativa en fecha 24 de noviembre de 2025, se ha enviado un correo con carácter de urgencia al Departamento de Trabajo Social y Psicología, a fin de que actualicen el avance de la meta que actualmente tienen en condición de alerta.


Adicionalmente también se ha remitido un correo electrónico a modo de recordatorio, para las demás oficinas que también tienen compromisos de metas operativas, actualicen el registro de avances realizado al mes de junio de 2025.





			 31


			7


Texto:  La Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa en Costa Rica, obtuvo un cumplimiento del 54,88% al finalizar el primer semestre del 2025, compuesta por una meta estratégica y 38 metas operativas; localizando 14 metas operativas (37%) en estado Óptimo/Completado, 14 metas operativas (37%) en estado En Proceso y 10 metas operativas (26%) en estado Atención/Alerta.


			Es importante aclarar, que muchas de las metas operativas cumplen su total de avance al finalizar el año. Actualmente de las 38 metas operativas que se registran, se tienen 13 en proceso las cuales se indican en el cuadro Anexo 1. 











Sin otro particular, atentamente, lo saluda,








Gerardo Rubén Alfaro Vargas


Magistrado Sala Tercera de Casación Penal


Rector de Justicia Restaurativa





ANEXO 1


Estado Actual de las 13 metas operativas en proceso





			CC_EST


			META_EST


			OBJ_OPE


			COD_MET_OPE


			MET_OPE


			COD_OFICINA


			OFICINA


			ACTUAL


			





			1. JUSTICIA RESTAURATIVA:Fortalecer a nivel nacional la Justicia Restaurativa para agilizar la resolución de los procesos judiciales y fomentar la paz social.


			OE.1.4.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado a nivel nacional la Justicia Restaurativa de conformidad con la Ley de Justicia Restaurativa y el Reglamento de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del personal Judicial


			Promover la participación de los equipos psicosociales en las estrategias institucionales para la sistematización de experiencias y generación de evidencia de la implementación de JJR (Plan de Acción Política Pública de Justicia Restaurativa de Costa Rica)


			MTO-38381.1


			Que al finalizar el 2025, los equipos psicosociales hayan participado en al menos dos actividades anuales de promoción de la JJR en su jurisdicción.


			160


			DEPARTAMENTO DE TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGIA (SEDE CENTRAL)


			0


			En proceso





Pendiente actualización en sistema





			2. JUSTICIA RESTAURATIVA:Fortalecer a nivel nacional la Justicia Restaurativa para agilizar la resolución de los procesos judiciales y fomentar la paz social.


			OE.1.4.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado a nivel nacional la Justicia Restaurativa de conformidad con la Ley de Justicia Restaurativa y el Reglamento de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del personal Judicial


			Diseñar y ejecutar las diferentes acciones formativas correspondientes al tema de Justicia Juvenil Restaurativa (Plan de acción política Juvenil Restaurativa).


			MTO-38351.1


			Que al finalizar el 2025, se haya ejecutado el 100% de las ofertas académicas del curso Justicia Juvenil Restaurativa Comunidad


			35


			ESCUELA JUDICIAL


			50


			En proceso





Pendiente actualización en sistema





			3. JUSTICIA RESTAURATIVA:Fortalecer a nivel nacional la Justicia Restaurativa para agilizar la resolución de los procesos judiciales y fomentar la paz social.


			OE.1.4.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado a nivel nacional la Justicia Restaurativa de conformidad con la Ley de Justicia Restaurativa y el Reglamento de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del personal Judicial


			Diseñar y ejecutar las diferentes acciones formativas correspondientes al tema de Justicia Juvenil Restaurativa (Plan de acción política Juvenil Restaurativa).


			MTO-38357.1


			Que al finalizar el 2025, se haya diseñado y ejecutado el 100% de las ofertas académicas del taller para el fortalecimiento de los equipos de Justicia Juvenil Restaurativa "Comunicación asertiva y efectiva en los equipos de trabajo


			35


			ESCUELA JUDICIAL


			50


			En proceso





Pendiente actualización en sistema





			4. JUSTICIA RESTAURATIVA:Fortalecer a nivel nacional la Justicia Restaurativa para agilizar la resolución de los procesos judiciales y fomentar la paz social.


			OE.1.4.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado a nivel nacional la Justicia Restaurativa de conformidad con la Ley de Justicia Restaurativa y el Reglamento de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del personal Judicial


			Desarrollar Sesiones de trabajo internas en Ejecución, con el fin de promover la captación de casos para Justicia Juvenil Restaurativa (Plan de Acción Política Pública de Justicia Restaurativa de Costa Rica) (Plan de acción política Juvenil Restaurativa).


			MTO-38359.1


			Que al finalizar el 2025, se haya realizado una sesión bimensual en las que se discute la captación de los casos en la etapa de Ejecución de la Sanción Penal Juvenil


			623


			FISCALIA ADJUNTA PENAL JUVENIL


			50


			En proceso





Pendiente actualización en sistema





			5. JUSTICIA RESTAURATIVA:Fortalecer a nivel nacional la Justicia Restaurativa para agilizar la resolución de los procesos judiciales y fomentar la paz social.


			OE.1.4.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado a nivel nacional la Justicia Restaurativa de conformidad con la Ley de Justicia Restaurativa y el Reglamento de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del personal Judicial


			Fomentar la especialización y la sensibilización de los equipos psicosociales mediante espacios de capacitación y sensibilización (Plan de Acción Política Pública de Justicia Restaurativa de Costa Rica)


			MTO-38377.1


			Que al finalizar el 2025, todo el personal de cada equipo psicosocial haya participado en al menos una actividad de capacitación y/o sensibilización por semestre


			160


			DEPARTAMENTO DE TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGIA (SEDE CENTRAL)


			50


			En proceso





Pendiente actualización en sistema 





			6. JUSTICIA RESTAURATIVA:Fortalecer a nivel nacional la Justicia Restaurativa para agilizar la resolución de los procesos judiciales y fomentar la paz social.


			OE.1.4.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado a nivel nacional la Justicia Restaurativa de conformidad con la Ley de Justicia Restaurativa y el Reglamento de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del personal Judicial


			Realizar el seguimiento de las acciones del Poder Judicial que constan en el Plan de Acción de la Política Pública de Justicia Juvenil Restaurativa (Plan de acción política Juvenil Restaurativa).


			MTO-38384.1


			Que al finalizar el 2025, se hayan realizado dos seguimientos anuales a las acciones del Poder Judicial


			1377


			OFICINA RECTORA DE JUSTICIA RESTAURATIVA


			50


			Cumplida





Pendiente actualización en sistema 





			7. JUSTICIA RESTAURATIVA:Fortalecer a nivel nacional la Justicia Restaurativa para agilizar la resolución de los procesos judiciales y fomentar la paz social.


			OE.1.4.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado a nivel nacional la Justicia Restaurativa de conformidad con la Ley de Justicia Restaurativa y el Reglamento de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del personal Judicial


			Dar seguimiento al manual de buenas prácticas para la realización de audiencias penales juveniles con enfoque restaurativo (Plan de Acción Política Pública de Justicia Restaurativa de Costa Rica)


			MTO-38388.1


			Que al finalizar el 2025, se hayan realizado al menos 2 seguimientos que acompañen a las Judicatura en la implementación de las buenas prácticas descritas en el Manual para su adecuada utilización.


			1377


			OFICINA RECTORA DE JUSTICIA RESTAURATIVA


			50


			Cumplida





Pendiente actualización en sistema





			8. JUSTICIA RESTAURATIVA:Fortalecer a nivel nacional la Justicia Restaurativa para agilizar la resolución de los procesos judiciales y fomentar la paz social.


			OE.1.4.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado a nivel nacional la Justicia Restaurativa de conformidad con la Ley de Justicia Restaurativa y el Reglamento de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del personal Judicial


			Implementar acciones de fortalecimiento de la Red de Apoyo Interinstitucional de Justicia Juvenil Restaurativa (Plan de Acción Política Pública de Justicia Restaurativa de Costa Rica)


			MTO-38378.1


			Que al finalizar el 2025 se haya implementado al menos una actividad semestral de fortalecimiento de la Red de Apoyo en coordinación con el equipo interdisciplinario de JJR en cada jurisdicción


			160


			DEPARTAMENTO DE TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGIA (SEDE CENTRAL)


			50


			En proceso





Pendiente actualización en sistema








			9. JUSTICIA RESTAURATIVA:Fortalecer a nivel nacional la Justicia Restaurativa para agilizar la resolución de los procesos judiciales y fomentar la paz social.


			OE.1.4.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado a nivel nacional la Justicia Restaurativa de conformidad con la Ley de Justicia Restaurativa y el Reglamento de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del personal Judicial


			Analizar los movimientos de trabajo de cada equipo de Justicia Juvenil Restaurativa conforme los reportes de informes mensuales para la toma de decisiones que mejore continuamente el servicio que se brinda (Plan de acción política Juvenil Restaurativa).


			MTO-38385.1


			Que al finalizar el 2025, se hayan realizado al menos dos informes anuales estadísticos sobre Justicia Juvenil Restaurativa para la toma de decisiones estratégicas


			1377


			OFICINA RECTORA DE JUSTICIA RESTAURATIVA


			50


			En proceso





Pendiente actualización en sistema





			10. JUSTICIA RESTAURATIVA:Fortalecer a nivel nacional la Justicia Restaurativa para agilizar la resolución de los procesos judiciales y fomentar la paz social.


			OE.1.4.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado a nivel nacional la Justicia Restaurativa de conformidad con la Ley de Justicia Restaurativa y el Reglamento de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del personal Judicial


			Fortalecer la implementación del Procedimiento de Tratamiento de Drogas bajo Supervisión Judicial (PTDJ) para Justicia Juvenil Restaurativa (Plan de Acción Política Pública de Justicia Restaurativa de Costa Rica)


			MTO-38390.1


			Que al finalizar el 2025, se hayan realizado al menos 4 reuniones anuales de coordinación de la ORJR, el ICD y el IAFA para un abordaje adecuado de cada uno de los casos del PTDJ juvenil


			1377


			OFICINA RECTORA DE JUSTICIA RESTAURATIVA


			50


			Cumplida





Pendiente actualización en sistema





			11. JUSTICIA RESTAURATIVA:Fortalecer a nivel nacional la Justicia Restaurativa para agilizar la resolución de los procesos judiciales y fomentar la paz social.


			OE.1.4.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado a nivel nacional la Justicia Restaurativa de conformidad con la Ley de Justicia Restaurativa y el Reglamento de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del personal Judicial


			Retroalimentar los procesos formativos en Justicia Restaurativa en todas las etapas procesales conforme con la competencia del Tribunal (Plan de Acción Política Pública de Justicia Restaurativa de Costa Rica.


			MTO-38564.1


			Que al finalizar el 2025 se hayan realizado al menos tres actividades formativas en Justicia Restaurativa


			1189


			TRIBUNAL DE APELACION DE SENTENCIA PENAL JUVENIL


			66,67


			En proceso





Pendiente actualización en sistema





			12. JUSTICIA RESTAURATIVA:Fortalecer a nivel nacional la Justicia Restaurativa para agilizar la resolución de los procesos judiciales y fomentar la paz social.


			OE.1.4.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado a nivel nacional la Justicia Restaurativa de conformidad con la Ley de Justicia Restaurativa y el Reglamento de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del personal Judicial


			Constatar que en los procesos que surgen en relación con la aplicación de medidas disciplinarias en la etapa de ejecución (coercitivas y disciplinarias) se haya valorado la alternativa de una solución restaurativa. (Plan de Acción Política Pública de Justicia Restaurativa de Costa Rica).


			MTO-38565.1


			Que al finalizar el 2025, se haya valorado el 100% de los recursos de apelación que surjan en relación con procesos disciplinarios y se haya considerado una solución restaurativa.


			1189


			TRIBUNAL DE APELACION DE SENTENCIA PENAL JUVENIL


			85


			En proceso





Pendiente actualización en sistema





			13. JUSTICIA RESTAURATIVA:Fortalecer a nivel nacional la Justicia Restaurativa para agilizar la resolución de los procesos judiciales y fomentar la paz social.


			OE.1.4.1.1 - Que al finalizar el 2030, se haya implementado a nivel nacional la Justicia Restaurativa de conformidad con la Ley de Justicia Restaurativa y el Reglamento de Justicia Restaurativa para el Bienestar Integral del personal Judicial


			Participar de las reuniones interdisciplinarias que permitan el acceso de las personas sentenciadas y las personas ofendidas a la Justicia Restaurativa en la ejecución de las sanciones penales juveniles (Plan de Acción Política Pública de Justicia Restaurativa 


			MTO-38369.1


			Que al finalizar el 2025 se haya participado de las reuniones mensuales interdisciplinarias de Justicia Restaurativa con el fin de analizar los casos que pueden entrar al Programa de Justicia Restaurativa


			915


			JUZGADO EJECUCION DE LAS SANCIONES PENALES JUVENIL


			91,67


			En proceso





Pendiente actualización en sistema
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Política Institucional para el Acceso a la Justicia por parte de la Justicia de Personas Afrodescendientes





Acorde a las metas operativas vinculadas a la Política, para el primer semestre del 2025, se localizan 8 metas operativas (44%) se encuentran completadas  y 10 metas operativas (56%) en estado en proceso. (ver anexo 2). 



2025

Cumplimiento de metas operativas           Enero a Junio del 2025 



Cumplimiento de las metas estratégicas                Enero a Junio del 2025 

Con respecto a la meta estratégica vinculada a la Política Institucional se indica que, para el primer semestre del 2025, obtuvo un promedio del 70,56% de avance en el cumplimiento. (ver anexo 2). 



70,56%
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Óptimo Completado	En Proceso	Atención / Alerta	0.44	0.56000000000000005	0	











Resultado del seguimiento a los indicadores de efecto para el primer semestre del 2025







Indicador:



 Cantidad de estrategias de información y divulgación

El indicador Cantidad de estrategias de información y divulgación registra para el primer semestre del 2025, un cumplimiento del 57% (4 visitas) con respecto a la meta esperada (7 visitas).

Nota: El detalle de los indicadores de resultados de efecto se pueden observar en el cuadro 5 en la columna denominada matriz de seguimiento de indicadores de efecto 2025.











		Indicador		Meta		Línea base		Programado para ejecutarse en el 2025		Resultado al 30 de junio 2025		Porcentaje de variación

		Cantidad de estrategias de información y divulgación  		Que al finalizar el año se haya aumentando al menos en una campaña más o estrategia de comunicación. 		3		7		4		57
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Resultado del seguimiento a los indicadores de efecto para el primer semestre del 2025







Indicador:



 Cantidad de estrategias de información y divulgación

Nota: El detalle de los indicadores de resultados de efecto se pueden observar en el cuadro 5 en la columna denominada matriz de seguimiento de indicadores de efecto 2025.













El indicador Cantidad de coordinaciones interinstitucional registra para el primer semestre del 2025, un cumplimiento del 71% (5 visitas) con respecto a la meta esperada (7 visitas).

		Indicador		Meta		Línea base		Programado para ejecutarse en el 2025		Resultado al 30 de junio 2025		Porcentaje de variación

		Cantidades de Coordinaciones interinstitucionales		Que al finalizar el año se haya aumentado al menos en una coordinación y articulación interinstitucional mas.		3		7		5		71
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Resultado del seguimiento a los indicadores de efecto para el primer semestre del 2025







Indicador:



 Cantidad de estrategias de información y divulgación

Nota: El detalle de los indicadores de resultados de efecto se pueden observar en el cuadro 5 en la columna denominada matriz de seguimiento de indicadores de efecto 2025.









El indicador Cantidad de visitas a comunidades de Sociedad Civil registra para el primer semestre del 2025, un cumplimiento del 50% (3 visitas) con respecto a la meta esperada (6 visitas).

		Indicador		Meta		Línea base		Programado para ejecutarse en el 2025		Resultado al 30 de junio 2025		Porcentaje de variación

		Cantidades de visitas  a comunidades de Sociedad Civil		Que al finalizar el año se haya incrementado al menos en una reunión o acercamiento más con la población afrodescendientes.		2		6		3		50
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Indicador%20efecto%20Política%20Afrodescendientes.xlsx
Hoja1

		Actividad especifica (Efecto esperado)		Oficina Responsable 		Indicador		Meta		Línea base		Programado para ejecutarse en el 2021		Programado para ejecutarse en el 2022		Programado para ejecutarse en el 2023		Programado para ejecutarse en el 2024		Programado para ejecutarse en el 2025		Resultado al 30 de junio 2025		Porcentaje de variación		Fuente / Evidencia 





		Establecer estrategias de información, sensibilización y divulgación sobre los servicios disponibles para las personas usuarias afrodescendientes, de manera que tengan conocimiento sobre los servicios que brinda la institución y la forma en qué pueden demandarlos. Estas estrategías tienen una doble finalidad y ques el persona judicial cuente con las herramientas necesarias para garantizar a las personas en condición de vulnerabilidad un verdadero acceso a la justicia en condiciones de igualdad.		Comisión de Acceso a la Justicia 		Cantidad de estrategias de información y divulgación  		Que al finalizar el año se haya aumentando al menos en una campaña más o estrategia de comunicación. 		3		3		4		5		6		7		4		57		Informes labores, Actas subcomisión y comisión acceso, Página Web.

		Establecer relaciones con otras instituciones externas que permita conocer mejor las necesidades de la población afrodescendiente y generar acciones conjuntas en materia de política pública. Esta artículación permite conocer de primera mano las necesidades de las personas afrodescendientes. 		Comisión de Acceso a la Justicia		Cantidades de Coordinaciones interinstitucionales		Que al finalizar el año se haya aumentado al menos en una coordinación y articulación interinstitucional mas.		3		3		4		5		6		7		5		71		Informes labores, Página Web, informes visita comunidad Cahuita, Limón, Siquirres.

		Establecer acercamiento con los benficiarios directos de la política, a fin de conocer sus necesidades particulares y garantizarles un efectivo acceso a la Justicia: facilitando procesos de Capacitación y el suministro de información sobre sus derechos y servicios institucionales.		Comisión de Acceso a la Justicia 		Cantidades de visitas  a comunidades de Sociedad Civil		Que al finalizar el año se haya incrementado al menos en una reunión o acercamiento más con la población afrodescendientes.		2		2		3		4		5		6		3		50		Informes labores, Actas, Página Web, informes Giras Cahuita, Limón, Siquirres. 
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Política del Derecho al Acceso a la Justicia para Personas Menores en Condiciones de Vulnerabilidad Sometidos al Proceso Penal Juvenil en Costa Rica





Acorde a las metas operativas vinculadas a la Política, para el primer semestre del 2025, se localizan 7 metas operativas (44%) se encuentran completadas  y 9 metas operativas (56%) en estado en proceso. (ver anexo 3)



2025

Cumplimiento de metas operativas           Enero a Junio del 2025 



Cumplimiento de las metas estratégicas                Enero a Junio del 2025 

Con respecto a la meta estratégica vinculada a la Política Institucional, para el primer semestre  del 2025, obtuvo un promedio del 70% de avance en el cumplimiento (ver anexo 3).
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